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PRÓLOGO

			En relación con los orígenes del deporte, se ha llegado a decir que «al principio fue la regla» (JESTAZ), aludiendo al carácter constitutivo de la regla de juego y evidenciando que Derecho y deporte se encuentran indisociablemente unidos. Incluso existe un cierto debate acerca de la naturaleza del Derecho del deporte como rama del Ordenamiento jurídico, lo cual supondría reconocerle unos principios estructurales propios y exclusivos aplicables en su seno. Siendo un tema en discusión, no lo es, en cambio, el carácter multidisciplinar del Derecho del deporte, en cuanto que su estudio abarca un amplio abanico de materias en las que se encuentran implicados muy variados saberes y áreas de conocimiento: Derecho administrativo, civil, laboral, mercantil, financiero, penal, internacional público y privado, procesal… Y también es indudable que, siquiera sea en el seno de esas ramas del Derecho, cuando su objeto de aplicación es el sector deportivo se producen adaptaciones, modulaciones y, en algunos casos, incluso principios específicos que matizan o desplazan a los generales en cuestión.

			Este orden de cosas nos revela que los operadores jurídicos que actúan en el sector deportivo requieren de especialización, en una doble dimensión: el manejo de muy diferentes ramas del Derecho, y el conocimiento de las especialidades que cada una de ellas presenta en el ámbito jurídico-deportivo. Y esa doble necesidad se ha traducido en una oferta cada vez mayor de cursos de especialización y postgrados (títulos de experto y máster) en Derecho del deporte.

			La primera finalidad de esta obra es servir como manual de referencia en ese amplio abanico de cursos de especialización en Derecho del deporte, actuando como respaldo para las actividades académicas implicadas en su impartición. Permite remitir a sus contenidos como fuente de conocimiento a efectos de preparación (discente y docente) del temario, así como facilita el trabajo autónomo del estudiante en la adquisición de competencias de naturaleza esencialmente conceptual, lo que puede abrir correlativamente más espacio a las actividades de carácter práctico y aplicativo.

			Añadida a su utilidad docente, la obra está concebida para servir como fuente de referencia inmediata para los variados operadores del sector jurídico-deportivo, atendiendo a su necesidad de una obra de consulta y cabecera: abogados, asesores de entidades deportivas (federaciones, clubes, ligas) y miembros de sus diferentes comités (de competición, de apelación), organizadores de competiciones y eventos deportivos, así como de quienes participan y ejercen las diferentes facetas de intervención del sector público en asuntos jurídico-deportivos, tanto en órganos de gestión (CSD, Comunidades Autónomas, Ayuntamientos), como de revisión (Tribunales Administrativos del Deporte, Comisiones y Comités disciplinarios…). Todos ellos encontrarán aquí una obra de consulta para los problemas que cotidianamente se les presentan en su desempeño.

			En su sistemática y contenidos, la obra pretende conjugar vanguardia y clasicismo. Se encuentran en ella los temas tradicionales y recurrentes del Derecho del deporte: el marco constitucional, la organización (nacional e internacional), la disciplina deportiva, el dopaje, la violencia, el régimen laboral de los deportistas profesionales, el seguro obligatorio deportivo, las titulaciones, la criminalidad, la fiscalidad… Pero también, un enfoque innovador en algunas de esas cuestiones clásicas, como el tratamiento diferenciado en temas específicos de las competiciones deportivas oficiales, de las vías de control de los conflictos deportivos, la explicación de las diferentes modalidades de vinculación del deportista (más allá del régimen laboral), la protección de la salud, el patrocinio y mecenazgo deportivo y las exenciones fiscales, las subvenciones... Y, además, se completa el panel con temas novedosos, que vienen siendo reclamados (y aplicados) por los operadores del sector, y que se han incorporado a los programas académicos de postgrado y cursos de especialización que se vienen impartiendo en el ramo: el audiovisual, el derecho a la intimidad y la protección de datos, la inclusión en el deporte, la gobernanza y el fair play financiero, el juego electrónico… De este modo, se ofrece un variado panel de temas con el que se pretende cubrir el vasto mundo de necesidades que se plantean a los estudiosos y aplicadores del Derecho del deporte, en sus diferentes facetas y en las variadas materias que deben conocer y aplicar.

			En cada uno de los temas, esta obra pretende sistematizar la materia suministrar sus claves conceptuales, exponer sus aspectos críticos o problemáticos y, por último, facilitar la jurisprudencia y la bibliografía básicas para que se pueda ampliar el estudio y el conocimiento de sus contenidos acudiendo a estas fuentes complementarias.

			Los temas han sido elaborados por especialistas en la materia, del más variado origen: académicos, abogados, asesores y letrados de entidades deportivas, responsables y empleados públicos… Al conocimiento teórico de las materias que abordan se le añade la experiencia práctica en la llevanza de asuntos jurídico-deportivos. Esto permite que, en su relato, además de encuadrar adecuadamente el marco conceptual, aporten las enseñanzas adquiridas mediante el ejercicio práctico del Derecho. Queremos agradecer a todos los autores su implicación y compromiso con esta obra, aportando sus valiosos conocimientos en la materia para compartirlos con los estudiosos, profesionales y apasionados del Derecho del deporte.

			En definitiva, esperamos que este manual cumpla la misión que se le pretende: cubrir un importante hueco en la bibliografía jurídica, para que todos los operadores del sector jurídico-deportivo dispongan de una obra de referencia con la que afrontar la necesidad de especialización que caracteriza a este ámbito.

			Sevilla-Jerez, 23 de noviembre de 2020

			LOS DIRECTORES
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			TEMA 1

			
BASES ESTRUCTURALES DEL SISTEMA JURÍDICO-DEPORTIVO

			Gabriel Real Ferrer

			
1. APROXIMACIÓN A LA EMERGENCIA Y EVOLUCIÓN DEL FENÓMENO DEPORTIVO

			
1.1. LA LLEGADA DEL «DEPORTE MODERNO»

			El deporte es un fenómeno cultural que ha acompañado al Hombre a lo largo de la Historia. En todas las sociedades, por primitivas que fueran, se han venido practicando actividades que hoy conceptuaríamos como deporte si entendemos por tal aquellas ocupaciones en que se combinan, con mayor o menor intensidad y sujetas a ciertas reglas, el juego, la actividad física, la competición y la gratuita confrontación consigo mismo, con los demás o con la propia naturaleza. Se trataría del tipo de actividades que para el filósofo ORTEGA Y GASSET en un ensayo titulado «El origen deportivo del Estado», publicado en 1927, suponen la realización del «esfuerzo superfluo» cuyo ejemplo paradigmático es el deporte y que se contrapone al «esfuerzo obligado» que entraña la imperativa satisfacción de necesidades, es decir, el trabajo.

			Los antropólogos coinciden en considerar que la realización de actividades deportivas o pre-deportivas por parte de las comunidades primitivas ha podido tener muy diversas motivaciones. Las de carácter religioso, intentando atraer los favores de los dioses, la preparación para la caza o para la lucha o para el uso de las armas, la escalada en la estructura social exhibiendo la fuerza, la agilidad o la habilidad, o su incorporación a ritos iniciáticos son algunas de las motivaciones que pueden estar en el origen de las primeras competiciones.

			Ya en la época histórica, en todas las culturas se refieren actividades lúdicas que se han servido de la competición entre individuos o de la confrontación con otros elementos, especialmente animales, para la exaltación de la fuerza y capacidades de los contendientes. Su paralela utilización como espectáculo y divertimento las sitúa en un plano perfectamente asimilable, en muchos aspectos, al de la función social que hoy cumple el deporte.

			Sin embargo, lo que hoy entendemos por deporte; el «deporte moderno» surge en Gran Bretaña a principios del siglo XIX como fruto de una evolución que dura cerca de cien años. Las características que lo distinguen respecto de otro tipo de actividades más o menos similares y que sentarán las bases de su prodigiosa y acelerada extensión, son las siguientes:

			1.º La noción de record deportivo. Lo que va a permitir comparar resultados obtenidos en momentos temporalmente distanciados, constituyéndose en el principal estímulo, no utilitarista, para la consecución de la proeza deportiva.

			2.º La concepción igualitarista de la sociedad burguesa. Que facilitará su difusión entre el conjunto de la población, dejando de ser una actividad reservada a las élites.

			3.º El «amateurismo» como valor implícito en la práctica del deporte considerado puro.

			Cuyo valor histórico en la formación del concepto actual de deporte es incuestionable ya que sirvió para distinguirlo de algunos espectáculos —como determinadas veladas boxísticas— propios de la época en los que, precisamente, se participaba mediante precio. En las últimas décadas la profesionalización de la práctica deportiva se ha acelerado y constituye, hoy en día, uno de sus signos distintivos, lo que pareciera acarrear la pérdida de ese valor. Sin embargo, la referencia a esa característica originaria del deporte puede servir para entender y fundamentar la radical separación que en todos los órdenes, también en su régimen jurídico, debe afirmarse entre el deporte aficionado y el profesional.

			4.º El asociacionismo vinculado a la actividad. El deporte no puede entenderse sin su vertiente asociativa. Desde sus orígenes —el primer club documentado data de 1754— el deporte ha basado su desarrollo en la proliferación de asociaciones de diverso ámbito territorial como base imprescindible para la organización de competiciones. Por lo demás, también ha acreditado una portentosa capacidad de autoorganización, lo que permitió el desarrollo de una estructura perfectamente trabada y la generación de un auténtico ordenamiento jurídico propio de alcance mundial y carácter paraestatal.

			Con estas características, la aparición y popularización de los primeros medios de comunicación de masas, en primer lugar la prensa escrita y después la radio, propició que el fenómeno se expandiera y que los resultados y proezas deportivas, así como los deportistas y clubes más destacados, comenzaran a ser conocidos y emulados, convirtiendo al deporte, al «deporte moderno», en un movimiento mundial. El primer periódico deportivo fue Sportman aparecido en Gran Bretaña en 1852 y, en España, El Cazador que, aunque efímero y poco significativo, apareció en 1856. Prueba del creciente interés por el deporte es que en las primeras Olimpiadas de la era moderna celebradas en 1896, cabeceras generalistas tan significativas como la francesa Le Figaro o la británica The Times desplazaron allí a sus corresponsales para informar puntualmente a sus lectores.

			
1.2. LAS PRIMERAS ESTRUCTURAS Y SU RÁPIDA EVOLUCIÓN


			Gracias a su sintonía con determinados intereses y necesidades, tanto personales como sociales, el deporte experimentó en pocas décadas una expansión inusitada, pasando de ser la ocupación ociosa de unos cuantos a un auténtico fenómeno social de amplia repercusión. Paralelamente, el deporte comienza a desarrollar lo que es, sin duda, uno de sus rasgos definitorios, la organización. Una organización pensada y articulada para permitir y facilitar lo que es, asimismo, otra de sus características consustanciales: la competición. Así, se generalizan los clubes que agrupan a los deportistas deseosos de practicar un deporte competitivo y las organizaciones de segundo grado, las federaciones, que permitirán ir ampliando progresivamente el ámbito territorial de las competiciones. Aparecerán las federaciones de federaciones, de ámbito continental o mundial, y con ellas los primeros campeonatos internacionales. El deporte, cada uno de ellos, se presenta ya como una realidad estructurada, como una organización capaz de regir su práctica, organizar competiciones, generar espectáculo y establecer vencedores.

			La capacidad del deporte para generar pasiones y su aptitud para despertar el sentimiento de pertenencia a una colectividad, actuando como indudable cohesionador social, despertaron pronto el interés de los poderes públicos, lo que dio lugar, a partir de los años 30 del siglo XX y de la mano de los regímenes totalitarios, a unas primeras y burdas intervenciones que tenían por objeto la instrumentalización política del potencial dinamizador del deporte.

			Tras la II Guerra Mundial, el movimiento deportivo se vio libre de intervenciones políticas en la mayor parte de los países occidentales, viviéndose una época de reforzamiento de sus estructuras internacionales en la que las distintas Federaciones organizaron con absoluta independencia y de modo hegemónico sus respectivos deportes. En los mismos años el Comité Olímpico Internacional creció en influencia y la celebración de los Juegos comenzó a convertirse en el fenómeno deportivo, económico y mediático que es en la actualidad.

			En las últimas décadas el deporte ha hecho frente a retos importantes mostrando, de nuevo, su capacidad de adaptación y la extraordinaria sintonía con los intereses y aficiones de la sociedad actual. Las principales transformaciones han tenido que ver con la consolidación de una sociedad mediática producto, a su vez, de la diversificación de las tecnologías de la comunicación; con el advenimiento del hiperprofesionalismo al deporte y con el crecimiento en flecha de los intereses económicos presentes en el sector. Fruto de la combinación de estos nuevos factores y de algunos otros menos evidentes, pero no menos poderosos, como la persistente tentación de los poderes públicos de alentar los sentimientos de pertenencia a una colectividad, sea local, regional o estatal, a través del deporte, o la necesidad del hombre actual de interactuar con el medio natural; lo cierto es que algunas de las tendencias de cambio en el acontecer deportivo aparecidas en los últimos años y que hoy mantienen su vigencia, son: a) la progresiva escisión entre el deporte profesional y el aficionado; b) la dependencia económica del deporte-espectáculo de los medios audiovisuales; c) la emergencia de nuevas prácticas deportivas, sobre todo las que se realizan en contacto con la naturaleza y las derivadas de la irrupción de los eSports; d) el paulatino e inexorable sometimiento de las relaciones deportivas al «derecho común», con exclusión de las reglas de solución de conflicto propias de la organización deportiva, es decir, lo que un tanto impropiamente podríamos denominar «juridificación de lo deportivo», y e) como consecuencia de las tendencias anteriores, la lenta pero progresiva pérdida de poder de las estructuras federativas tradicionales.

			
2. LA NOCIÓN DE DEPORTE Y SU RELEVANCIA JURÍDICA

			Todos tenemos una idea de lo que es deporte. En la sociedad actual el deporte es un punto de encuentro de la mayoría de los ciudadanos que, ya como practicantes, ya como espectadores, entran en contacto con este sector de la actividad social. La popularización y universal extensión de las actividades deportivas que se ha producido durante el siglo XX ha hecho que incluso éste haya sido bautizado como el «Siglo del deporte» y que hoy no sea concebible la vida de un ciudadano común que no tenga relación alguna con el mismo.

			No obstante, a poco que se quiera ser riguroso, pocas cosas existen tan difíciles de definir como el deporte, a pesar de que el término es utilizado con profusión diariamente. Esta dificultad guarda relación, al menos, con dos órdenes de cuestiones. La primera, la propia perspectiva de quien pretende su definición ya que, en efecto, no puede ser igual pretender definir el deporte desde el punto de vista de la sociología, donde lo relevante sería su inserción y las relaciones que genera en un determinado contexto social; que, por poner otro ejemplo, desde la medicina, ciencia para la que el deporte constituirá fundamentalmente un conjunto de actividades que ponen a prueba el organismo. La segunda de las cuestiones sería la gran cantidad de manifestaciones, profundamente diferenciadas, que se presentan bajo el común denominador de deporte.

			En todo caso es precisa una aproximación conceptual ya que, desde el punto de vista del derecho, resulta imprescindible discriminar entre distintas actividades cuáles deben merecer la denominación de deporte y cuáles no. La exigencia es clara: como veremos, la Constitución, en su artículo 43, obliga a los poderes públicos a fomentar el deporte, lo que lleva a la conclusión de que si una determinada actividad tiene esa consideración existirá un deber positivo de fomento y, en cambio, si otra actividad, por mucho que externamente sea similar o equiparable, no es considerada deporte, ninguna obligación tendrán los poderes públicos de fomentarla o facilitarla.

			En ausencia de una definición legal de lo que sea o no deporte, es preciso una aproximación en la que cabrá distinguir entre dos nociones, una amplia y otra estricta de deporte.

			
2.1. NOCIÓN AMPLIA DE DEPORTE


			Una de las definiciones que parten de una noción amplia del deporte, y la que mayor aceptación y difusión tiene en nuestro ámbito geográfico, es la que se contiene en la Carta Europea del Deporte (Rodas, 1.992) para la que deporte sería «todo tipo de actividades físicas que, mediante una participación, organizada o de otro tipo, tengan por finalidad la expresión o la mejora de la condición física y psíquica, el desarrollo de las relaciones sociales o el logro de resultados en competiciones de todos los niveles».

			Del mismo estilo, aunque algo más precisa, ya que incorpora la idea de «confrontación» propia del elemento agonístico consustancial al deporte, es la que ofrece el Manifiesto sobre el Deporte elaborado por el Consejo Internacional para la Educación Física y el Deporte (CIEPS) en colaboración con la UNESCO (México, 1968) que lo conceptúa como «toda actividad física con carácter de juego, que adopte una forma de lucha consigo mismo o con los demás o constituya una confrontación con los elementos naturales».

			Según estas definiciones podría ser considerado deporte prácticamente cualquier actividad física, se practique aislada o colectivamente, sea mensurable o no, esté o no organizada, ya que lo sustancial parece ser más la actitud del sujeto que la actividad en sí misma. Así, el puenting, por poner un ejemplo, sería deporte, pues si se practica con amigos favorece las «relaciones sociales» de las que habla la Carta Europea o, en todo caso, es una «forma de lucha consigo mismo», de enfrentarse al miedo, como dice el CIEPS.

			Lógico es que se quiera englobar en el término deporte gran número de actividades físicas en la medida en que se consideran positivas para el desarrollo humano, pero ello comporta el riesgo de desvirtuar el propio concepto al incluir en él expresiones culturales que no participan de su auténtica naturaleza. Esta perspectiva abierta del deporte nos llevaría, finalmente, a identificarlo con cualquier actividad física de carácter lúdico y ello ni se corresponde con la realidad ni es asumible desde una perspectiva jurídica.

			
2.2. NOCIÓN ESTRICTA DE DEPORTE. DEFINICIÓN INSTITUCIONALISTA


			Más riguroso resulta intentar una definición que limite los elementos que componen el hecho deportivo y, sobre todo, permita discriminar unas manifestaciones de la dimensión física del hombre, de otras.

			Por deporte, debemos entender aquellas actividades físicas institucionalizadas que supongan una superflua confrontación o competición, consigo mismo o con un elemento externo.

			La definición propuesta parte de una noción de deporte cuyos elementos estructurales son:

			1.º Actividad física. Prácticamente el único punto de coincidencia entre el gran número de definiciones de deporte que se han acuñado es que comporta una actividad física. Este elemento, en efecto, resulta consustancial al deporte que es, ante todo, una manifestación de la dimensión externa, física, del hombre.

			El ejercicio físico que requiere el deporte comprende cualquier actividad que suponga y exija la participación del sujeto y que sus cualidades físicas, ya sea resistencia, potencia, elasticidad, agilidad, reflejos, habilidad o destreza, resulten determinantes y constituyan una interacción con el mundo exterior. Ello excluiría que el sujeto activo del deporte sea, en exclusiva, animal o máquina, o bien que pudiera ser persona distinta al practicante.

			En este sentido y estrictamente no pueden considerarse deporte, por ejemplo, el ajedrez, en el que la capacidad física del ajedrecista es irrelevante y que, incluso, no requiere la participación directa del sujeto pues bien podría ordenar las jugadas y que las ejecutara materialmente otro sujeto o una máquina; tampoco, aquellas competiciones en las que concurran como únicos participantes sin directa y determinante intervención humana, animales o máquinas (galgos, gallos, palomas, prototipos, etc.). A algunas de estas manifestaciones nos referiremos más adelante al identificar lo que definimos como actividades asimiladas. Por el contrario, los eSports son, incuestionablemente, deportes, si atendemos exclusivamente a su dimensión física.

			Ahora bien, el deporte es actividad física, pero ni es sólo eso, ni toda manifestación física del hombre es deporte. En cuanto a este último aspecto, el deporte es una especie dentro del género de las actividades físicas que, al margen de las estrictamente vitales para el individuo o para la especie, como el comer, el respirar o las sexuales, son las siguientes:

			
				
					
					
				
				
					
							
							Recreativas

						
							
							(paseo, navegación de recreo, etc.)

						
					

					
							
							Formativas

						
							
							(educación física)

						
					

					
							
							Laborales

						
							
							(trabajo)

						
					

					
							
							Capacitativas

						
							
							(rehabilitación, gimnasia de mantenimiento, entrenamiento, etc.)

						
					

					
							
							Competitivas

						
							
							(deporte)

						
					

				
			

			El que una concreta actividad física deba tener una consideración u otra depende, en gran medida de las circunstancias en que concurren en esa práctica y en la propia actitud del sujeto activo. Así, la navegación a vela puede ser «recreativa» o «deportiva» dependiendo de que implique, o no, algún modo de competición. Igualmente, ensayar algunas jugadas de fútbol durante un entrenamiento no es practicar el deporte «fútbol», sino entrenarse para su práctica.

			Por su parte, hoy existe un generalizado consenso en que la educación física es cosa distinta al deporte. El Manifiesto Mundial sobre la Educación Física de la Federación Internacional de Educación Física (Lisboa, 1.970) ya consideraba que «la educación física es la parte de la educación que utiliza de una manera sistemática las actividades físicas y la influencia de los agentes naturales: aire, sol, agua, etc., como medios específicos». En el plano legislativo, sin embargo, durante el siglo XX fue frecuente el tratamiento simultaneo, y a veces confuso, del deporte y de la educación física, como sucedía en España con la Ley de 23 de diciembre de 1.961, sobre Educación Física o la Ley General de la Cultura Física y del Deporte (Ley 13/1980) o, en Francia, con las leyes de 1.975 y 1.984.

			Hoy resulta evidente que la Educación Física es parte integrante de la educación integral del hombre y que su engarce orgánico y funcional se encuentra en el sistema educativo. Otra cosa es que en el proceso educativo se utilice instrumentalmente la práctica de algún deporte, como en las competiciones de Deporte Escolar, pero ello no altera la distinta naturaleza de una y otra manifestación física.

			Finalmente decíamos que el deporte no sólo es manifestación física y ello se conecta con la necesaria madurez intelectual que precisa el deporte. El sometimiento a determinadas reglas es consustancial, como veremos, a la idea de deporte, por ello exige una determinada capacidad intelectual, un sometimiento reflexivo a las reglas que implica disciplinar tus propias conductas. En esto se diferencia el deporte de algunas manifestaciones del juego. Los animales, al igual que los cachorros humanos, juegan —quizá con una pelota— pero no hacen deporte. El deporte es un producto exclusivamente humano que supone capacidades intelectuales, es un fenómeno cultural.

			2.º Institucionalización. Desde la óptica sociológica resulta perfectamente asumido que el deporte en general, y cada uno de ellos en particular, puede considerarse como una institución social que, como tal, entra en relación con otras instituciones o se encuadra en ellas.

			Cada deporte nace en el momento en que la reiteración en la práctica de una determinada actividad física prende en un concreto ámbito social de manera que la hace suya como forma cultural provista de sus propias reglas y principios, y los sujetos practicantes se dotan de una organización, orientada a facilitar la competición, vicaria a tal actividad. En este punto y en torno a esa actividad se constituye un «cuerpo social» y la actividad deviene institución, deporte.

			El ámbito de implantación territorial de ese cuerpo social y la naturaleza, espontánea o no, de su impulso inicial no resultan trascendentes. Lo que importa es su existencia autónoma y diferenciada. El camino a recorrer desde que una práctica «pre-deportiva» alcanza la superinstitucionalización que representa la estructura de una Federación internacional puede ser recorrido en poco tiempo o no llegar a realizarse nunca, tal como ocurre con algunos de los llamados deportes autóctonos, pero en un momento de ese proceso ideal lo «pre-deportivo» pasa a ser deporte. Lo disperso y desordenado se estructura y establece; una pluralidad de sujetos se nuclear en torno a una actividad y surge una embrionaria organización a la que pueden adherirse otros sujetos animados por un fin concreto: practicar esa actividad. Un nuevo ente social ha nacido y con él un nuevo deporte. La institucionalización ha trasmutado esa actividad y la ha convertido en deporte.

			Un ejemplo nos puede ayudar a comprender mejor lo que representa la institucionalización en el campo del deporte. Cuando se dice «vamos a jugar a la pelota», la frase tiene el mismo significado que «vamos a jugar con la pelota», es decir, el juego se objetiviza en el sentido de que su desarrollo girará en torno a su instrumento: la pelota. Las reglas que regirán ese juego o no existen o se improvisan antes o durante su propio transcurso. En esa expresión no se explicitan las reglas que le serán de aplicación y serán pactadas en ese momento entre los participantes. No resulta posible saber a priori si, por ejemplo, se podrá tocar con la mano o con el pie, si el juego consiste en que ésta no toque el suelo o bien debe ser introducida en un aro o en una portería, si las infracciones a las reglas serán sancionadas de tal o cual manera ni, siquiera, cómo será la pelota y donde se jugará.

			En cambio, si lo que se dice es «vamos a jugar al fútbol» (o al baloncesto, balonmano, o lo que fuere), la referencia no es a un indeterminado juego con un determinado instrumento (la pelota), sino a un juego (deporte) previa y perfectamente establecido, instituido, en definitiva institucionalizado. Con la sola mención de su nombre los participantes conocen si el juego en cuestión se desarrollará en el agua o en tierra, cómo debe ser roturado el terreno, si va a ser preciso contar con porterías, aros o red, cuál va a ser el específico objeto del juego. Conocen, pura y simplemente, todos sus principios y reglas, así como las sanciones que se corresponden a sus infracciones. Aún más, el instrumento, que en el primer ejemplo era genérico: una pelota, se sustantiviza y debe ser una pelota de fútbol». Se puede jugar al fútbol con una pelota de baloncesto, pero todos son conscientes de que no es lo correcto y, no sin fundamento, será esgrimida la diferencia por los perdedores.

			Lo que ocurre es que el fútbol forma parte de nuestro acervo cultural con propia identidad. Sabemos de qué se trata, cómo y dónde se juega, que existen deportistas que lo practican profesionalmente, que hay clubes y federaciones e, igualmente, sabemos o intuimos que existe un conjunto de reglas, un sistema normativo, que rige no sólo su práctica, sino también las relaciones entre las personas y entidades que forman ese universo.

			Una institución es una realidad intelectual («cosa establecida», nos dice el diccionario en una de sus acepciones) de la que son conocidas las reglas y principios que rigen su existencia y que son, justamente, las que la diferencian de otras realidades que pueden, quizá, resultar semejantes. Para nuestros patrones culturales, el fútbol, al igual que otros muchos deportes, constituye incuestionablemente una institución.

			A efectos definitorios, la institucionalización es una característica radicalmente esencial para discriminar lo que es deporte de otras actividades en las que pueden concurrir rasgos similares. Únicamente cuando una actividad que reúna el resto de los requisitos requeridos es socialmente asumida e interiorizada, incorporándose al caudal cultural de esa sociedad como una realidad distinta, puede ser considerada, plenamente, como deporte. Por otra parte, cada deporte es una institución «simple» distinta a otros deportes y el Deporte, con mayúsculas, como suma y compendio de todas las instituciones deportivas es, por el contrario, una institución compleja o «institución de instituciones».

			Finalmente hay que recalcar que la institucionalización supone de suyo el cumplimiento de uno de los requisitos esenciales para considerar la existencia de un deporte. Esto es, la reglamentación. La existencia estable de un conjunto de normas y principios que regulan el desenvolvimiento de la concreta actividad y la vida de la organización creada a su servicio. Las reglas son consustánciales al deporte. Sin reglas, sin derecho, no hay deporte, simple y llanamente. El deporte, por la vía de su conformación institucional, se juridifica, deviene, como afirma ROMANO de todos y cada uno de los ordenamientos jurídicos, «una unidad independiente de derecho objetivo».

			3.º Confrontación o competición. La competición es un impulso innato del ser humano, un instrumento para asegurar la cadena de subsistencia. De un modo u otro en todas las sociedades se alienta el espíritu competitivo y el deporte atiende esta necesidad de competir y confrontarse.

			En la práctica totalidad de definiciones que se han ensayado, el elemento agonístico se considera consustancial a la idea de deporte. Bien sea como idea de competición, de lucha o de confrontación, en su esencia está la necesidad de vencer un obstáculo, intencionalmente asumido, que puede servir para compararse con los demás.

			Todo deporte incorpora un elemento de pugna, una obstinada persecución, por medio de la actividad física del deportista, de un determinado objetivo. Ese objetivo tanto puede ser la superación de un adversario o la confrontación con los elementos naturales, como la persecución de las propias marcas; y también ¿por qué no?, la competencia con una máquina, ya que la robótica deportiva, o spórtica, está progresando aceleradamente. Esto nos lleva a concluir que esa confrontación o competición puede plantearse con uno mismo o con un elemento externo, sea éste de la naturaleza que sea.

			De hecho, hasta en el lenguaje común lo deportivo se asocia a la competición. Así la adjetivación de «deportivo» es sinónimo de «competitivo», como ocurre con la navegación «deportiva» en clara contraposición a la de «recreo».

			Debe tenerse en cuenta que el deporte, agonístico en sí mismo, no pierde su naturaleza porque la actitud del sujeto practicante carezca de ese elemento de tensión. El deporte-institución se configura agonísticamente, y otra cosa será el particular, y tal vez puntual, ánimo personal del sujeto frente a su práctica. Así, por mucho que uno juegue al tenis sin ningún afán de ganar, el tenis, como deporte, está configurado para que uno venza sobre el otro.

			En cuanto a posibles distinciones semánticas, parece que la idea de competición remite a la existencia de varios contendientes, mientras que la lucha (aparte de otras connotaciones) se refiere a enfrentamiento entre dos (sean éstos individuos o equipos); en ambos casos se da por supuesta la existencia de uno o varios antagonistas. Ahora bien, la idea de confrontación parece sutilmente diferente: uno no puede competir con la naturaleza (sí luchar), ni consigo mismo (figurada, pero impropiamente, también luchar), pero sí puede confrontarse con la naturaleza o consigo mismo (o, más exactamente, con sus propios resultados).

			La consustancialidad de la noción agonística supone la necesaria presencia de dos elementos: la reglamentación y la posibilidad de objetivar los resultados. Efectivamente toda competición precisa, por una parte, que los resultados de la actividad sean mensurables, es decir, objetivables y por tanto contrastables, y, por otra, que sus reglas permitan determinar con certeza quien vence. Cierto es que si bien en la mayoría de deportes el resultado es fácilmente objetivable -quien llega primero o cuantas veces entra la pelota en el aro-, en otros aparecen factores subjetivos, como son las puntuaciones de los jueces cuando valoran aspectos tales como la plasticidad o la perfección en la ejecución, en modalidades o especialidades deportivas como la natación sincronizada, la gimnasia u otras.

			4.º Superflua. El deporte no es una actividad utilitaria. Esa competición o confrontación que entraña es rigurosamente superflua, perfectamente inútil para satisfacer las necesidades vitales. El deporte, al igual que el juego, no tiene más finalidad que él mismo. No tiene fines ajenos a su propia práctica. Satisface, por su propia ejecución, las necesidades físicas y anímicas que inducen al practicante a realizarlo.

			Esto nos lleva a asentar que el deporte es consustancialmente voluntario, no puede obedecer, originariamente, a motivaciones externas. No se hace deporte para algo ni por algo. Lo obligado no es superfluo ni innecesario. Naturalmente, esto no excluye su práctica profesional, pero el deportista profesional practica una actividad que ya es considerada deporte y para ser así conceptuada debió, en sus inicios, ser considerada superflua. Por otro lado, la vida profesional de un deportista no es más que un paréntesis en su práctica deportiva a lo largo de su vida. Inexorablemente practicó ese deporte sin fines utilitaristas antes de ser profesional y, probablemente, seguirá practicándolo igualmente cuando ya no lo haga por dinero.

			
2.3. ACTIVIDADES ASIMILADAS


			Existen algunas prácticas cuya consideración social es fronteriza a la de deporte pero que carecen de alguno de los elementos que entendemos esenciales para su plena homologación como práctica deportiva.

			Nos referimos esencialmente a dos géneros de actividades, por una parte, a aquellas cuyo componente intelectual no solo es primordial en su práctica sino que aparece cabalmente como único y, por otra, aquellas en las que el hombre tiene, en todo caso, una participación indirecta, siendo el protagonista de la competición o confrontación un animal o una máquina. Entre las primeras la cuestión se centra en el ajedrez y, entre las últimas, se encuentran, entre otras, la colombicultura, las carreras de galgos o la cetrería.

			Ni unas ni otras pueden considerarse estrictamente como deporte. Por lo que respecta al ajedrez le falta una de las notas que hemos considerado esenciales: la necesidad de que la competición deportiva ponga de manifiesto y dependa, al menos parcialmente, de las aptitudes corporales del sujeto, de su rendimiento físico. En el ajedrez el competidor puede ordenar las jugadas sin interactuar en absoluto con el mundo físico. El rendimiento que se exige es exclusivamente intelectual.

			Por lo que se refiere a la otra categoría de actividades, tampoco son deporte las actividades que, aunque requieran de actividad física, ésta no es realizada por el hombre. En las carreras de galgos, por ejemplo, quien materializa la competición es el perro y el personal que participa en su preparación no puede cabalmente ser considerado como deportista, al igual que en el fútbol, donde el futbolista es el deportista y no su entrenador o su preparador físico. Pensando en posibles competiciones futuras, una hipotética carrera de coches de conducción autónoma no sería en ningún caso deporte por mucho que mecánicos y programadores hayan desplegado sus habilidades físicas e intelectuales para desarrollar los prototipos.

			Sin embargo, lo cierto es que alguna de estas manifestaciones se han dotado de estructuras organizativas totalmente equiparables a las deportivas y socialmente su percepción es sustancialmente idéntica a la de los deportes. La explicación de este estado de cosas es histórica. Los rasgos abiertamente competitivos de estas actividades, su naturaleza superflua y la idoneidad de alguna de ellas para el espectáculo o el cruce de apuestas propició que cuando se generalizaron adoptaron el modelo y terminología de las organizaciones y competiciones entonces emergentes, las deportivas. Si históricamente estas actividades se han autoorganizado como si fueran deporte, los poderes públicos, la sociedad, los han tratado como si tal fueran. El difícil encuadramiento de estas actividades y la propia indefinición de lo deportivo facilitaron su estructuración como organizaciones deportivas y su consideración social como deportes. Se ha cumplido su consolidación institucional aun cuando le falte uno de los restantes requisitos, lo que ha llevado a la confusión actual.

			Estas actividades pseudodeportivas pueden ser consideradas como asimiladas o asimilables al deporte; no son deporte en sentido estricto, pero pueden ser tratadas como tal atendiendo a su dilatada trayectoria como tal y en la medida en que aporten valores dignos de protección o sean medio adecuado de recreación.

			Cosa distinta son las actividades que aunque aparentemente no requieran de un gran esfuerzo, como el billar, que cuenta con Federación propia, o el aeromodelismo, que actualmente está integrado en la Real Federación Aeronáutica Española, sí dependen incuestionablemente de las cualidades físicas del sujeto, de su habilidad, reflejos y coordinación. A pesar de que ocasionalmente han sido cuestionadas como deporte, estas actividades reúnen todos y cada uno de los requisitos que hemos establecido para su pleno reconocimiento. Para ilustrar la diferencia pensemos en un ejemplo analizando dos lances, uno de billar y otro de ajedrez. En ambos hay una previa reflexión intelectual. En un caso, decidiendo cuál será el mejor golpe no sólo para obtener la carambola, sino para que las bolas queden en la mejor posición posible de cara a la siguiente. Hay que decidir múltiples factores: dónde dirigir la bola y con qué ángulo, qué efecto daremos y cuán intenso, cuánta fuerza aplicaremos al golpe, si éste será seco o largo y con cuánta inclinación aplicaremos el taco. En el otro, primero estableciendo una estrategia para la partida en función de las características del contrincante y, después, optando entre las numerosísimas posibilidades de movimiento que nos ofrece el tablero previendo, no sólo tus próximos movimientos, sino los posibles del oponente. Pues bien, por mucho que el jugador de billar le explique con todo detalle las características del golpe ideal a un principiante, el éxito de la jugada dependerá, finalmente, de la vista, habilidad y coordinación; de las capacidades físicas, en definitiva, de quien finalmente la ejecute. Las dimensiones intelectuales y físicas de esta actividad son inescindibles, forman una unidad que constituye el deporte y distingue a los deportistas en función de sus personales capacidades en ambos campos. Por el contrario, en el ajedrez, una vez decidida la jugada, quien mueva la pieza es irrelevante. El esfuerzo y capacidad que va a calibrar a los jugadores se agota en la dimensión intelectual, no en su materialización fáctica que puede ser realizada por cualquiera o puede no llegar a realizarse, pues puede jugarse virtualmente e, incluso, en caso de superdotados, de memoria. En su naturaleza comparten varios rasgos propios del deporte, pero no son deporte, por ello las denominaremos como actividades asimiladas.

			
2.4. EL RECONOCIMIENTO LEGAL DE NUEVOS DEPORTES. LA DISTINCIÓN ENTRE MODALIDAD Y ESPECIALIDAD


			Carentes de una definición legal de deporte que nos permitiera subsumir en el concepto unas u otras actividades sin necesidad de declaración expresa, nuestro modelo de derecho positivo ha optado por la necesidad de reconocimiento oficial para el surgimiento de un nuevo deporte.

			En el lenguaje normativo se distingue entre modalidad y especialidad deportiva, de manera que la primera se equipara a una actividad deportiva cuyas intrínsecas características la distinguen y hacen diferente a cualquier otro deporte reconocido y la segunda se trata de una variante respecto de otro deporte existente que no llega a distinguirse lo suficiente como para ser reconocida como modalidad, es decir, como un deporte nuevo. En algunos casos, las modalidades han existido previamente como especialidades, tal como ocurrió en España con el Bádminton que durante algún tiempo estuvo integrado primero en la Federación Española de Tenis y después en la Federación Española de Pelota Vasca hasta que se constituyó la Federación Española de Bádminton, es decir, que mientras estuvo en otras federaciones era, jurídicamente hablando, una especialidad y únicamente cuando en 1985 se autorizó la constitución de la nueva Federación se reconoció, paralelamente, como una nueva modalidad o deporte.

			En el ámbito estatal, el artículo 10.2.e) de la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte, atribuye a la Comisión Directiva del Consejo Superior de Deportes la competencia para el reconocimiento de nuevas modalidades deportivas. Hay que destacar que el reconocimiento de una modalidad implica, de suyo, la autorización para la creación de una nueva Federación a la que se atribuirá, monopolísticamente, el regimiento de ese nuevo deporte. Tal autorización corresponde al citado órgano del Consejo Superior de Deportes en virtud del apartado a) del mismo artículo de la Ley. La norma es muy parca a la hora de establecer criterios limitándose a establecer que « La autorización o denegación de inscripción de una Federación deportiva española se producirá en función de criterios de interés deportivo, nacional e internacional, y de la implantación real de la modalidad deportiva» (art. 34.4). Es claro que, aparte del poco preciso «interés deportivo», la alusión a su «implantación real» tiene que ver con su institucionalización.

			Por su parte, el artículo 8 del RD 1865/91 sobre Federaciones Deportivas Españolas y Registro de Asociaciones Deportivas, modificado parcialmente por el RD 1252/99, que la desarrolla, concreta algo más los requisitos para la autorización, al decir que:

			«1. Para la autorización o denegación de la constitución de una Federación Deportiva Española se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

			Existencia de la correspondiente Federación internacional, reconocida por el Comité Olímpico Internacional, y con suficiente implantación en el entorno europeo y mundial.

			El interés deportivo nacional o internacional de la modalidad.

			La existencia de competiciones de ámbito internacional con un número significativo de participantes en las mismas y convocatorias celebradas.

			La implantación real de la modalidad deportiva en el país, así como su extensión, es decir, el número de practicantes existentes en España y su distribución en el territorio nacional.

			El reconocimiento previo por la Comisión Directiva del Consejo Superior de Deportes de la modalidad de que se trate.

			La viabilidad económica de la nueva Federación.

			En el caso de que la constitución de una nueva Federación deportiva española provenga de la segregación de otra federación preexistente, se solicitará informe de la misma, a los efectos de lo previsto en el presente apartado.

			[...]»

			Como vemos, el reconocimiento de una modalidad es un requisito previo para autorizar la constitución de una nueva Federación. Sin embargo, ni la Ley ni el RD establecen criterios para que se produzca, o no, el reconocimiento de una nueva modalidad.

			Esta ambigüedad ha sido criticada por la doctrina pues supone una discrecionalidad probablemente excesiva. En la Sentencia 253/2001, de 15 de febrero, del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura al hilo de determinar si el Fútbol Sala debe ser considerado como una modalidad deportiva o, simplemente, una especialidad derivada del fútbol, recoge algunos posibles criterios objetivos como el tiempo de duración del partido, el número de jugadores o las óptimas características físicas de éstos; a los que cabría añadir, por ejemplo, el lugar en que se juega y, desde luego, las reglas de juego que lo rigen. La cuestión tiene mucho que ver, también, con la percepción social, con la existencia o no de estructuras asociativas diferenciadas y con los aspectos diferenciales que puedan existir en materia de preparación física y bio-mecánica entre una u otra actividad. El resultado de la ausencia de criterios objetivos comunes es que en algunos deportes no existe una plena coincidencia en los distintos planos territoriales. Así, siguiendo con el Fútbol y el Fútbol Sala, en algunos países existen dos Federaciones nacionales distintas y en el nuestro, en algunas Comunidades Autónomas también están separadas cuando a nivel estatal ambas actividades están integradas en la Real Federación Española de Futbol.

			Hay que destacar al respecto que en el plano autonómico, en virtud de la distribución competencial que realiza la CE, cada Comunidad Autónoma puede reconocer las modalidades y especialidades deportivas que estime convenientes en su territorio, siguiendo los procedimientos que establezca en su propia legislación deportiva y con efectos en las competiciones de ámbito autonómico.

			
3. EL DEPORTE, REALIDAD PLURAL

			Es preciso tomar en consideración la imposibilidad de considerar el deporte como una realidad uniforme, susceptible de tratamiento unitario. Bien al contrario, el deporte es una realidad rigurosamente plural que se manifiesta de muy distintas formas, tanto en lo que respecta al conjunto de actividades que merecen tal calificativo, como a los modos y maneras en que una u otra de esas actividades pueden practicarse. Antes de enfrentarse al examen del deporte desde una perspectiva jurídica es preciso tener presente su diversidad y complejidad pues tanto la regulación de esta actividad, o mejor, conjunto de actividades, como el estudio de los ordenamientos jurídicos que las rigen, exigen un mínimo conocimiento de la realidad subyacente.

			En una primera aproximación, salta a la vista que bajo el término «deporte» se engloban muy distintas actividades. Unas se realizan individualmente (tenis), otras en equipo (fútbol); las hay que dependen de determinados instrumentos (motociclismo) y las que no los requieren (natación); en algunas el contrincante directo es otro deportista (lucha), cuando en otras a quien se debe vencer es al propio medio (alpinismo); finalmente y por no ser exhaustivo, en determinadas modalidades la determinación del vencedor es objetiva, en función de criterios como el tiempo o la distancia, cuando en otras prevalecen aspectos de apreciación subjetiva, como la coordinación o la plasticidad, tal cual ocurre en gimnasia o en salto de trampolín. Algunas de estas distinciones tienen efectos jurídicos, como ocurre con la normativa sobre deporte de alto nivel, pero lo que es más relevante es que cada actividad diferenciada constituye un deporte autónomo dotado de su propia organización y, como veremos más adelante, de su sistema normativo.

			Deporte es, pues, desde una perspectiva estructural, o más exactamente, institucional, un conjunto de organizaciones dotadas de su propio sistema normativo que organizan una serie de actividades merecedoras del calificativo de deportivas. La disposición del sistema organizativo, desde el propio nacimiento del movimiento deportivo, es piramidal; encontrándose en la base los deportistas o practicantes, siguiendo los clubes, más arriba las federaciones territoriales, en el caso de que la hubiere en el concreto país de que se trate; por encima de ellas las federaciones nacionales y culminando la pirámide, las federaciones internacionales, que pueden tener, a su vez, organizaciones regionales —habitualmente continentales— inferiores.

			Si las diversas actividades consideradas deporte pueden ser bien distintas entre sí, también una misma actividad deportiva puede presentarse adornada de circunstancias o actitudes tan dispares que obligan a una consideración jurídica diferente. Así tanto es práctica del fútbol el encuentro de fin de semana entre dos urbanizaciones vecinas como la final de un torneo europeo, no obstante su tratamiento, también el jurídico, no puede ser el mismo. Un acontecimiento se inscribe en un contexto profesional y espectacular, el otro en el de pura afición y divertimento. Aquí surge la distinción, de enorme trascendencia jurídica, entre el ámbito del deporte profesional y el del aficionado. En el ejemplo surge también otra distinción, igualmente relevante, entre el deporte federado y el no federado, así como si las competiciones son oficiales o no.

			
3.1. DEPORTE PROFESIONAL–DEPORTE AFICIONADO


			La oposición DEPORTE PROFESIONAL-DEPORTE AFICIONADO, por muy acuñada que esté, resulta tan imprecisa como, en ocasiones, equívoca. Si queremos expresarnos con precisión, sobre todo a la hora de determinar el distinto régimen jurídico que corresponde a uno u otro ámbito, debemos atribuir la condición de profesional o aficionado a los distintos elementos que concurren en el hecho deportivo y a los que el ordenamiento sí otorga, al menos en España, distinto tratamiento. En este más preciso sentido, podemos hablar de:

			
				
					
					
				
				
					
							
							COMPETICIÓN

						
							
							PROFESIONAL

							La que así sea calificada por el Consejo Superior de Deportes.

						
					

					
							
							AFICIONADA

							Por exclusión, todas aquellas que no tengan la condición de profesional, hayan sido, o no, calificadas como «oficiales.

						
					

					
							
							CLUB

						
							
							PROFESIONAL

							Los que estén constituidos como «Sociedad Anónima Deportiva» y tengan, por tanto y en principio, ánimo de lucro, pudiendo repartirse beneficios.

						
					

					
							
							AFICIONADO

							Los constituidos bajo cualquier fórmula asociativa que excluya el reparto de beneficios a sus asociados.

						
					

					
							
							DEPORTISTA

						
							
							PROFESIONAL

							Los asalariados y, en general, todos aquellos cuyos recursos provengan principalmente de la actividad deportiva.

						
					

					
							
							AFICIONADO

							Quienes practican el deporte sin interés económico, aunque reciban alguna compensación, siempre que ésta no constituya su principal ingreso.

						
					

				
			

			Es fácil colegir las combinaciones, nada hipotéticas, que pueden darse. De hecho en las competiciones profesionales, que actualmente son exclusivamente la primera y la segunda división en el fútbol y la primera división de baloncesto, pueden participar clubes no profesionales, en tanto dura su proceso de transformación en Sociedades Anónimas Deportivas o, lo que es más común, en competiciones no profesionales participan clubes constituidos como Sociedades Anónimas Deportivas. También se da el caso de deportistas aficionados que militan, a la espera de contrato profesional, en SAD, e igualmente es normal la situación inversa, es decir, jugadores o deportistas totalmente profesionales integrados en clubes formalmente aficionados. Finalmente, nada impide que un deportista aficionado participe en competiciones profesionales, aunque sea poco frecuente, pero lo que es absolutamente habitual y constituye un universo en sí mismo, es el ámbito de las competiciones no declaradas como profesionales y, por tanto, legalmente aficionadas, cuyos componentes —especialmente deportistas y técnicos, pero en ocasiones también clubes— son rotundamente profesionales, como son los casos, por no alargarnos, del tenis, el golf, el balonmano o el ciclismo.

			
3.2. DEPORTE FEDERADO–DEPORTE NO FEDERADO


			Tampoco pueden considerarse parejamente las actividades que se desenvuelven en el seno de una organización federativa que cuida y regula su ordenado desarrollo, sometiendo a los participantes a su disciplina; que aquellas que se desarrollan espontáneamente al margen de cualquier organización. En las primeras, el sometimiento a los dictados federativos presupone la previa adscripción del participante, vía licencia, a la organización. La dicotomía aquí es DEPORTE FEDERADO-DEPORTE NO FEDERADO o, si se prefiere otra expresión, deporte extrafederativo. La distinción es pertinente precisamente desde el punto de vista del sistema normativo que regula la actividad. En el primero de los ámbitos, la actividad, sus practicantes y las relaciones que se establezcan vendrán reguladas, además de por el ordenamiento de origen público, sea estatal o autonómico, que corresponda; por el ordenamiento estatutario propio de la organización deportiva de que se trate. Se trata, el deporte federado, como tendremos ocasión de comprobar, de un sector de la actividad social fuertemente intervenido. En el segundo, el extrafederativo, en cambio, salvo escasas prescripciones orientadas principalmente a preservar la salud y la seguridad de las personas, nos encontramos ante una actividad desregulada, espontánea en su práctica y libre en su desarrollo.

			
3.3. COMPETICIONES OFICIALES Y NO OFICIALES


			Otra distinción relevante es la que atañe a las competiciones en el sentido de si son consideradas, o no, como «oficiales». El artículo 3.1.a) del RD 1865/91 sobre Federaciones Deportivas Españolas y Registro de Asociaciones Deportivas atribuye a las Federaciones españolas la calificación, en el ámbito estatal, de las competiciones como oficiales. En la práctica tendrán esa condición las que figuran en el calendario de competiciones que publican las respectivas Federaciones. El resto de competiciones, sin importar quién sea el organizador, serán consideradas como «no oficiales». Únicamente los resultados que se obtengan en el seno de las competiciones «oficiales» serán reconocidas y registradas en el universo federativo.

			
3.4. OTRAS TIPOLOGÍAS Y SECTORES


			Existen otros múltiples criterios para introducir nuevas clasificaciones en el extenso y complejo sector deportivo, algunos de ellos son:

			— Por el medio en el que se desarrolla: de interior (indoor) o de exterior (outdoor), náuticos, de montaña …

			— Por la amplitud geográfica de su implantación: autóctonos vs comunes.

			— Por la excelencia de sus resultados: alto nivel vs resto.

			— Por el uso de determinados elementos: motor, ciclismo ...

			— Por el número de practicantes: de equipo, individuales.

			— Por el sector social en el que se organizan: Deporte escolar, militar, universitario.

			— Por la duración de sus confrontaciones: determinada, indeterminada.

			— Por su participación en los Juegos Olímpicos: olímpicos, no olímpicos.

			Un ámbito de extraordinaria importancia es el de las Federaciones creadas en función de las capacidades de los deportistas. Son de este tipo la Federación Española de Deportes para Ciegos (FEDC), la Federación Española de Deportes de Personas con Discapacidad Física (FEDDF), la Federación Española de Deportes para Discapacitados Intelectuales (FEDDI), la Federación Española de Deportes de Personas con Parálisis Cerebral y Daño Cerebral Adquirido (FEDPC) y la Federación Española de Deportes para Sordos (FEDS). Las cuatro primeras de ellas forman parte del Comité Paralímpico Español y todas ellas comparten que lo que las aglutina es la condición de los deportistas, no el deporte que practican, siendo, por tanto, multideporte. Se rompe, en estos excepcionales casos, el principio de monopolio territorial del que hablaremos más adelante.

			Sobre alguna de estas distinciones nos referiremos a lo largo de este Manual, pero lo que ahora interesa retener es que el deporte presenta un sinnúmero de facetas que resulta imposible reconducir a un único régimen jurídico, lo que añade complejidad al estudio de su Ordenamiento.

			
4. DEPORTE Y DERECHO

			
4.1. BREVE INTRODUCCIÓN


			Llegados a este punto comenzamos a percibir la intrincada relación entre Derecho y Deporte. Es más, podemos afirmar que en su esencia el Deporte es un fenómeno jurídico, en el sentido, nada impertinente, de que sin normas, sin reglas, no hay deporte. No hay hecho deportivo que pueda existir sin reglas, sin su propio universo normativo. Lo uno no puede entenderse sin lo otro, cambiaría su naturaleza. Por lo demás, como toda actividad social, el deporte es objeto de atención por parte del Derecho. Del Derecho Público en cuanto se considere que están en juego intereses generales, o del Derecho Privado si de lo que se trata es de establecer un marco normativo en el que, por dirimirse intereses particulares, prevalezca la autonomía de la voluntad.

			No obstante y como se constatará a lo largo de este Manual, la regulación de este sector social entraña una inusitada y extrema complejidad. No solo, como vimos, por la imposibilidad de reconducir la actividad a una realidad unitaria, sino que la principal causa de esta complejidad radica en el hecho de que la regulación jurídica del deporte vigente en cada momento y lugar es el resultado del conflicto entre dos ordenamientos jurídicos de naturaleza, legitimación, poder coactivo, base social y ámbito territorial distintos. El prevalente, el que emana de la organización política de que se trate, que cuenta con todo el poder coactivo del Estado pero que agota su eficacia en sus límites territoriales; y el procedente de la propia organización deportiva, subordinado en ese territorio, pero que tiene una implantación planetaria.

			Para comprender adecuadamente el Derecho del Deporte es necesario tener presente este permanente conflicto ordinamental. La Constitución y el resto de ordenamiento jurídico de los distintos Estados atribuyen a sus ciudadanos determinados derechos y obligaciones, en algunos casos irrenunciables, que no tienen idéntico reflejo en los ordenamientos deportivos emanados de sus Federaciones internacionales. Las limitaciones a la libertad de expresión, o al acceso a la justicia ordinaria; los sistemas disciplinarios y las garantías de sus procedimientos, o las normas de contratación y/o alineación —recuérdese el caso Bossman— son, o han sido, algunos de los ámbitos de conflicto. Actualmente, buena parte de los puntos de fricción han sido despejados pero no debemos perder de vista el hecho de que el derecho que manejamos es el resultado del acomodo de estos dos ordenamientos y la potencial conflictividad que ello supone.

			
4.2. DERECHO DEPORTIVO–DERECHO DEL DEPORTE


			Habitualmente se suelen utilizar de manera indistinta las expresiones «Derecho deportivo» y «Derecho del Deporte» y, de hecho, desde el punto de vista semántico no existe ninguna distinción entre una u otra. Sin embargo, en el ámbito jurídico-deportivo puede establecerse una distinción convencional que nos servirá para el estudio y mejor comprensión de la materia. Esta distinción, con estas u otras denominaciones, es frecuente en la doctrina especializadas de distintos países, así, por ejemplo, en Brasil y otros países de Latinoamérica, se distingue entre Lex sportiva y Lex pública, lo que equivale a la dicotomía que planteamos.

			Por Derecho deportivo entenderemos el conjunto de normas de las que se ha dotado la organización deportiva para ordenar la competición y regular su propio funcionamiento. Desde los mismos orígenes de la actividad deportiva y la creación de clubes y federaciones, estas entidades han venido regulando las múltiples relaciones que se establecen en torno a tal actividad sin intervención inicial alguna por parte del Estado. La definición de las reglas de cada deporte, las alineaciones de los deportistas y las relaciones con sus clubes, las normas de competición o la organización y funcionamiento de los entes deportivos, como las federaciones, son normas típicas del derecho deportivo. Los derechos estatales han publificado, al hacerlas suyas, buena parte de estas normas que originariamente tenían una naturaleza estrictamente privada, aunque siguen existiendo bastantes que mantienen su condición originaria, sobre todo en el ámbito internacional.

			La consistencia de este sistema jurídico permite que algunas instancias deportivas reiteren recurrentemente la pretensión del ordenamiento deportivo de sustraerse al imperio del general, reconociendo y respetando exclusivamente las singulares situaciones jurídico-subjetivas surgidas a su amparo. Esta pretensión es insostenible, en el ámbito de los Estados el ordenamiento jurídico deportivo no puede tener una existencia ajena al ordenamiento general en el que inexorablemente se inscribe.

			Por Derecho del Deporte debemos entender el conjunto de normas públicas o privadas amparadas por el Estado, que inciden sobre la actividad física deportiva bien sea de modo directo o indirecto. Se tratará de todas aquellas normas o preceptos que regulan todos los aspectos, aun incidentales, relacionados con la actividad física y deportiva de los ciudadanos, sin importar si se realiza en competición o fuera de ella, si es una actividad organizada o libre, o si se practica en el seno de las organizaciones federativas o no. Evidentemente este concepto es mucho más amplio que el anterior pues engloba casi todo el Derecho deportivo y se extiende a muchos otros aspectos, relevantes socialmente, que nada tienen que ver con la organización deportiva ni con las competiciones que la misma organiza. Podemos visualizarlo así:

			[image: ]

			Como vemos, buena parte de las normas de Derecho deportivo, es decir, las emanadas originariamente, y aun ahora en parte, de las organizaciones deportivas han sido publificadas y forman parte del derecho del Estado, como la disciplina deportiva, o son amparadas por éste al producirse según sus prescripciones, como los Estatutos y Reglamentos federativos. Por lo demás y no siendo originariamente deportivas, existen infinidad de ámbitos, como las apuestas, la publicidad, las retrasmisiones deportivas, etc., en los que existe un interés público por regular algunos de sus aspectos que tienen que ver con la actividad deportiva y cuyas normas forman parte del Derecho del Deporte. El Derecho del Deporte está integrado, pues, por todas las normas de relevancia pública que, desde los distintos sectores, tienen que ver con la actividad deportiva, incluidas las provenientes del universo deportivo, es decir, las propias derecho deportivo, que tienen tal relevancia. Las normas del Derecho del Deporte pueden tener cualquier naturaleza, tal como mercantil, administrativa, tributaria o penal, pues lo relevante es que mediante las mismas se regule algún aspecto en el que el deporte o la actividad física deportiva estén presentes.

			Como decíamos, el Derecho del Deporte abarca la mayor parte del Derecho deportivo, pero no todo. Algunas cuestiones no son contempladas desde el derecho del Estado, bien porque no le resultan relevantes, caso de las reglas técnicas, siempre que no sean contrarias a la moral o al orden público, o de las normas que regulan las organizaciones deportivas internacionales, simplemente porque no les alcanza su jurisdicción.

			En cuanto a su singularidad y coherencia interna, obviamente el Derecho deportivo nos ofrece un ejemplo de Ordenamiento Jurídico, originariamente autónomo, bien trabado, incluso con principios propios, que regula una parte de la actividad social perfectamente diferenciada y organizada, lo que permitiría predicar su plena autonomía funcional, científica y docente. Por el contrario, el Derecho del Deporte es mucho más fragmentario y disperso, tanto porque su objeto es más amplio, como por provenir sus prescripciones de muy distintas ramas del Ordenamiento obedeciendo a muy distintos intereses, todos ellos relevantes. Puede sostenerse su autonomía funcional, la actividad física deportiva; y docente, pues tiene la importancia social y rasgos distintivos suficientes como para que resulte adecuado su estudio unitario; pero no así la científica ya que, en su conjunto, carece de los rasgos identitarios suficientes como para predicar su autonomía de otras ramas del derecho.

			
4.3. GRUPOS NORMATIVOS EN EL DERECHO DEPORTIVO


			En su estado puro, el deporte se asienta en tres conceptos fundamentales: el hecho, acontecimiento o acto deportivo, que podemos definir como la acción o conjunto de acciones por las que se produce una confrontación sometida a ciertas reglas; la competición que no es más que la concatenación de una serie de actos deportivos orientados a determinar un vencedor; y la organización, o sistema orgánico regido por unas normas de funcionamiento y dirigido a facilitar la competición.

			Si no se entienden bien estos tres conceptos, sencillamente no se puede progresar en la comprensión de lo jurídico-deportivo o, lo que es peor, progresaremos sobre bases falsas.

			El deporte organizado o, dicho de otro modo, el deporte federado, aquél que ha caracterizado el siglo XX y que se ha extendido por todos los rincones del planeta hasta modificar las pautas de comportamiento contemporáneas, presenta siempre estos tres aspectos. Ello no quiere decir, en absoluto, que no podamos encontrar manifestaciones aisladas. Muy al contrario. El hecho deportivo se produce con creciente frecuencia fuera de toda competición organizada, es el partido o encuentro «amistoso» (nótese la connotación del término), el que se concierta con los amigos, con los compañeros de trabajo, con los socios del club; es el de la práctica cotidiana. Tampoco son encuadrables en ese esquema importantes acontecimientos deportivos extra federativos, como, por ejemplo, famosas carreras pedestres o el ya tradicional París-Dakar, a pesar de sus cambios de recorrido, ya que la competición también se manifiesta muchas veces fuera de la organización deportiva, de hecho cada día más y es ése uno de los rasgos de la evolución del deporte que apunta el Informe Helsinki [Bruselas, 10.12.99, COMO (1999) 644 final]. Aquí, al igual que en algunos actos deportivos aislados, lo que existe es un organizador, habitualmente de carácter empresarial, que organiza el acontecimiento y ordena la sucesión de actos deportivos que lo compondrán.

			Pero lo cierto es que el Derecho deportivo, desde sus mismos orígenes, se construyó en torno a estos tres conceptos fundamentales, generando los tres grupos normativos que lo conforman, le dan un sentido propio y lo dotan de una extraordinaria singularidad. Las peculiaridades del Derecho deportivo y, por extensión, del Derecho del Deporte, hay que buscarlas en esta básica estructura y en el fin último y exclusivo de ese derecho inicial que no es otro que el de hacer posible y ordenar la competición.

			En el siguiente cuadro podemos hacernos una idea de estos grupos.

			[image: ]

			Cuando el hecho deportivo se produce en el seno de una competición organizada por una Organización deportiva, le alcanza en su plenitud el Derecho deportivo. Si es un hecho aislado, exclusivamente las reglas técnicas, convencionales o establecidas; y si se produce en el seno de una competición, además de aquellas, las normas que para esa concreta competición establezca el organizador.

			4.3.1. El hecho deportivo

			El hecho deportivo (el partido, la carrera, la sucesión de lanzamientos, el combate) hay que conectarlo con la teoría del juego. En especial con las clásicas aportaciones de HUIZINGA y de CALLOIS. El acto deportivo no es, estrictamente, juego, pero comparte algunas de sus notas:

			1.º Ser una actividad libre. Si es obligado: es parodia, falta ilusión

			2.º No formar parte de la vida «corriente». Pertenece al mundo de lo «no serio», es «como si», pero no es. Es un intermezzo.

			3.º Ser desinteresado o superfluo. No satisface necesidades vitales.

			4.º Comportar tensión. Supone incertidumbre, azar, también porfía.

			Pero lo que ahora conviene resaltar son dos notas propias del juego, al menos de algunas manifestaciones del mismo, que son consustanciales al deporte: La de que el juego está encerrado en sí mismo y la de que es regla, orden.

			En el juego, en el deporte, se acotan dos coordenadas, la del tiempo y la del espacio. Su devenir se desenvuelve dentro de los esos límites fijados previamente. Esa acotación espacio-temporal supone una cancelación provisional de «lo externo», es un universo interno, desconectado y distinto. El acto deportivo empieza y acaba, y se desarrollará en un espacio acotado, constituye un paréntesis en la «vida normal» y, concluido, se regresa a ella, a la «realidad».

			Por otra parte, el juego, el deporte, lleva al mundo imperfecto y a la vida confusa una perfección provisional y limitada. Exige orden absoluto, lo que impone la existencia de reglas. Cada uno tiene sus reglas propias que determinan lo que ha de valer dentro de ese mundo provisional. Las reglas de juego son rabiosamente obligatorias y su incumplimiento trae como consecuencia, en último extremo, la exclusión del juego, la expulsión de jugador y su forzado regreso a la vida común.

			Si el juego es lícito y los lances que en su interior se producen son los propios del mismo, la Ley general (la del mundo de «lo serio») se quedará a las puertas de ese universo particular. De hecho, convencionalmente la Ley queda excepcionada más veces de las que somos conscientes, incluso y aunque suene escandaloso, queda a las puertas del juego la Constitución, que en su artículo 15 garantiza la integridad física, pues si así no fuera no sería posible, por ejemplo, el boxeo. La única ley que rige son las reglas del juego (lo que ahora estamos dando en llamar las reglas técnicas) y su único aplicador el juez o árbitro. Asumidas convencional y libremente las reglas, no se puede sustituir por una instancia externa la facultad de dirección que sobre el normal devenir del juego tiene el árbitro, entre otras cosas, porque el juego no se puede repetir […] sería otro juego.

			Buena parte de los aspectos más problemáticos de la disciplina deportiva, como más adelante veremos, tienen que ver con este concreto punto de lo deportivo y con una inadecuada comprensión de sus manifestaciones. En el seno del hecho deportivo, salvo naturalmente en cuestiones que nada tienen que ver con los lances deportivos, como una agresión, por ejemplo; rigen en exclusiva las reglas del juego que han asumido voluntaria y convencionalmente los participantes, bien porque las han fijado en ese momento, bien porque asumen las que propone o exige, según los casos, una organización deportiva. Ese es su universo normativo.

			4.3.2. La competición

			En cuanto a la competición, hay que decir que es cosa distinta al hecho deportivo. Éste está dirigido a tener un desenlace, que no necesariamente tiene que determinar un vencedor. La competición, por el contrario, es un proceso abocado de modo exclusivo a determinar un vencedor, y en el seno del cual y con ese único fin, se ordenan una serie de hechos deportivos. La competición, ya dijimos, es la concatenación de una serie de hechos deportivos orientados a determinar un vencedor.

			La competición tiene, también, sus propias reglas, pero éstas no tienen la misma naturaleza y alcance que las reglas técnicas o de juego. Su objeto es el adecuado desarrollo de la competición. La imposición de los principios que deben regirla. Por lo demás su extensión temporal está limitada ya que concluye cuando la competición ha terminado. Sustancialmente, las reglas o normas de la competición se orientan a la determinación del vencedor, pero pueden también incluir determinaciones sancionadoras cuando el comportamiento de los participantes pueda, precisamente, alterar el normal desarrollo de la competición o influir ilegítimamente en el resultado de la misma

			Como hemos dicho, el hecho deportivo puede existir de modo aislado, ya que no supone necesariamente la existencia de competición, del mismo modo que la competición no presupone necesariamente la existencia de una organización estable que la ampare y organice, lo que nos llevará a distinguir entre organizador y organización.

			Cualquiera puede organizar una competición y hacer un llamamiento para que concurran aquellos participantes que lo deseen o que reúnan tales o cuales requisitos. En ese caso, la persona o entidad, se convertirá en organizador y deberá publicar unas normas de competición (calendario, puntuaciones, modos de dirimir posibles empates, etc.) que deberán ser asumidas por los participantes bien expresamente, bien, lo que es habitual, de un modo tácito al realizar la inscripción. Este es el acto de sometimiento a las normas, que pueden incluir las sanciones de trascendencia competitiva por la comisión de determinadas infracciones a las reglas de juego o a las propias de la competición. La máxima sanción, en estos casos, es la descalificación y expulsión de la competición. Las sanciones a las infracciones de las normas de competición, cuando no ha sido organizada por una Federación no pueden extenderse o proyectarse fuera de la propia competición.

			Si la competición no es organizada por una Organización Deportiva, paradigmáticamente una Federación, aquí se acaban las normas que la regulan: las reglas de juego para cada uno de los hechos deportivos y las normas de competición para determinar el vencedor.

			4.3.3. La Organización federativa

			Organizador es, pues, cualquiera que organice una competición deportiva, ahora bien, el elemento que aglutina el acontecer deportivo y lo convierte en un sistema es la existencia de una estable Organización deportiva

			La Organización supone la adscripción, más o menos permanente pero estable, de una serie de miembros. Es a la vez requisito y causa suficiente para la emergencia de un ordenamiento diferenciado, pues toda organización social es una institución y toda institución constituye un ordenamiento. La peculiaridad de esta organización es que su razón de ser no es otra que la competición. Nace y se mantiene por y para la competición, para el contraste entre los practicantes de una disciplina deportiva. No tiene, originariamente, otro sentido. La determinación del «record», del registro, del vencedor, es su objetivo, su finalidad.

			La Organización deportiva nace de la necesidad de practicar un determinado deporte en círculos cada vez más amplios y de reconocer quien lo hace mejor, en definitiva de la necesidad de organizar competiciones. Así, los practicantes se reúnen en clubes, y clubes y practicantes constituyen a su vez otras entidades asociativas a las que llamarán federaciones, encargadas de organizar periódicamente el contraste entre ellos. La base territorial de las competiciones se amplía y con ellas la de las federaciones. No bastan las locales, ni las regionales, ni las nacionales, hay que llegar a las internacionales para poder saber quién es el mejor del mundo. De este modo se van creando organizaciones, una por cada deporte, cada vez más complejas hasta desembocar en el modelo actual. Lo que conocemos como Organización deportiva no es otra cosa que el conjunto de dichas organizaciones.

			Su base territorial dependerá, hasta llegar al plano internacional, del ámbito de cada una de las federaciones y su sustrato personal vendrá constituido por cuantos participan, de un modo u otro, en el acontecer deportivo, sean clubes, deportistas, técnicos, jueces o directivos. Porque, y esto es lo esencial, para que tu marca o resultado sea reconocido o para poder actuar en ese deporte desempeñando cualquier función, es imprescindible tu incorporación a la organización. Debes adscribirte, habitualmente mediante la obtención de la correspondiente licencia, a esa organización, lo que supone automática e inexorablemente el sometimiento al conjunto de normas que rigen su funcionamiento.

			Por otra parte, como toda organización, tiene su propio sistema ético y la necesidad de mantener su correcto funcionamiento, lo que justifica la represión de conductas que atente a uno u otro a través de las normas disciplinarias. Porque, asimismo como para toda organización, la disciplina es su herramienta de cohesión. La disciplina supone la existencia de un grupo social, de una organización, sin organización no hay disciplina propiamente dicha. Existirán, si se quiere, otros sistemas de orientación de conductas, de represión, pero no disciplina.

			Así pues, las normas de organización que aseguran su regular funcionamiento y las disciplinarias que garantizan la cohesión del sistema forman, esencialmente, el tercer grupo normativo presente en el deporte. El hecho deportivo realizado por quienes son miembros de la organización o la competición que ésta organice, se producen, además de por las reglas técnicas o de juego y las normas de competición que les alcancen, bajo el imperio normativo de este tercer grupo.

			Finalmente, una última consideración. Cada grupo social tiene un objetivo. Los hay para cualquier finalidad, y el deportivo encuentra su fin, como hemos dicho, en la competición y, por ende, en la promoción de ese deporte, pues cuantos más participantes más rica es la competición. A su vez, la defensa de la competición, explica una de las características diferenciales de esta peculiar organización: el monopolio territorial o reciprocidad de reconocimiento. El procedimiento es elemental y efectivo: la federación de ámbito territorial superior (pongamos la internacional), reconoce a una y sólo una en un ámbito territorial inferior (pongamos nacional) en cual la representa y, a su vez, la inferior reconoce a una y sólo una en el ámbito superior, formando parte de su estructura. Reproducido el mecanismo en todos los escalones territoriales, el resultado es una pirámide perfecta que resulta necesaria para el deporte, porque si se quiere, de verdad, determinar el vencedor absoluto en una disciplina, el mejor del mundo, el sistema debe ser único y piramidal. Es una exigencia de la competición.

			
4.4. PRINCIPIOS DEL DERECHO DEPORTIVO


			Hemos dicho que el Derecho deportivo presenta los rasgos característicos de un ordenamiento singular, lo que se constataría con la presencia de unos Principios Generales del Derecho propios de ese Ordenamiento. Por supuesto que el Ordenamiento deportivo español está incuestionablemente incardinado y subordinado al Ordenamiento Jurídico general de nuestro país por lo que los principios particulares no son, no podrían ser, incompatibles con los que son los Principios Generales de nuestro derecho. En este orden de cosas y sin contradecir ninguno de los principios de nuestro Ordenamiento común, los propios del deportivo tienden a hacer efectivo lo que es su objetivo básico que, reiteramos, es facilitar la competición. Como se sabe, los Principios Generales responden a los valores presentes en un determinado cuerpo social y se conforman por decantación del sistema normativo positivo, sirviendo tanto para cubrir posibles lagunas normativas como para inspirar la interpretación y aplicación de las normas existentes.

			4.4.1. Monopolio territorial

			Líneas arriba ya hemos explicado en qué consiste este principio y cómo su aplicación ha permitido la estructuración piramidal del universo deportivo, baste ahora decir que en nuestro Ordenamiento ha sido plenamente acogido, tanto en el plano normativo, como se verá a la hora de explicar el régimen jurídico de nuestras federaciones, como en el jurisprudencial pues el Tribunal Constitucional, en su Sentencia de 24 de mayo de 1985 (STC 67/1985), lo acogió como uno de los principales fundamentos para considerar el asociacionismo deportivo excluido de la órbita del artículo 22 de la Constitución.

			4.4.2. Afiliación obligatoria

			Nadie puede concurrir a las competiciones organizadas en el seno de la estructura federativa si previamente no pertenece a la Organización. El acto de afiliación supone la incorporación del sujeto a la institución deportiva y, como correlato, su sujeción a su ordenamiento. Sin afiliación no surgen derechos y obligaciones de naturaleza jurídico-deportiva, no se es elemento personal de ese sistema. Si se quiere participar del deporte federado, si se pretende concurrir a competiciones y que sus resultados sean reconocidos, se está obligado a institucionalizar esa relación incorporándose, vía afiliación, a la Organización, lo que de suyo supone, insistimos, someterse al ordenamiento propio de la misma.

			4.4.3. Par conditio

			Es la regla general que preside las actuaciones de los deportistas, bien en busca del récord, bien en busca de la victoria, y supone el establecimiento de un cierto equilibrio entre las condiciones naturales o artificiales de los contendientes, una pareja situación de partida que haga meritorio el éxito deportivo.

			La enorme disparidad de manifestaciones deportivas hace que este principio sea más o menos intenso en unos deportes que en otros, y también que las concretas expresiones normativas inspiradas en este principio no resulten homogéneas. Pero en todo caso es indiscutiblemente predicable como principio general que rige las relaciones deportivas. Algunas manifestaciones del principio, son:

			1.º Los campeonatos por categorías. Por edades, pesos, sexo, cilindradas, tamaños, etc. Naturalmente, quien gana debe hacerlo entre los de su misma condición y con las mismas armas.

			2.º La equiparación de condiciones. Bien sean numéricas —jugadores por equipo—, espaciales —terrenos de juego—, naturales —velocidad del viento, en atletismo— o, como en la práctica totalidad de deportes, de equipamiento a través de la homologación de instrumentos o máquinas.

			Ciertamente esta exigencia varía en función de los deportes o, incluso, en cada competición. Así, las distintas condiciones climáticas en que se pudieran encontrar quienes practican la navegación o el alpinismo no afectan a los resultados; o en algunos casos se establecen equiparaciones suplementarias que no se exigen en otros casos, como, por ejemplo, la limitación en los presupuestos de los equipos de baloncesto, propia de la NBA, que no se establece en otras competiciones del mismo deporte. No obstante, una básica equiparación de las condiciones en las que se compite es regla general en el deporte.

			3.º El establecimiento de «hándicaps». La persecución de la par conditio se manifiesta en ocasiones primando convencionalmente a los participantes en inferioridad de condiciones o, inversamente, penalizando a los que están en situación de superioridad. Aplicaciones concretas de estas técnicas las encontramos en el golf, en la náutica o en la hípica.

			4.4.4. Publicidad y control de los registros

			Un principio que inspira la actuación de todos los órganos deportivos y que supone una garantía para los deportistas es el que denominamos «publicidad y control de los registros».

			El deportista tiene derecho a saber quién, cuándo y dónde ha obtenido la mejor marca de su especialidad, bien sea en la región, en el Estado o en el mundo entero. Tiene derecho, también, a tener la certeza de que esa marca ha sido obtenida en condiciones homologables, sin atentar contra el principio de la par conditio. Estas condiciones determinarán el marco en el cual él podrá intentar mejorar ese registro, y si lo consigue, tendrá el derecho a ser proclamado el mejor en su especialidad.

			Resultaría contrario a ese principios, por ejemplo, que tras batir una determinada marca se le comunicara que la mejor era otra que había sido mantenida en secreto. En el campo deportivo las marcas que no son públicas o que no se han obtenido controlando sus circunstancias no son oponibles, no existen.

			4.4.5. El fair play o juego limpio

			El fair play, traducido en España por «juego limpio» aunque a mi entender este último sintagma no alcanza todo el campo semántico de la expresión inglesa, es también un principio informador de las relaciones deportivas. Se presenta como un principio que, aunque parezca inicialmente etéreo, está ampliamente positivizado en la normativa deportiva, pretendiendo imponer en las conductas de los participantes el específico código ético deportivo. Se proyecta sobre dos ámbitos de cuestiones. El primero, el que tiene que ver con los modos en el comportamiento, dicho de otro modo, con lo que identificamos como «saber ganar» o «saber perder». Tenemos tan arraigado en nuestros patrones culturales que el saber ganar o perder forma parte del universo valorativo del deporte que, tanto coloquialmente, como en el preciso sentido que nos ofrece el Diccionario, algo que se hace o asume de un modo deportivo, es decir, deportivamente, significa que es «ajustado a normas de corrección semejantes a las que deben observarse en el deporte» (RAE 3.ª acepción de «deportivo/a).

			Es claro que las normas jurídicas únicamente pueden operar en el plano de las manifestaciones externas de los sujetos y no en sus actitudes anímicas, pero en el campo de lo deportivo el control sobre la exteriorización de los sentimientos es seguramente más férreo que en cualquier otro ordenamiento. El deporte se basa, idealmente, en el respeto al contrario, lo que se traduce en reglas de cortesía firmemente asentadas en la conducta deportiva y, por lo que ahora importa, contempladas en las normas. Así, tanto en la ley, como en el Decreto de Disciplina deportiva, como en los Estatutos y Reglamentos federativos nos encontraremos con conductas como atentar a «la dignidad o decoro deportivo», o «protestas», o «insultos», o «incorrecciones» con el público o con otros deportistas o jueces y árbitros, que son constitutivas de infracción en el ámbito deportivo.

			Pero aparte de estas normas que imponen la cortesía, el buen hacer, decíamos que hay un segundo orden de cuestiones a las que alcanza el principio. En este punto el far play o juego limpio conecta con el más general principio de la buena fe e implica, esencialmente, dos cosas: por una parte que se debe perseguir la victoria limpiamente, es decir, sin violar o interpretar torticeramente las normas y, por otra, que se debe procurar obtener la victoria lealmente, «de verdad». Lo primero tiene que ver con que una victoria con trampa, no es tal y por ello en todos los deportes se persiguen y sancionan, sean del modo que sean, así, en algunos, fútbol por ejemplo, se reprimen las simulaciones que tratan de que el contrario sea injustamente sancionado. Con independencia de sus perniciosos efectos sobre la salud, el dopaje supone una ilegítima ventaja para el deportista que mejora artificialmente sus capacidades y ello justificaría, por si solo, su persecución por atentar tanto contra el principio de fair play como el de par conditio. En cuanto a la obligación de perseguir la victoria, en algunos deportes se sanciona la «falta de combatividad» y, con carácter general, los actos o negociaciones dirigidos a predeterminar mediante precio o acuerdo el resultado de un encuentro, prueba o competición, lo que en algunos deportes se conoce como «prima a terceros» que si es por ganar, desde este concreto punto de vista no resultaría contrario al principio, pero si es por perder sí constituiría una abierta infracción al mismo.

			4.4.6. Otros principios

			Además de los apuntados también podríamos hablar de otros dos de dispar entidad. Uno sería el de «no discriminación», hoy felizmente generalizado en todo el planeta, por lo que ha dejado de ser propio del deporte. Desde la perspectiva de la competición deportiva la idea está clara: si se pretende acreditar que alguien es el mejor en su especialidad, cualquiera debe poder competir contra él sin que se produzca ninguna exclusión previa por razones no deportivas. El principio tuvo gran importancia en los tiempos en que había estados en los que la discriminación racial estaba legalmente amparada, como en Sudáfrica, y frente a los que el mundo del deporte reaccionó excluyéndolos de toda competición. Naturalmente no contraviene este principio las discriminaciones, objetivas y únicamente relacionadas con la competición, justificadas por la par conditio, como el establecimiento de categorías.

			Finalmente, podemos hablar del «mérito deportivo» que sirve como regla directriz para el acceso de los participantes a una determinada competición. Con esta base se establecen las reglas de ascenso o descenso, o el establecimiento de determinadas marcas que deben superar quienes pretendan acceder a algunas competiciones. Si se obtienen las marcas, se adquiere el derecho a participar, si no, no. El acceso no depende, salvo excepciones, de criterios distintos.

			
4.5. LOS SISTEMAS SANCIONADORES. UN EJEMPLO DE LA COMPLEJIDAD DE LAS RELACIONES JURÍDICO-DEPORTIVAS


			Para ilustrar la complejidad del universo normativo que ordena la actividad deportiva, podemos señalar los diferentes ámbitos sancionadores a los que pueden someterse, en diversas circunstancias, los agentes deportivos. Estos son:

			1.º Reglas técnicas o de juego. Están sometidos a ellas cuantos participan del acto deportivo y tienen la finalidad de restablecer el discurrir ordinario del hecho deportivo alterado por la infracción a una de sus reglas. Las aplican los jueces o árbitros y se agotan en el propio evento deportivo. La máxima sanción es la expulsión del juego.

			2.º Normas o reglas de competición. A las que están sometidas quienes participan de la competición. Las aplica el organizador y no pueden extender sus efectos más allá de la propia competición. La máxima sanción es la descalificación y consiguiente expulsión de la competición.

			3.º Disciplina deportiva. Alcanza a cuantos forman parte de la organización deportiva de que se trate y a la que están adheridos mediante un acto voluntario de incorporación. Las aplica la organización mediante órganos especializados. La máxima sanción es la expulsión de la organización.

			4.º Disciplina asociativa. Se trata de las normas de que se dotan todo tipo de entidades asociativas, como clubes, pero no solo clubes, para regir la vida de la asociación y reprimir conductas de sus miembros, únicos a los que alcanza, que atenten contra los valores o funcionamiento de la entidad. Son cosa distinta a la disciplina deportiva en cuanto no tienen que ver con la pertenencia o no a la organización deportiva sino con ser miembro —socio— de la entidad. La aplican órganos, habitualmente creados ad hoc, de la propia asociación. La máxima sanción es la expulsión.

			5.º Régimen laboral. Rige la relaciones entre el empleador y el personal —deportistas, preparadores, técnicos […]— vinculado por un contrato laboral. Las sanciones que en algunos casos impone un club a uno de sus deportistas —por ejemplo por no respetar una concentración— traen causa de este régimen. La máxima sanción es el despido.

			6.º Derecho administrativo sancionador. Alcanza a todos los ciudadanos en los múltiples ámbitos regulados por sus normas, como, por ejemplo, violencia en los espectáculos deportivos, dopaje o instalaciones deportivas. Las aplican los órganos de la Administración pública competentes para ello. Las sanciones y sus efectos están regulados por la ley.

			7.º Derecho penal. Aparte de que con el acontecer deportivo se puedan realizar conductas antijurídicas reprimidas por el Derecho penal con carácter general, como los delitos de lesiones, en la actualidad el Código penal tipifica otras específicas propias de lo deportivo, como el dopaje o la corrupción y fraude en el deporte.

			Como vemos, hasta siete sistemas sancionadores recaen sobre la actividad deportiva y debemos tener bien presente que cada uno de ellos obedece a distintos fundamentos, cuenta con sus propios principios, emana de distintas fuentes normativas, tiene un alcance subjetivo distinto y sus sanciones pueden tener, asimismo, distinta naturaleza. Huelga decir que es necesario tener clara esta realidad pues ante cualquier posible infracción, con su correlato sancionador, lo primero a clarificar es el ámbito normativo en el que nos movemos.

			
4.6. INTERVENCIÓN PÚBLICA EN EL DEPORTE. DERECHO PÚBLICO DEL DEPORTE Y MODELOS DEPORTIVOS


			Dada la incuestionable relevancia del deporte en la vida social, todos los países diseñan y desarrollan sus propias políticas deportivas y será el modo e intensidad de la intervención pública en el Deporte lo que dé lugar a los distintos modelos deportivos.

			Tradicionalmente la doctrina ha hablado de dos modelos extremos, el de «todo Estado» propio de los países totalitarios y el de «todo privado» de los sistemas anglosajones, paradigmáticamente, Estados Unidos. No obstante, la realidad es que la práctica totalidad de los modelos deportivos hoy existentes han optado por una «tercera vía» en la que la intervención pública está presente si bien con muy distintos grados de intensidad. Salvo contadísimas excepciones, incluso en países de corte totalitario en los que la intervención es muy intensa, podemos encontrar prácticas deportivas y modelos de asociacionismo en los que prima la autonomía de la voluntad propia del Derecho privado. Del mismo modo, no existe hoy país de corte liberal en el que no exista política deportiva y ello supone, se quiera o no, un cierto grado de intervención. En definitiva, como en otros ámbitos jurídicos, asistimos a una aproximación entre distintos sistemas dando lugar a modelos mixtos en los que, con sus diferencias, la regla general es que se produce una intervención de los poderes públicos en el deporte. Por distintas razones, y al igual que en el pasado ocurrió con la educación o la sanidad, el deporte ha dejado de ser una cuestión que dependa exclusivamente de la dinámica social. La intervención está garantizada. Los mejores ejemplos de este modelo mixto, al que se aproximan el resto de sistemas, es el de los países europeos basados en el Derecho continental -por contraposición al Common Law-, como Alemania, Francia, Italia o España.

			El instrumento de esta intervención no es otro que el Derecho público del deporte, que podemos definir como el conjunto normativo mediante el que se imponen u orientan las conductas de los agentes deportivos en un sentido comunitariamente relevante. Lo que justifica la intervención pública en el deporte, ya lo dijimos, es la presencia del interés general y la necesidad de defenderlo.

			Podemos identificar la presencia del interés general en los siguientes ámbitos, lo que, de suyo, los convierte en los móviles de la intervención:

			1.º Mejora de las condiciones psicofísicas de la población. No en vano la obligación de fomento del deporte que, como se verá, la Constitución impone a los poderes públicos es por su relación con la salud.

			2.º Garantía del disfrute de los derechos civiles y políticos de los deportistas. Buena parte de las intervenciones públicas, singularmente a través de desarrollos normativos como la regulación de las Federaciones, se fundamentan en la voluntad de garantizar a los ciudadanos sujetos al ordenamiento deportivo el que dicho ordenamiento no mermará el disfrute de los derechos reconocidos por el correspondiente orden constitucional.

			3.º Incremento de la cohesión social. El deporte es un factor igualador de las condiciones sociales. No puede, por sí solo, modificar una sociedad pero sirve para hacerla más compacta. Compartiendo estímulos, emociones e ilusiones, las gentes se unen y no se desunen. Cuando se juega, cuando se compite, las diferencias sociales desaparecen, al menos provisionalmente.

			4.º Afirmación del sentimiento nacional. El deporte es un indiscutible catalizador de los sentimientos de pertenencia a una colectividad, sea Estado, nación, ciudad o barrio. Esta faceta ha sido históricamente utilizada y lo sigue siendo intensamente a día de hoy, no siempre de modo positivo.

			5.º Prestigio frente a la comunidad internacional. El nivel deportivo de un Estado suele ser comúnmente considerado como un indicador de progreso y bienestar, ello, aunque frecuentemente sea falaz, justifica la potenciación del deporte de alto nivel para intentar elevar la consideración que de ese Estado tenga la comunidad internacional y, de paso, elevar el grado de autoestima colectiva de la población.

			6.º Garantizar la seguridad pública. Este objetivo, naturalmente, no es propio del deporte, pero en su ámbito se dan algunas características que justifican una intervención orientada a estos fenómenos, como son la violencia en los espectáculos deportivos, el movimiento y control de grandes masas de individuos o la utilización de espacios públicos, por ejemplo, carreteras, para la realización de eventos deportivos.

			Las intervenciones públicas se materializan en cuatro planos:

			1.º Financiación. Ya sea financiando actividades deportivas concretas, como la participación en encuentros internacionales, o la realización en su territorio de este tipo de acontecimientos, o el desarrollo del deporte de alto nivel, o subvencionando algunos deportes sin cuya ayuda prácticamente desaparecerían.

			2.º Intervención administrativa. Regulando y controlando el funcionamiento de las distintas entidades que conforman la organización deportiva.

			3.º Enseñanzas. Regulando y reconociendo sus estudios.

			4.º Orden público. Garantizando la seguridad ciudadana.

			Finalmente, podemos ver una relación de posibles intervenciones, ya más concretas, que no pretende ser exhaustiva ni universal, pero que en torno de ella se nuclean las intervenciones públicas y se configura el contenido propio del Derecho Público del deporte en los distintos Estados. Cabe añadir que la primera de estas intervenciones es, precisamente, la creación de una Administración pública deportiva que será, en las distintas áreas territoriales y competenciales, la encargada de asegurar la intervención.

			1.º Régimen jurídico de la organización deportiva. Constitución y funcionamiento de la Administración pública deportiva.

			2.º Determinación del destino y mecanismos de distribución y control de los recursos públicos destinados al deporte. Incluyendo la financiación, total o parcial, de la construcción y conservación de complejos deportivos.

			3.º Establecimiento de las pautas de relación entre la organización privada deportiva y la Administración pública deportiva. Conformación imperativa de algunos aspectos de la organización privada y de las relaciones entre sus miembros. Regulación y control de los organizadores de actividades deportivas no pertenecientes a la organización deportiva.

			4.º Medidas dirigidas a garantizar la seguridad de los participantes y público en general. Control de masas, medidas anti violencia, regulación de manifestaciones deportivas en espacios públicos.

			5.º Implantación de las actividades físico-deportivas en el sistema educativo y en las fuerzas armadas. Promoción en colectivos marginales o en riesgo de exclusión, como, por ejemplo, población reclusa.

			6.º Regulación de los estudios y de las profesiones deportivas. Formación de educadores físicos y de preparadores deportivos. Reconocimiento de titulaciones. Financiación a la investigación.

			7.º Interdicción de prácticas indeseables. Prohibiendo totalmente determinadas prácticas pretendidamente deportivas o pseudodeportivas, o bien aspectos puntuales, como la participación de niños en algunas manifestaciones deportivas, el dopaje o determinadas modalidades de publicidad o apuestas, por poner algunos ejemplos.

			Resta una última reflexión, en opinión del grupo internacional de expertos a los que el Consejo de Europa encomendó la tarea de orientar a los países del Este europeo en la transición de modelos plenamente estatalizados, propios de los sistemas comunistas que colapsaron tras la caída del muro de Berlín, hacia modelos mixtos equiparables a los de los países de Occidente, la intensidad optima de intervención pública en el deporte depende estrechamente de la madurez de su modelo deportivo privado. Quiere esto decir que donde nos encontramos con organizaciones deportivas sólidas, bien dirigidas y con hábitos democráticos consolidados, la intervención puede y debe relajarse ya que deviene, en parte, innecesaria para la consecución de los fines de interés general y debe regir el principio de mínima intervención. En el caso español, el transito del modelo heredado de la dictadura que, no olvidemos, estaba prácticamente estatalizado, subsumido en el llamado «Movimiento Nacional», a un modelo moderno, justificó una fuerte intervención en las primeras leyes del deporte de la democracia —1980 y 1990—, cuestión que la próxima ley debería revisar. Ámbitos concretos, como por ejemplo, la disciplina deportiva en el deporte ultraprofesionalizado, deberían retornar al control exclusivamente privado. Ni hay sujetos vulnerables a los que proteger —otra cosa es en el deporte aficionado— ni hay interés general en que una sanción venga constituida por la prohibición de jugar uno o varios partidos, o por una multa. Ya lo establecerá la propia organización deportiva en función de los intereses de la competición. Restando siempre la garantía de un posterior control judicial, nada impide, en un sistema progresivamente maduro como el nuestro, rebajar los niveles de intervención en determinadas materias.

			
BIBLIOGRAFÍA ESPECÍFICA

			AGIRREAZKUENAGA ZIGORRAGA, I.: Intervención pública en el deporte, Civitas-Instituto Vasco de Administración Pública, Madrid, 1998.

			BERMEJO VERA, J.: Constitución y deporte, Tecnos, Madrid, 1998.

			— «El marco jurídico del deporte en España», en RAP, núm. 110, 1986.

			— Derecho para el deporte, Editorial Reus, Colección Derecho deportivo, Madrid, 2020.

			BOUET, M.: Significatión du sport, Editions Universitaires, Paris, 1968.

			BROHM, J. M.: Sociología Política del Deporte, Fondo de Cultura Económica, México, 1982.

			CAMPS Y POVILL, A.: Las federaciones deportivas. Régimen jurídico, Civitas, Madrid, 1996.

			CAZORLA PRIETO, L. M.: Deporte y Estado, Labor-Politeia, Barcelona, 1979.

			GIANNINI, M.S.: «Prime osservazioni sugli ordinamenti sportivo», en RDS, n.os 1-2, 1949.

			HUIZINGA, J.: Homo Ludens, Alianza Editorial, Madrid, 1987.

			MARANI TORO, I. Y A.: Gli Ordinamenti Sportivi, Guiffrè, Milan, 1977.

			MILLÁN GARRIDO, A.: «Declaración Judicial de Modalidad y Reconocimiento de Federaciones Deportivas», en REDD, núm. 13, 2001.

			— «Algunas consideraciones sobre el fútbol-sala y su reconocimiento como modalidad deportiva», en RJD, núm. 4 2000-2.

			NOVOA, E.: El deporte ante el Derecho, Bosch, Madrid, 1946.

			ORTEGA Y GASSET, J.: «Origen deportivo del Estado», en Obras Completas, Madrid, 1966. Reeditado en Citius, Altius, Fortius, T. IX, 1967, y en Libros de Bastiagueiro (INEF Galicia), Universidad de la Coruña, 2012.

			REAL FERRER, G.: Derecho Público del Deporte, Civitas-UA, Madrid, 1991.

			RODRÍGUEZ LÓPEZ, .J.: Historia del Deporte, Inde Publicaciones, Barcelona, 2000.

			ROMANO, S.: El Ordenamiento jurídico, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1963.

			TEJEDOR BIELSA, J. C.: Público y Privado en el Deporte, Editorial Bosch, S.A., Barcelona, 2003.

			TERRET. T.: Histoire du sport, Editorial Que sais-je ?, 6.ª edición, 2019.

		

	
		
			TEMA 2

			
LA CONSTITUCIÓN Y LAS FUENTES DEL DERECHO DEL DEPORTE

			Javier M. Cuchi Denia y Antonio Millán Garrido1

			
1. EL ART. 43 CE: EL DERECHO AL DEPORTE Y EL FOMENTO DEL DEPORTE

			La vigente Constitución de 27 de diciembre de 1978 es la primera ley fundamental que, en el constitucionalismo español, incluye un precepto en el que no sólo se hace referencia al deporte y como debe ser el vínculo que se establece entre esta actividad y los poderes públicos, sino que articula la relación entre estos últimos para plasmar este mandato. Una estructura que abordaremos en el segundo epígrafe del presente tema.

			Aunque no podemos detenernos cual fue el iter de la anhelada constitucionalización del deporte, remitiéndonos a un anterior estudio (CUCHI DENIA, 2006), sí debe advertirse que el deporte ya aparece en el primer borrador del texto constitucional como fue el Anteproyecto de Constitución en cuyo artículo 36.3 se preceptuaba que «Los poderes públicos fomentan la educación física y el deporte y facilitan la adecuada utilización del ocio». Fue durante su discusión en el Senado, y mediante la enmienda del senador de la Entesa dels Catalans, Pere Portabella Rafols (núm. 778), que justificó la aparición juntos del deporte y el ocio, donde se aprobó el texto definitivo del artículo 43.3 que preceptúa: «Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo, facilitarán la adecuada utilización del ocio».

			Es cierto que el precepto merece críticas, porque que el constituyente español no hubiera separado estas materias (BORRAJO DACRUZ), que conlleva que estamos ante un «cajón de sastre» por su heterogeneidad (CUCHI DENIA 1998). La razón es incluir cuatro sectores o actividades sociales que, aunque no ajenos, si son diferentes.

			Así, es un hecho evidente que hay una vinculación entre el deporte y la educación física, aunque ésta última también puede coincidir con la educación reglada (JIMÉNEZ SOTO 2002). CAZORLA PRIETO (1979), de forma temprana, consideraba que la educación física era un subgénero de la educación y debía estar encuadrada en el artículo 27 CE. Una posición que también apoyan CAMPS y CARRETERO o MONGE GIL.

			Nuestra postura se acerca más a la crítica que a la aceptación de la unión en el mismo artículo 43.3 CE. La educación física puede conducir a una práctica deportiva, habitual o esporádica. Pero mientras que la primera tiene su objetivo en la educación del corpus de la persona, el segundo tiene para la misma persona un objetivo agonístico o lúdico del que carece la primera. Por eso, si el Constituyente quería darle realce a la educación física, y partiendo del objetivo educativo, hubiera sido más razonable su inclusión en el artículo 27 de la misma norma, como factor integral de la formación de la persona.

			Consideramos que esta postura también desprende de la STS de la Sala Civil 628/1991, de 10 de septiembre dictada sobre el derecho de retención sobre los deportistas menores de edad y su posible vulneración del derecho a la educación. Su conclusión es que la presencia del deporte en la educación, «no puede ir más allá de formar parte del sistema educativo en las distintas fases de la enseñanza (…), y de aquí, que cuanto exceda de los indicados límites, haya de quedar al margen del derecho fundamental de la educación» (FJ 5.º). Una posición criticada por LANDABEREA UNZUETA (1993). Respecto a la educación sanitaria debemos poner en contexto el apartado tercero con el fin general del artículo 43 que es proteger la salud. Esta relación tuvo su aval en la STC 194/1998, de 1 de octubre al apuntar que, respecto a la salud, el fomento de la educación física y el deporte «no sólo son un medio para su mantenimiento, sino que permite evitar las repercusiones negativas que sobre la misma puede tener un ejercicio no adecuado de las diversas actividades físicas y deportivas» (FJ 7.º).

			Finalmente, debe hacerse la mención al ocio, que puede ser la actividad social más discordante. Sin embargo, también se ha defendido su inclusión porque «el deporte es una de las categorías centrales que nos permiten concretar la complejidad conceptual del ocio, siempre que prime la voluntariedad» (ALLUÉ BUIZA 2008).

			
1.2. CONTENIDO DEL PRECEPTO


			1.2.1. Sujetos obligados

			La primera Constitución de nuestra historia que se preocupa del deporte establece a «los poderes públicos» como sujetos obligados por este mandato. Respecto a su noción, se los ha definido como un «concepto genérico que incluye todos aquellos entes (y sus órganos) que ejercen un poder de imperio, derivado de la soberanía del Estado, y procedente, en consecuencia, a través de una mediación, más o menos larga, del propio pueblo» (STC 35/1983, de 11 de mayo, FJ 3.º y STC 128/2007, de 4 de junio, FJ 1.º). Por ello, como ya esbozamos (CUCHI DENIA, 2006) y ahora actualizamos, estamos ante:

			a) Unos poderes que emanan del pueblo que ejerce el poder constituyente (art. 1.2 CE).

			b) La Constitución apuesta por unir la división clásica de poderes públicos de tipo horizontal que agrupa los poderes legislativo, ejecutivo y judicial, a la división vertical de los mismos, que, de acuerdo al artículo 137 CE, incluiría las diecisiete Comunidades Autónomas, las dos Ciudades Autónomas, las cincuenta y dos provincias y los ocho mil ciento treinta y un municipios. Una suma a la que se une el Estado, entendido como la Administración central que agrupa el conjunto de instituciones políticas generales y sus elementos periféricos. Estos poderes constituidos no pueden situarse por encima de la norma fundamental (STC 114/2017, de 17 de octubre, FJ 5.A).

			1.2.2. ¿Qué tipo de deporte se consagra constitucionalmente? Propuestas doctrinales

			Delimitar la noción a la que se refiere el artículo 43.3 de la Constitución no ha sido una tarea de fácil conclusión. Como reconoció el Tribunal Supremo en su ya citada STS 628, de 10 de septiembre de 1991, el concepto de deporte encierra «múltiples significados y comprende, también, multiplicidad de fenómenos sociales, cuyas actividades son objeto de regulación legislativa en los distintos niveles políticos de un país: estatal, autonómico, municipal» (FJ 5.º).

			Consideramos que debemos partir de una distinción básica entre una manera activa frente a una forma pasiva de acercamiento del ciudadano. De esta premisa fáctica, podemos descender a discernir cuáles son esas modalidades «activas» de ejercicio deportivo que acoge el artículo 43.3 de la Constitución.

			a) El deporte para todos como objeto de protección constitucional

			CAZORLA PRIETO, en 1979 fue el primero en decantarse por el denominado deporte para todos o deporte popular, que puede beneficiar a todo tipo de persona y que merece la acción de fomento pública. Mientras, otras formas como el deporte-espectáculo o el de alta competición pueden ser apoyados por los poderes públicos, pero no desde la imposición constitucional. Una postura que es la mayoritaria en la doctrina [BORRAGÁN PASTOR, MONGE GIL, REAL FERRER (1991), AGUILERA FERNÁNDEZ, ALLUÉ BUIZA (1992), BARRIO GARCÍA O SILVA DE LAPUERTA].

			b) La inclusión de otros tipos de deporte

			Sin embargo, dicha hermenéutica no es monolítica. Fue un órgano consultivo como el Consejo de Estado quien, en su Memoria de 1991, señalaba que en el precepto constitucional caben todas las manifestaciones deportivas, aunque también sugería que los poderes públicos deben ir distanciándose del deporte-espectáculo y del deporte profesional, excepto cuando los intereses generales aconsejen lo contrario.

			En esta línea, TEROL GÓMEZ (1997) considera que los poderes públicos no deben ignorar «el deporte-espectáculo donde se concita un interés social, grandes cantidades de espectáculo y dinero o el deporte de alto nivel procurando una exitosa representación deportiva de España». No obstante, la postura más integradora es la de CAMPS POVILL (1996), para quien el concepto de deporte para todos engloba a los demás, afirmando que los deportistas de élite y a los profesionales «también son ciudadanos».

			1.2.3. Propuesta que se efectúa

			El primer argumento de nuestra propuesta es el expuesto por BERMEJO VERA en 1989, y consiste en prescindir de cualquier referencia a las actividades pasivas del ciudadano frente al deporte, esto es, en su faceta de espectador. Una posición que se desprende de la postura que el Tribunal Supremo que, en 1988, expuso que el deber constitucional de fomento del deporte «está imbuido del espíritu de todo el artículo 43, la protección de la salud, lo cual sólo se puede lograr mediante el deporte activo y cuanto más extendido mejor, es decir, mediante el deporte popular» (STS de 23 de marzo de 1988, Recs. 307.245, 307.254 y 37.360, FD 7.º).

			La segunda premisa fáctica es que los poderes públicos deben proteger cualquier ejercicio deportivo que suponga movimiento y práctica, sin importar cual es el método o faceta, ya sea como aficionado o con carácter de profesión habitual con que se afronta porque redunda en la salud de los practicantes. Consideramos que, si se produce una exclusión de los deportistas de élite o profesionales, se infringiría el mandato de igualdad (art. 14 CE), tal y como entiende el Tribunal Supremo al reconocer los privilegios en el ámbito del servicio militar que se conceden a los deportistas de élite, porque «el legislador pueda atender con regímenes específicos a situaciones deportivas peculiares y objetivas»» (STS de 7 de mayo de 1997, Rec. 6081/1993, FD 2.º).

			
1.3. LA UBICACIÓN DEL DEPORTE EN EL TEXTO CONSTITUCIONAL COMO CUESTIÓN PREVIA PARA DETERMINAR SU VALOR JURÍDICO


			BERMEJO VERA advertía, en 1986, del carácter «ambiguo» de este precepto, al igual que el resto de artículos que integran el capítulo dedicado a los principios rectores de la política social y económica. Por ello, debemos exponer, aunque sea de manera sintética, los elementos que conforman el andamiaje en el que se sostiene el primer mandato constitucional de fomento del deporte. De acuerdo a la bibliografía consultada en nuestro estudio de 2006 (FREIXES SANJUÁN, PECES-BARBA, PÉREZ ROYO, DÍEZ PICAZO, COBREROS MENDAZONA o GARRORENA MORALES) y a la que hemos adicionado otras aportaciones posteriores como las ofrecidas por RODRÍGUEZ DE SANTIAGO o NOGUERA FERNÁNDEZ, Podemos resumir las principales características en:

			a) Constituyen normas programáticas para la acción legislativa configurando criterios y marcando orientaciones de obligado cumplimiento para la ley.

			b) Encarnan valores o bienes jurídicos constitucionalmente dignos de protección.

			c) Funcionan para corregir las disfunciones de la antinomia libertad-igualdad.

			d) El destinatario directo es el legislador, para quien son mandatos de actuación, ponderación y regulación (que está obligado a convertirlos en concretas reglas de Derecho) mientras que la Administración y los órganos judiciales son destinatarios mediatos o indirectos y son para ellos, criterios de interpretación de las normas dictadas por el legislador.

			En resumen, aunque no se infiere mecanismos coercitivos porque «no generan por sí mismos derechos judicialmente actuables» (STC 36/1991, de 14 de febrero, FJ 5.º), a la hora de interpretar el modelo de distribución de competencias, su fin es que su desarrollo «no sea un margen privativo del legislador estatal sino de todo legislador con competencias en la concreta materia» (STC 134/2017, de 16 de noviembre, FJ 5.º).

			Finalmente, y sobre donde se podría encuadrar el mandato concreto del artículo 43.3, CE y siguiendo la tipología esbozada por SATRÚSTEGUI, consideramos que se integraría dentro de la tipología de «Normas relativas a la protección de los ciudadanos en relación con aspectos básicos de su existencia, como son la salud, la vivienda, la cultura y el consumo». Su protección consistiría en servicios públicos o en normativas y prestaciones que amparen a los ciudadanos como usuarios o demandantes de bienes y servicios en esos ámbitos. Asimismo, y a nivel genérico, se agruparía junto a las «Normas que enuncian fines generales de la acción estatal».

			
1.4. ¿LA CONSTITUCIÓN PROCLAMA UN DERECHO AL DEPORTE?

			1.4.1. Las menciones legislativas española sobre un derecho al deporte

			a) La legislación del Estado

			A pesar de la omisión en la Ley fundamental de 1978 de un derecho al deporte, a nivel estatal y en la pionera Ley 13/1980, de 31 de marzo, General de la Cultura Física y del Deporte sí preceptuaba en su artículo 1 in fine que «Se reconoce el derecho de todo ciudadano a su conocimiento y práctica». Sin embargo, su sucesora y vigente Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte, no efectúa ninguna mención a dicha opción.

			En cambio, esta invocación sí se recupera por el Anteproyecto de nueva Ley del Deporte aprobado por el Consejo de Ministros en fecha 1 de febrero de 2019. Este documento prevé en su artículo 2 un «Derecho a la práctica de la actividad física y el deporte». Esto se traduce en su apartado primero que«Todas las personas tienen derecho a la práctica de la actividad física y el deporte, de forma libre y voluntaria, de conformidad con lo previsto en esta Ley». Una pretensión del legislador estatal que debe esperar a su positivación definitiva para comprobar su alcance.

			b) Las leyes del deporte autonómicas

			Como veremos infra, las Comunidades Autónomas también han dictado sus normas de carácter legal regulando el deporte en sus ámbitos territoriales. En este epígrafe sólo cabe apuntar que este acervo legislativo se divide en una dicotomía entre las que mencionan este derecho, y las que apuestan por no consagrarlo.

			Dentro del primer grupo, que es el mayoritario, e incluye a País Vasco, Cataluña, Madrid, Extremadura, Cantabria, Navarra, Comunidad Valenciana, Illes Balears, Galicia, Región de Murcia, Castilla-La Mancha, Andalucía, Aragón, Castilla y León y Canarias, se opta por una mención al reconocimiento de un derecho al deporte, preferentemente con fórmulas como el conocimiento, acceso y, principalmente la práctica, empleando fórmulas como de la actividad física y el deporte. Para ello, emplean expresiones para que sus poderes públicos «garantizarán» o más completas como que «promocionarán, coordinarán y regularán», según la norma valenciana. En cambio, las legislaciones de Asturias y La Rioja obvian cualquier proclama expresa de esta protestad.

			Sin embargo, entendemos que estas menciones no significan una mayor protección jurídica para los vecinos de dicho territorio, frente a los habitantes de otras autonomías, sino significa que el deporte esté más «fomentado» por el interés de sus administraciones. Así, se infiere de la doctrina que determina que los derechos estatutarios «no son derechos subjetivos sino mandatos a los poderes públicos operan técnicamente como pautas (prescriptivas o directivas, según los casos) para el ejercicio de las competencias autonómicas» (STC 31/2010, de 28 de junio, FJ 16.º).

			En resumen, estas proclamas tendrían naturaleza simbólica (BERMEJO VERA, 1997) porque no configura legalmente «un derecho subjetivo debidamente perfeccionado y por consiguiente exigible ante los poderes públicos» (GAMERO CASADO 2005).

			1.4.2. La exégesis dogmática sobre la existencia de un derecho al deporte en la Constitución.

			La Doctrina iusdeportiva española ha interpretado, mediante fundadas argumentaciones el alcance del apartado tercero del artículo 43 de nuestra vigente Constitución para determinar si nos hallamos ante un derecho del deporte o, únicamente, un mandato a los poderes públicos para fomentar la actividad físico-deportiva. Una disociación que expondremos diacrónicamente sobre cada sector doctrinal.

			a) Tesis positivas a su existencia

			Entre las primeras aportaciones que avalaron su existencia está CASERO EGIDO para quien el artículo 43.3 atribuye a los ciudadanos «unos derechos de crédito frente a los poderes públicos que les permiten exigir comportamientos positivos, conductas y obligaciones». Posteriormente, hallamos a MONGE GIL como BERMEJO VERA (1989), Quien considera que juega «un papel semejante al desempeñado por un eventual precepto de reconocimiento del derecho ciudadano al deporte», Más adelante, en 1998, lo cataloga como un derecho cívico, con garantías menos eficaces que los «derechos de libertad», pero cuyo valor normativo y vinculante para los poderes públicos no sería cuestionable.

			Finalmente, podemos integrar en esta corriente y con diferentes matizaciones, a TORNOS MAS (1989), CAMPS POVILL (1993), BARRIO GARCÍA, DE LA PLATA CABALLERO (2001), PACHOT ZAMBRANA, SCHIMTT DE BEM O RODRÍGUEZ TEN (2012). Dentro de esta posición, debe destacarse que también se ha justificado dicha naturaleza por su vinculación a otros derechos [DE ASÍS ROIG, AGIRREAZKUENAGA (1998)].

			b) Tesis negativas a su proclamación

			CAZORLA PRIETO, en su monografía primigenia de 1979, considera que la Constitución, aunque entendía que, de forma desafortunada, no confirió un nuevo derecho, sino se consagra un principio rector de la actuación de los poderes públicos. A esta idea, se unieron los estudios de BORRAJO DACRUZ, para quien el compromiso constitucional es «débil» y se concreta en «acciones de fomento»; LANDABEREA UNZUETA (1989), quien considera que no hay un reconocimiento expreso e indubitado del derecho de los ciudadanos al deporte, sino el deber público del fomento; o REAL FERRER (1991), quien reconoce que la Constitución «no establece, expresis verbis, un derecho al deporte que pudiera ser esgrimido para exigir conductas concretas de los poderes públicos».

			Una línea que se ha nutrido con aportaciones de CAMPS/CARRETERO, AGUILERA FERNÁNDEZ, ESPARTERO CASADO, SILVA DE LAPUERTA O JIMÉNEZ SOTO (2002).

			1.4.3. Los pronunciamientos consultivos y jurisprudenciales sobre la cuestión

			El Consejo de Estado, también negó la existencia de un derecho al deporte en base a que los principios rectores no se pueden equiparar a los derechos fundamentales, ni calificarlos como verdaderos derechos subjetivos. Ello no impide que el ciudadano pueda, por vías no jurisdiccionales, exigir el cumplimiento del artículo 43.3 CE.

			En la misma línea, ya se había pronunciado anteriormente el Tribunal Supremo al concluir, en un razonamiento que, por su importancia, debe ser transcrito: «La Constitución Española de 1978, en su artículo 43.3, no consagra ciertamente un «derecho al deporte», sino que únicamente establece su «fomento público», pero la inclusión del fenómeno del deporte en el Texto Constitucional no entraña únicamente un significado simbólico pues origina unas consecuencias jurídicas; el poder constituyente, al comprender la importancia del «hecho deportivo» en la sociedad moderna y recogerlo así en la norma suprema, ha manifestado su criterio de que el deporte, como las demás instituciones del país debe empaparse de los principios sustanciales de la Constitución» (STS de 23 de marzo de 1988, ya citada, FD 7.º).

			1.4.4. Postura que se mantiene: El artículo 43.3 CE es un estándar que consagra una finalidad pública.

			Frente a la postura académica que defiende la existencia de un derecho subjetivo al deporte emanado del texto constitucional, debemos mostrar nuestra discrepancia.

			Entre otros razonamientos objetivos consideramos que, en una actividad social como es el deporte que engloba múltiples facetas hay una ausencia del contenido esencial que exige la jurisprudencia (STC 11/1981, de 8 de abril, FJ 10.º) consistente en un núcleo claro y nítido, que afecte a todas las variedades y que sea válido para todos los ciudadanos, sin existir una discriminación no permitida. A ello, se une la carencia de un deber jurídico de los poderes públicos por la naturaleza de los principios rectores de la política social que «hace improbable que una norma legal cualquiera pueda ser considerada inconstitucional por omisión» (STC 45/1989, de 20 de febrero, FJ 4.º).

			Estas proposiciones no comportan que el deporte quede desprotegido constitucionalmente, porque sus múltiples facetas están ligadas o son variantes de otros ámbitos de actuación humana protegidos como derechos. Así se adelantó por la doctrina en 1975 con citas a la educación, el ocio, la libertad personal o las garantías procesales (PECES-BARBA) o, recientemente, a la libertad de expresión, el derecho al trabajo o el derecho a la propia imagen, entre otros (PÉREZ TRIVIÑO/CAÑIZARES RIVAS).

			Ello nos conduce, siguiendo a HART y DWORKIN, A calificar el artículo 43.3 de la Constitución, y de acuerdo al primero de los autores, como un standard en el sentido de ser una pauta o criterio de conducta, cuyo destinatario serían, en este caso, los poderes públicos. Este, tiene un objetivo o finalidad pública derivado de un argumento político colectivo en el que se estimulan los intercambios de beneficios y cargas en el seno de la comunidad con el fin de producir algún beneficio global para ésta en su totalidad. Una finalidad política que puede tener la condición de derecho u objetivo, dependiendo todo de su lugar y función dentro de una teoría política única (CUCHI DENIA, 2006).

			
1.5. EL ALCANCE DEL FOMENTO DEL DEPORTE: SU EVOLUCIÓN HASTA LA ACTUALIDAD


			1.5.1. La evolución de la Doctrina hasta una visión amplia

			Un año después de la entrada en vigor de la Constitución, CAZORLA PRIETO, conceptuaba el «fomento» en el deporte como «la acción de los poderes públicos tendentes a promover, proteger, financiar e impulsar el fenómeno deportivo». Una corriente doctrinal que ha tenido adhesiones tanto en la década de los ochenta del siglo pasado (BORRAGÁN PASTOR, MONGE GIL), como ya en este siglo (SILVA DE LAPUERTA).

			Sin embargo, esta línea académica ya fue contestada por BERMEJO VERA En 1987 para quien «si bien comprende acciones de fomento en el sentido clásico, también incluye acciones serviciales y el establecimiento de estructuras organizativas (...) llegando, incluso, a una regulación sistemática y coherente para evitar un funcionamiento anárquico de esas actividades». Como resumía en 2020, tiene este fomento un «sentido omnicomprensivo —regular, ordenar, organizar y apoyar económicamente—».

			Esta perspectiva, que podemos calificar de «amplificada» de la acción pública sobre el deporte, ha sido continuada y consolidada por otros autores [LANDABEREA UNZUETA (1989), REAL FERRER (1991) AGUILERA FERNÁNDEZ, CAMPS POVILL (1993)] por lo que estamos ante la doctrina mayoritaria en esta problemática conceptual.

			Entre las adhesiones que ha recibido, está la del propio CAZORLA PRIETO quien, en 1993, reconoció que su primera aproximación fue con un entendimiento cicatero y alicorto, para reafirmar en 2001, que es «un concepto muy amplio comprensivo del estímulo variado de la iniciativa privada y también de la acción directa de los poderes públicos sobre la materia deportiva». También el Consejo de Estado considera que la Constitución no delimita los medios que la Administración pueda utilizar para conseguir el fomento deportivo que no se equipara la técnica administrativa.

			En resumen, las características que debe tener el fomento deportivo, pueden ser:

			a) El poder público interviene bajo el principio de intervención administrativa proporcionada y menos restrictiva para el ejercicio de los derechos individuales (DESCALZO GONZÁLEZ).

			b) Es una acción positiva de los poderes públicos de carácter finalista, que no se limita al simple fomento y abarca acciones de policía y servicio público (TEJEDOR BIELSA).

			c) La actividad deportiva permite la conexión con todas las técnicas de intervención administrativa por parte de Administraciones públicas (JIMÉNEZ SOTO, 2005).

			d) Establece una «obligación de resultado» para que este sector quede efectivamente, fomentado, promovido, y garantizado, sin que establezca el «cómo» esos objetivos deben ser alcanzados. Ello incluiría tanto apoyar la organización privada existente, como actuar mediante una decidida acción pública promotora (TEROL GÓMEZ, 2017).

			1.5.2. La jurisprudencia como aval a una posición consolidada

			a) La jurisdicción constitucional

			Respecto al fomento deportivo, la citada STC 194/1998, de 5 de octubre, avala la obligatoriedad de colegiación de los Profesores de Educación Física, porque «la propia Constitución contiene un mandato a los poderes públicos para que fomenten «la educación física y el deporte» (art. 43.3 C.E.)» (FJ 7.º). Sin embargo, la resolución cuenta el voto particular de Gimeno Sendra, quien argumenta que «los ciudadanos podamos (al menos todavía) practicar la saludable gimnasia sin tener que contratar los servicios de tales profesionales titulados» siendo insuficiente para esa adscripción obligatoria «una invocación genérica como política de fomento de los poderes públicos reconocida por la Constitución (art. 43.3)».

			Posteriormente, la STC 80/2012, de 18 de abril, confirma la acción de los poderes públicos del País Vasco sobre el deporte por su «relevancia social (y también económica)» y sin limitarse «a las tradicionales medidas de fomento (como puedan ser ayudas económicas, incentivos fiscales o premios honoríficos) sino que se extiende a la ordenación de dicha práctica deportiva, a la adopción, también, de medidas positivas, de carácter organizativo» (FJ 6.º).

			b) La jurisdicción ordinaria

			Por su parte, los órganos de la jurisdicción española ordinaria, y especialmente en la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, han tenido la oportunidad de examinar sobre la concepción del fomento deportivo del artículo 43.3 CE y utilizarlo como canon de valoración de la actuación de la Administración.

			Así, un primer pronunciamiento en 1984 avala la actuación de un ayuntamiento al reintegrar un campo de fútbol que utilizaba un club a una práctica abierta a todos los ciudadanos (STS de 11 de julio de 1984, Rec. 81404/1984. Considerando 2.º).

			Sin embargo, es durante el período 1986-1990, cuando el Tribunal Supremo se decanta por una hermenéutica amplia:

			1.º La STS núm. 712, de 16 de junio de1986, confirma la utilidad pública de las instalaciones deportivas, en este caso dedicadas al Tiro Olímpico, porque dicho deporte «favorece la formación física, adiestra deportivamente, y permite una actividad recreativa (…) debe calificarse de utilidad pública e interés social» (FD 4.º).

			2.º La citada STS de 23 de marzo de 1988 avala un Real Decreto sobre estructuras federativas, porque ampara «una actividad de indudable utilidad pública, y que forma parte del conjunto de elementos que tienden no sólo ya a proporcionar medios materiales a los ciudadanos, sino a mejorar la calidad de su vida cotidiana» (FD 7.º).

			3.º La STS núm. 948, de 29 de mayo de 1990, que anula la organización de la Federación Nacional de Karate Profesional y S. L., entidad no reconocida por el CSD, de un Campeonato de España de Tamashiwari. El razonamiento es que la organización de un Campeonato oficial es «un instrumento o cauce que las Administraciones Públicas utilizan para hacer efectivas algunas de sus responsabilidades en la «promoción del deporte»» y que su función de la Administración, incluye «la regulación y el eficaz desarrollo de competiciones de tal naturaleza» (FFDD 3.º y 4.º).

			Posteriormente, el mismo órgano ha seguido con esta línea, al certificar la declaración de interés social de la instalación de campos de golf en las Illes Balears (STS de 26 de octubre de 1999, Rec. 767/1995), o la prestación por parte de un ayuntamiento de diversas actividades de ámbito municipal como clases de aeróbic o la puesta a disposición del público de, entre otros aparatos de tonificación, en competencia con las empresas privadas (STS de 20 de junio de 2006, Rec. 9108/2003). También valida una Orden Ministerial por la que se regulaba los procesos electorales en las Federaciones Deportivas Españolas, porque la actuación de estos entes asociativos está «orientada también al cumplimiento de los fines de interés general que figuran reconocidos en el artículo 43.3 CE» (STS de 22 de diciembre de 2010, Rec. 5262/2009, FD 4.º). Finalmente, ha servido para justificar la implantación de un modelo mixto con intervención de los poderes públicos en el control y represión del dopaje porque la actividad deportiva esta «intervenida por los poderes públicos por los intereses generales que concurren en ella» (STS 708/2017, de 25 de abril, FD 5.º).

			También, los Tribunales Superiores de Justicia han seguido esta posición, siendo un ejemplo el TSJ de Aragón, que ha avalado un sistema de pesca porque el artículo 43.3 CE «no fija derechos, sino un principio, y que puede servir para defender cualquier regulación relativa al deporte, es decir, la que se ha plasmado o cualquier otra, siempre que no sea prohibitiva o limitadora» (STSJ de Aragón 169/2020, 21 de mayo, FD 3.º).

			
2. EL REPARTO DE COMPETENCIAS EN MATERIA DEPORTIVA

			
2.1. COMPETENCIAS DEL ESTADO Y DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS


			Previamente a iniciar el examen del alcance de los mandatos expuestos tanto en la Constitución como en los Estatutos, debe hacerse un recordatorio sobre su valor, que es clave en cualquier intento interpretativo del sistema de distribución competencial. Ambos integran el denominado «Bloque de la Constitucionalidad», que es el «conjunto normativo del que resulta la distribución competencial entre el Estado y las distintas Comunidades Autónomas» (STC 146/1992, de 16 de octubre, FJ 1.º). Su importancia radica en que la calificación de las competencias autonómicas deriva de «una interpretación sistemática de todo el bloque de la constitucionalidad, dentro del cual, como es evidente, la Constitución conserva intacta su fuerza normativa dominante como lex superior de todo el ordenamiento» (STC 20/1988, de 18 de febrero, FJ 3.º).

			2.1.1. El artículo 148.1.19 CE como marco de la distribución competencial deportiva

			El artículo 148.1.19 de la Constitución establece que las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias sobre: «Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio» siendo el punto de partida para entender la dialéctica Estado-Comunidades Autónomas en el deporte. No podemos detenernos en la gestación del precepto, remitiéndonos, con permiso del lector, a otro estudio para su profundización (CUCHI DENIA 2005). Sin embargo, como premisa inicial, debe advertirse que, desde el principio, el deporte se planteó como objeto de una posible competencia autonómica, Así, ni en el Anteproyecto de Constitución; ni en los votos particulares que hicieron dos de los «Siete Padres de la Constitución», Manuel Fraga Iribarne y Gregorio Peces-Barba Martínez que coincidían en otorgar a los nuevos entes territoriales competencias sobre «equipamiento cultural y deportivo» y «Turismo, deportes, ocio y espectáculos», respectivamente; ni en los diferentes preceptos que se redactaron en la tramitación —139 bis, 141 y el definitivo 148—, se apuesta por una atribución al Estado. Una falta de adscripción calificada como desafortunada (BERMEJO VERA 1987).

			2.1.2. El deporte como materia competencial

			Para determinar si existe una materia «deporte», debemos partir de la premisa que no existe una concepción unívoca sobre qué es el deporte. Ante ello, BERMEJO VERA (1998) —y siguiendo a la doctrina italiana— la consideraba como una «materia poliédrica». En su obra póstuma de 2020, aprovecha para reiterar que no puede considerarse como una materia perfectamente delimitada y unívoca.

			El Tribunal Constitucional ha conceptuado una materia como un «conjunto de actividades, funciones e institutos jurídicos relativos a un sector de la vida social» (SSTC 123/1984, de 18 de diciembre, FJ 4.º, y 133/1997, de 16 de julio, FJ 3.º). De acuerdo a esta noción y los estudios de, entre otros TOMÁS-RAMÓN FERNÁNDEZ Y VIVER I PI-SUNYER, consideramos que el deporte sí es una materia porque:

			1.º Es una actividad humana de carácter físico, caracterización básica de cualquier acción físico-deportiva que se pueda disociar.

			2.º Su práctica persigue un fin, como sería, en primer lugar, el bienestar físico que produce sobre el sujeto activo y que justificaría su inclusión junto al derecho a la salud en el artículo 43.3 CE. Además, puede satisfacer expectativas económicas o sociales como acontece en el deporte profesional o en el de élite.

			3.º Tiene un contenido material sobre el que los poderes públicos titulares de esta competencia, pueden realizar actuaciones de ordenación, planificación, vigilancia, inspección, subvención, control, exacción, registro y autorización de algunas prácticas.

			Por tanto, y pese a la «realidad poliédrica de la materia deportiva» (STC 80/2012, de 18 de abril, FJ 7.º), «al final existirá una materia «DEPORTE», que fue la que tuvieron en cuenta el constituyente y el redactor de los Estatutos» (TORNOS MAS 1993), que «merece un tratamiento propio y especial en cuanto a las competencias, y que no se tiene que mezclar con otros campos, pese a tener ligaduras» (ERKOREKA GERVASIO).

			2.1.3. La asunción por las Comunidades Autónomas de la competencia sobre el deporte

			Es un hecho objetivo constado que las Comunidades Autónomas han asumido la competencia sobre el deporte y todos los elementos y potestades que comporta en sus ámbitos territorial. Como también se puede afirmar que, desde la promulgación de la Ley Orgánica 9/1992, de 23 de diciembre, de transferencia de competencias a los entes territoriales que accedieron a la autonomía por vía del artículo 143 CE, se ha producido una simetría del deporte en el marco competencial, sin privilegios entre comunidades.

			a) La delimitación del ámbito competencial autonómico

			a’) El deporte como competencia concurrente

			BERMEJO VERA escribía en 1986, extrapolando la doctrina del Tribunal Constitucional sobre el sentido equívoco de exclusividad que se expone en la Carta Magna de 1978, acerca de la «exclusividad relativa» del deporte por parte de las Comunidades Autónomas. Esta línea fue argumentada por MONGE GIL, quien propugnó que el deporte es una competencia compartida, que se produce cuando cada ente territorial tiene perfectamente delimitadas sus funciones sin existir una «zona común», o concurrente. También REAL FERRER (1991) consolidó esta línea argumentando que las Comunidades Autónomas asumen únicamente competencias sobre aquellas facetas que tienen conexión con la salud, sobre todo con el deporte-aficionado, mientras el Estado tiene títulos genéricos unidos a otro específicos y concurrentes como cultura, espectáculos, seguridad pública, sanidad, relaciones internacionales, titulaciones académicas y profesionales, urbanismo y régimen local, junto a ordenamientos sectoriales. Sin embargo, en una obra posterior, ha reconocido que las Comunidades Autónomas son las entidades básicas del sistema deportivo, al ordenar y actuar sobre la mayor parte de éste, aunque el Estado ordena parcelas que resultan más llamativas (REAL FERRER 2003).

			Posteriormente, por orden cronológico y desde 1992 se ha de incluir en esta línea a AGUILERA FERNÁNDEZ, CAZORLA PRIETO et altri, BLANCO PEREIRA, TEROL GÓMEZ (1997), CASTILLO BLANCO, DE LA PLATA CABALLERO (2001), JIMÉNEZ SOTO (2005), GARRIDO JUNCAL O el Consejo de Estado en su Dictamen de 1991.

			b’) El deporte como competencia exclusiva autonómica

			También en los primeros comentarios hubo propuestos para la exclusividad comunitaria, como ALONSO GARCÍA, quien concluía que «la totalidad de la materia deportiva ha sido atribuida a las respectivas Comunidades Autónomas», aunque reconocía que determinados títulos competenciales «proporcionan una legitimidad constitucional clarísima para la promulgación de una hipotética Ley del Deporte» (de ámbito estatal). Cercanos en el tiempo hallamos a LANDABEREA UNZUETA (1989), que excepciona algún sector; PALUZIE MIR; GRANADO HIJELMO, ERKOREKA GERVASIO o comentaristas a los primeros estatutos autonómicos como GARCÍA LLOVET respecto a Galicia, o SANTAMARÍA PASTOR, refiriéndose a Navarra.

			Sin embargo, también hay propuestas intermedias que, sin desvirtuar la exclusividad autonómica, reconocen una intervención estatal sobre «las actividades deportivas de carácter estatal e internacional, comprendiendo en ello la estructura federativa española» (RAZQUIN LIZARRAGA) o en materias como espectáculos, títulos deportivos, sociedades anónimas deportivas o seguridad pública [TORNOS MAS (1993)].

			Una opción sobre la intervención del Estado sobre el deporte que ha merecido advertencias porque se ha basado «en criterios no siempre estrictamente constitucionales y produciendo un modelo notablemente alejado de la descentralización política» (VARONA GÓMEZ-ACEDO); por la utilización de títulos indirectos y cláusulas implícitas de coordinación que «provocan una situación de inseguridad jurídica» [AGIRREAZKUENAGA (2000)] o por una regulación tan detallada como pretende el Estado [GAMERO CASADO (2004)].

			b) Los Estatutos de Autonomía como normas de referencia de la potestad autonómica

			Las Comunidades Autónomas aceptaron, de buen grado y con prontitud, la oferta constitucional para consagrar como competencia propia el deporte. Los diecisiete Estatutos de las Comunidades Autónomas y los dos de Ceuta y Melilla incluyeron desde sus iniciales redacciones la mención sobre el deporte o la promoción de éste. En este punto, nos centraremos en las referencias que efectúan los contenidos vigentes de sus normas estatutarias, tras algunas reformas. Para cotejar la evolución de su mención en los respectivos estatutos, nos remitimos a RODRÍGUEZ TEN (2020), quien destaca, entre sus conclusiones, la sustitución de «promoción del deporte» directamente por «deporte» y por apostar por una positivización extensiva de sus actuaciones y competencias.
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			c) Las leyes autonómicas del deporte como marco normativo de su actuación

			La asunción competencial por los entes autonómicos se ha traducido en sus normas de carácter general sobre todo el ámbito deportivo desde 1986, con la pionera Ley 2/1986, de 5 de junio, de la Cultura Física y el Deporte de la Comunidad de Madrid. Toda una expansión del universo normativo calificado como «big bang del Derecho deportivo» (GAMERO CASADO 2005). A continuación, expondremos las leyes sectoriales deportivas autonómicas vigentes, citando las reformas que han modificado su articulado inicial.
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			Las Leyes del deporte autonómicas
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							Illes Balears

						
							
							Ley 14/2006, de 17 de octubre, del Deporte de las Illes Balears.

						
							
							BOE núm. 285, de 29 de noviembre de 2006.

						
							
							–

						
					

					
							
							Comunidad de Madrid

						
							
							Ley 15/1994, de 28 de diciembre, del Deporte de la Comunidad de Madrid.

						
							
							BOE núm. 85, de 10 de abril de 1995.

						
							
							– Ley 6/2016, de 24 de noviembre.

							– Ley 6/2011, de 28 de diciembre.

							– Ley 8/2003, de 26 de marzo

						
					

					
							
							Región de Murcia

						
							
							Ley 8/2015, de 24 de marzo, de la Actividad Física y el Deporte de la Región de Murcia.

						
							
							BOE núm. 103, de 30 de abril de 2015.

						
							
							–

						
					

					
							
							Comunidad Foral de Navarra

						
							
							Ley Foral 15/2001, de 5 de julio, del Deporte de Navarra.

						
							
							BOE núm. 190, de 9 de agosto de 2001.

						
							
							– Ley Foral 18/2019, de 4 de abril.

							– Ley Foral 15/2015, de 10 de abril.

							– Decreto-ley Foral 1/2014, de 18 de junio.

						
					

					
							
							País Vasco

						
							
							Ley 14/1998, de 11 de junio, del Deporte del País Vasco.

						
							
							BOE núm. 315, de 31 de diciembre de 2011.

						
							
							– Ley 12/2012, de 21 de junio.

						
					

					
							
							Principado de Asturias

						
							
							Ley 2/1994, de 29 de diciembre, del deporte.

						
							
							BOE núm. 94, de 20 de abril de 1995.

						
							
							–

						
					

					
							
							La Rioja

						
							
							Ley 1/2015, de 23 de marzo, del ejercicio físico y del deporte de La Rioja.

						
							
							BOE núm. 90, de 15 de abril de 2015 (corr. de err. BOE núm. 146 de 19 de junio de 2015.

						
							
							–

						
					

					
							
							Comunidad Valenciana

						
							
							Ley 2/2011, de 22 de marzo, del deporte y la actividad física de la Comunitat Valenciana.

						
							
							BOE núm. 91, de 16 de abril de 2011.

						
							
							– Ley 27/2018, de 27 de diciembre.

							– Ley 21/2017, de 28 de diciembre.

							– Ley 13/2016, de 29 de diciembre.

							– Ley 10/2015, de 29 de diciembre.

							– Ley 7/2014, de 22 de diciembre

						
					

				
			

			Existe una coincidencia que el modelo deportivo de las Comunidades Autónomas ha reproducido el instaurado por la legislación del Estado (GAMERO CASADO, 2005), bien que con matizaciones (CASINO RUBIO). Será en el tema tercero de la presente obra donde se podrá comprobar cómo se ha configurado su organización deportiva.

			2.1.4. La competencia del Estado sobre el deporte pese a su exclusión constitucional: Examen de los argumentos y los títulos competenciales para su intervención

			La pretensión en este apartado es ofrecer, de forma concisa y motivada, de acuerdo con las características de la presente obra, cuáles son los principales títulos que se invocan para que el Estado pueda intervenir en la materia «deporte», remitiéndonos, con permiso del lector, a otras obras, tanto nuestras como de otros autores que han abordado, por ejemplo, la ordenación de las asociaciones deportivas o de las infraestructuras o también la posibilidad de unas quinielas autonómicas (CUCHI DENIA, 2008).

			a) Las leyes estatales del deporte como normas consolidadas y su justificación

			a’) La pionera Ley 13/1980

			Apenas algo más de un año después de la fecha de entrada de la Constitución, se promulgó la Ley 13/1980. Una norma que razonaba su existencia porque se partía de una atribución originaria al Estado de fomento, mientras que los entes territoriales restaban encuadrados en una competencia de promoción, desarrollada en su artículo 3.3.

			Respecto a su justificación, BERMEJO VERA (1986), como siempre pionero, avaló dicha norma por su «carácter de disposición legislativa prearmonizadora, comprensible y comprendida», alabando la actitud de las Comunidades Autónomas de no haberla sometido a controversia, y advirtiendo, que el Estado no podía aprovechar para «interferir a perpetuo una situación bien endeble en una estricta hermenéutica constitucional».

			b’) La vigente Ley 10/1990

			Cuanto entró en vigor la LD en 1990, varios parlamentos autonómicos habían recogido la invitación constitucional y aprobado sus leyes propias en materia deportiva. La norma consagra la existencia de una Administración deportiva estatal con eficacia en todo el ámbito territorial español y que permite «La ordenación del deporte, de acuerdo con las competencias que corresponden a la Administración del Estado» (art. 1.1). Esta se «coordinará con las Comunidades Autónomas y, en su caso, con las Corporaciones Locales aquellas que puedan afectar, directa y manifiestamente a los intereses generales del deporte en el ámbito nacional» (art. 2). Todo ello, pese a que reconoce en su preámbulo que «la atribución de competencias sobre deporte o promoción del deporte se halla explícita en los diferentes Estatutos de Autonomía —y, por ello, esta Ley no trata de realizar operaciones de redistribución que no le corresponden—». Ahora bien, en el mismo pórtico de la norma justifica su existencia por dos argumentos:

			1.º La atribución autonómica «ha de ponerse en conexión estricta con los ámbitos territoriales de las respectivas Comunidades Autónomas».

			2.º El deporte constituye «una materia —por emplear términos constitucionales— sobre la que, sin duda, inciden «varios títulos competenciales» como manifestación cultural sobre la que el Estado «no debe ni puede mostrarse ajeno por imperativo».

			A ello se une que, en las Disposiciones adicionales, la LD reafirma la aplicación concreta de alguno de sus preceptos en todos el Estado, sea por su caracterización como norma básica en ámbitos como la educación física y el deporte de alto nivel o como supletoria. Una revisión final que actualmente únicamente afecta a Ceuta y Melilla.

			En resumen, el Estado ha consolidado un marco normativo calificado como «notable esfuerzo» para adaptarse al sistema autonómico, pecando «de excesiva prudencia» (DE LA PLATA CABALLERO, 2003). Sin embargo, creemos, como anunció BERMEJO VERA en 1986, que se ha impuesto «la razonabilidad de la «naturaleza de las cosas»» y los gobiernos autonómicos han asumido dicha existencia normativa supracomunitaria.

			b) El artículo 43.3 como fundamento de la intervención estatal

			La exégesis del artículo 43.3 CE desarrollada más arriba nos lleva a un axioma: el Estado, entendido como la Administración central, puede fomentar el deporte y asume las potestades amplias que le otorga. Ello ha permitido defender que en el deporte no haya un desapoderamiento total del Estado o del Gobierno local (TEJEDOR BIELSA).

			Ahora bien, un principio rector no es «un título competencial autónomo en favor del Estado, sino un mandato o directriz constitucional que ha de inferir la actuación de todos los poderes públicos» (STC 152/1988, de 20 de julio, FJ 2.º y STC 36/1991, de 14 de febrero, FJ 5.º). Incluso, PALOMAR OLMEDA, quien apuesta desde 1999 y ha reiterado en 2017, por el fomento como uno de los pilares de la regulación estatal del deporte, afirma que esta ordenación debe anudarse «en la conjunción de diversos preceptos constitucionales que habilitan una participación del Estado».

			Por tanto, el Estado puede actuar, vía subvención, en otros sectores sobre los que, ex Constitutione, no le ha sido otorgada competencia. Ello implica que podrá requerir a los beneficiarios el cumplimiento de determinados requisitos o presupuestos previos y posteriores a su concesión, pero sin que modifique de la atribución de la competencia sobre, este caso, la materia deporte (CUCHI DENIA 2005).

			c) El interés general asumido por el Estado

			Otro razonamiento utilizado para la intervención del Estado es considerar el deporte de interés general, especialmente para «la defensa de los intereses deportivos españoles en el ámbito internacional» (REAL FERRER 2003) O, cuando las acciones en varias Comunidades Autónomas afectan a la igualdad de los españoles (DE LA PLATA CABALLERO, 2003). Este «interés general del Estado», ha sido utilizado como presupuesto para en el genérico artículo 6 de la Ley de 1990 ordenar el deporte de alto nivel con un marco desarrollado en el especifico Titulo VI (artículos 50 a 53), aunque en «colaboración» con las Comunidades Autónomas.

			Ahora bien, hemos de partir de varias premisas en línea con nuestras anteriores contribuciones doctrinales que podemos resumir en:

			1.º El interés general, no es un límite a las competencias ejercidas por las Comunidades Autónomas por vía legislativa, porque «ya fue tenido en cuenta por el poder constituyente al fijar el sistema de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas» [STC 76/1983, de 5 de agosto, FJ 3.ºb)].

			2.º El interés general no es equivalente al interés estatal como apuntó BERMEJO VERA, que sería el ámbito material sobre el que resulte conveniente que el Estado ejerza los poderes públicos, aunque no necesariamente en régimen de exclusividad.

			3.º Los entes comunitarios suelen actuar, al ejercer sus competencias, conforme al interés general del Estado, pues también son depositarias del mismo

			Por ello, el deporte no puede catalogarse como un sector susceptible de integrarse en el concepto de «interés general». Además, como apunta PALOMAR OLMEDA (2012), hay que diferenciar el interés general del interés o la atención social, porque algo que interese a la sociedad no lo convierte en una actividad de interés general.

			d) El deporte como elemento cultural y su integración en el artículo 149.2 CE

			El binomio deporte-cultura, es un hecho asumido y el propio Tribunal Constitucional ha señalado que, entre las muchas materias competenciales culturales incluye el deporte (STC 109/1996, de 13 de junio, FJ 4.º). Con estas premisas, y como vimos más arriba, varios autores (BERMEJO VERA, MONGE GIL, DE LAS HERAS SÁNCHEZ o CUETO PÉREZ, etc.) han justificado una competencia concurrente en la materia deportiva, incluso entre quien ha apostado por la exclusividad autonómica (RAZQUIN LIZARRAGA). Todo ello, en virtud del artículo 149.2 CE, que considera para el Estado, el servicio de la cultura «como deber y atribución esencial» y que es el paradigma de lo que se ha denominado como competencia concurrente, que se produce cuando hay «una competencia estatal y una competencia autonómica» (STC 49/1984, de 5 de abril, FJ 6.º).

			Ahora bien, si adoptáramos esta postura a efectos competenciales, estaríamos subsumiendo una materia específica determinada así por el Constituyente, como es el deporte, dentro de otra más genérica que es la cultura. Una opción que se contrapone con un parámetro para la interpretación que es la prevalencia del principio de referencia y la competencia especial sobre la general (SSTC 109/1996, de 13 de junio FJ 6.º; 133/1997, de 16 de julio, FJ 13.º, y 186/1999, de 14 de octubre, FJ 5.º).

			e) El deporte y su proyección internacional

			La proyección del deporte fuera de las fronteras de un estado es un hecho asumido en el universo deportivo con la pretensión que obtener en la actividad deportiva un prestigio supranacional. Y España, tanto el Estado como las Comunidades Autónomas, no ha sido ajena a este intento de monopolizar o, al menos, aprovechar esta dimensión del deporte para ratificar su intervención pública. Un ejemplo lo constituye la LD estatal, que dedica el apartado segundo del artículo 33 a la representación que ostentan las Federaciones deportivas españolas en el ámbito internacional. Un precepto se reproduce casi en su totalidad en el artículo 5.1 del RDF.

			Para la delimitación competencial del deporte en este campo es preciso advertir, como propuesta básica, que el estudio girará principalmente en su posible vinculación con «relaciones internacionales», que es la materia que se otorga a la Administración Central en el artículo 149.1.3 CE. Sin poder detenernos en el marco general de materia, remitiéndonos a nuestra monografía de 2005 en aras a la brevedad, sí queremos hacer mención, a modo de pórtico a, la doctrina constitucional que permite la actuación internacional de las Comunidades Autónomas, siempre que se trate de «acciones con proyección exterior para la promoción de sus intereses» que se deriven directamente de su competencias y que «no perturben o interfieran en la competencia estatal del art. 149.1.3 CE» (STC 135/2020, de 23 de septiembre, FJ 7.º).

			a’) Las relaciones internacionales como título competencial sobre el deporte: La pionera STC 1/1986, de 10 de enero sobre las actividades y representaciones deportivas

			La posibilidad que el Estado intervenga sobre la ordenación de la materia «deporte» sobre la base de su proyección internacional ha sido un elemento recurrente en la doctrina iusdeportiva. Así, CASERO EGIDO la propugnó como competencia estatal, por una concepción errónea a nuestro entender, como es la adhesión a los organismos internacionales desconociendo su carácter privado. A ella la continuó ALONSO GARCÍA; REAL FERRER (1991), quien la identificó con aquellas actividades que comprometan la imagen de la nación en el concierto mundial o que supongan lo que se ha dado en llamar «representación exterior»; ALLUÉ BUIZA (1992); BERMEJO VERA (1998), para quien «constituye un componente importantísimo para la defensa de las competencias del Estado en materia de deporte», o ARNALDO ALCUBILLA, con el argumento que el Estado mismo se expresa «a través de la participación de sus deportistas nacionales».

			Esa posición fue impugnada por GRANADO HIJELMO con ejemplos como el Reino Unido en fútbol y rugby que demostrarían que, la unidad de un Estado no se resiente por la presencia de diversas selecciones nacionales, o que las federaciones internacionales o los comités olímpicos son entidades ni estatales ni de Derecho internacional público.

			El Tribunal Constitucional tuvo ocasión de pronunciarse sobre la supracitada relación en su STC 1/1986, de 10 de enero, que examinó el RD 2075/1982, sobre normas de actividades y representaciones deportivas. La resolución declaró que los artículos 1, 3, 4 y 5 de este reglamento no invaden las competencias autonómicas en materia deportiva. Y para ello utiliza los siguientes razonamientos:

			1.º La intervención estatal ex artículo 149.1.3 CE, se justifica por «la relevancia pública, por su dimensión internacional, de estos concretos encuentros deportivos».

			2.º El razonamiento introduce un nuevo componente como es la competición internacional y su régimen de autorización interno. Como ésta excede del ámbito propio de una Federación autonómica afecta a «los intereses generales del deporte federado».

			3.º. Su conclusión es que la Comunidad Autónoma tiene: a) «competencias en materia deportiva con arreglo a su Estatuto de Autonomía»; b) estas «no pueden desplegarse sobre entes que, como en este caso ocurre, existen y desarrollan sus actividades en un ámbito nacional»; c) la autonomía está «al servicio de la gestión de sus intereses propios (art. 137 de la Constitución), limitados ratione loci»; y d) desde ella, no es posible la afectación de «intereses que son propios del deporte federado español en su conjunto».

			La sentencia fue objeto de diversas críticas. BERMEJO VERA (1993) consideró que su doctrina es «flagrantemente débil», mientras que BARRIO GARCÍA la define «poco respetuosa con la distribución constitucional y, por lo tanto, inconstitucional». Por su parte, LUENGO ÁLVAREZ-SANTULLANO considera que es muy discutible que la participación de un ente privado como un club o una selección de una federación deportiva en una competición pueda denominarse representación, ya que es dudoso que pueda atribuirse «la representación, aunque fuera puntual, del Estado mismo».

			Nuestra toma de postura sobre la STC 1/1986 es también crítica, porque, entre otros argumentos, no entró a examinar si el deporte en su faceta competitiva internacional se adecúa a lo que se entiende por «relaciones internacionales», aunque detrás de su regate, se apunta a una respuesta afirmativa. Si hubiera habido claridad hace más de tres décadas, posiblemente nuevos pronunciamientos hubieran sido innecesarios. También sorprende sus referencias a la competición internacional y su régimen federativo, con un total desconocimiento de la organización deportiva supranacional, que es de naturaleza privada. Finalmente, no se comparte el recurso a los intereses generales, que únicamente sería válido si el deporte federado es el agrupado bajo la Federación española, porque si está integrado en una autonómica, los intereses serán respectivos.

			b’) La representación internacional de las federaciones deportivas autonómicas

			a’’) La posible existencia de un Comité Olímpico Autonómico

			Una primera problemática surgió tras la publicación del Decreto 70/1994 de Federaciones deportivas catalanas, hoy derogado. En su artículo 88 disponía que la Unió de Federacions Esportives de Catalunya (UFEC), que reúne a sus Federaciones deportivas tenía, entre sus objetivos «la promoción de la participación catalana en el movimiento olímpico y el reconocimiento de Cataluña como país deportivo».

			El Tribunal Supremo, en su STS de 23 de mayo de 2002 (Rec. 1265/1997), confirmó la STSJ de Cataluña, núm. 755/1996, de 4 de diciembre, y declaró la nulidad del precepto. Entre sus razonamientos, argumenta que en el artículo 48.5 de la LD, que establece la representación «exclusiva» de España por el COE ante el COI, lo que realiza es «articular la forma de participación deportiva en competiciones internacionales y en el Movimiento Olímpico y la representación internacional del deporte español en conjunto (…) sin perjuicio de la proyección y fomento exterior del deporte catalán» (FD 8.º).

			Al respecto cabe señalar que la nueva redacción del artículo 26 de la Ley del Deporte Catalana, tras la reforma introducida en 1999, se omite la mención a la probabilidad de conseguir la calificación de «país olímpico», suponemos que debido a los actuales requisitos previstos por la Carta Olímpica. Finalmente, no debemos obviar que el artículo 8 de la Ley 14/1998 del Deporte en el País Vasco ha creado el Comité Vasco de Promoción Olímpica, con un objetivo más aséptico que la norma catalana.

			b’’) La 80/2012, de 18 de abril y la Ley del Deporte del País Vasco

			La Ley 14/1998, de 11 de junio, del Deporte del País Vasco establece en su artículo 16.6, primer inciso «La federación vasca de cada modalidad deportiva será la única representante del deporte federado en el ámbito estatal o internacional». Un precepto que originó el Abogado del Estado interpusiera un recurso de inconstitucionalidad en fecha 25 de septiembre de 1998. El recurso, casi catorce años después, tuvo su resolución en la STC 80/2012, de 18 de abril, que avala la constitucionalidad de la norma, de acuerdo a unos razonamientos que ahora diseccionamos:

			1.º Se proclama la competencia exclusiva en materia deportiva de Euskadi, descartando la invocación de los títulos sobre relaciones internacionales y cultura (FJ 6.º).

			2.º Invoca que «la representación internacional del deporte federado español puede calificarse como una cuestión de interés general, relacionada directamente con la imagen exterior que se proyecta del Estado español», y aunque no se integra en el título competencial de relaciones internacionales constituye «fundamento suficiente de la intervención reguladora del Estado en materia deportiva». Especialmente se produce en la «participación de las selecciones españolas en competiciones internacionales, la autorización de la inscripción de las federaciones españolas en las federaciones internacionales correspondientes, o la autorización de la celebración de competiciones internacionales de carácter oficial en territorio español» [FJ 7.º, letra a)].

			3.º La Corte Constitucional anuda al anterior argumento la limitación de la eficacia territorial de las normas autonómicas y la supraterritorialidad de algunas consecuencias, por lo que cuando la actividad pública «no sea susceptible de fraccionamiento y requiera un grado de homogeneidad que sólo pueda garantizarse mediante su atribución a un solo titular que forzosamente tiene que ser el Estado» [FJ 7.ºb)].

			4.º La norma es constitucional si no está involucrado «un interés nacional, no se afecta al deporte federado español en su conjunto, ni se incide en la imagen exterior del Estado español». Es decir, «siempre que se trate de deportes en los que no existan federaciones españolas, y que, en ningún caso, se impidan o perturben las competencias del Estado de coordinación y representación internacional del deporte español» (FJ 10.º).

			Debe apuntarse que el fallo no fue unánime, al contar con dos votos particulares. De ellos destaca el que formuló el magistrado Aragón Reyes, y al que se adhirió Delgado Barrio. En este se considera que la intervención estatal está justificada por «la dimensión internacional del deporte y por los intereses generales que se ven afectados en la representación internacional del deporte federado español».

			c’’) La STC 110/2012, de 23 de mayo y la Ley del Deporte de Cataluña

			El Tribunal Constitucional también analizó la constitucionalidad del párrafo primero del artículo 19.2 de la Ley catalana 8/1988, de 7 de abril, del Deporte, que se mantiene con la misma numeración en el actual Decreto Legislativo 1/2000 y que preceptúa que «Las federaciones deportivas catalanas de cada modalidad deportiva son las representantes del respectivo deporte federado catalán en los ámbitos supraautonómicos». Una norma impugnada por Estado, mediante escrito presentado el día 8 de noviembre de 1999.

			Aquí, la STC 110/2012, de 23 de mayo aplica el mismo canon de constitucionalidad utilizado en la coetánea STC 80/2012 (FJ 6.º). Por ello, concluye que el precepto es constitucional siempre que se trate de «deportes en los que no existan federaciones españolas y que, en ningún caso, se impidan o perturben las competencias del Estado de coordinación y representación internacional del deporte español» (FJ 6.º).

			d’’) Exégesis de la resolución ¿definitiva? de una cuestión cíclica sobre el deporte como proyección internacional de un territorio

			Más de una década después de su suspensión los dos preceptos impugnados recibieron su carta de constitucionalidad. Eso sí, bajo una interpretación que mantiene la posibilidad de intervención del Estado en una materia que no fue atribuida por el Constituyente. Por ello, queremos hacer un breve comentario a las dos resoluciones.

			1.º Las resoluciones recibieron críticas desde la literatura científica. BERMEJO VERA (2017) califica la argumentación utiliza como «un tanto rebuscada». Por su parte, LASAGABASTER HERRARTE considera que el tribunal ha creado «una nueva materia competencial (…) como consecuencia de tres elementos: 1) el carácter supraautonómico de la actuación, 2) el interés general y 3) el principio de territorialidad». En cambio, CASINO RUBIO señala, con buen criterio, que se confirma que «el modelo organizativo diseñado por el legislador estatal y, en particular, la exigencia de la sucesiva y forzosa integración de las Federaciones deportivas territoriales en la correspondiente Federación nacional (…) Y, sobre todo, certifica la utilización del «deporte español en su conjunto» como un verdadero título competencial en favor del Estado». Finalmente, y no sin razón, TUÑÓN NAVARRO, define las resoluciones como «¿Vino añejo en botellas nuevas?» porque no hay cambio de las posiciones anteriores. Así, define la STC 80/2012 de «ingeniería jurídica» que pretende dejar contentos a partes iguales tanto a los más nacionalistas como a los más estatalistas, siendo un «café para todos».

			2.º En este punto debemos reiterar los argumentos que efectuamos de ambos recursos en 2005, porque consideramos que no han sido desvirtuados por el intérprete constitucional. Seguimos considerando que el precepto catalán se limita a señalar que representan al deporte federado, previsión que queda en el ámbito privado de las relaciones entre federaciones. Además, y con buen tino, la norma catalana no hace diferencias entre estatal e internacional, porque posibilita que el ente federativo puede integrarse directamente en una Federación Internacional correspondiente si ésta lo permite. En el caso de la norma vasca, el uso del término «única» es una consecuencia derivada del principio de monopolio que se atribuyen las propias federaciones y que reconoce la legislación pública sobre el deporte. Una exclusividad que también se proclama de las propias Federaciones españolas (CUCHI DENIA 2005).

			Finalmente, cabe señalar que la doctrina que permite a las federaciones autonómicas ser las únicas representantes de su deporte federado en el ámbito internacional siempre que se trate de deportes en los que no existan federaciones españolas ha sido confirmado en la jurisdicción ordinaria (STS de 5 de diciembre de 2013, Rec. 5886/2009).

			Ello nos conduce a considerar que no se aprecia una integración del deporte en la materia «relaciones internacionales», y sí calificarse como «una actividad de relevancia internacional». Siguiendo a JÁUREGUI BERECIARTU sería «toda aquella actividad relacionada con el exterior dirigida a favorecer el desarrollo económico, social y cultura de las Comunidades Autónomas (…) resultan consustanciales a la propia dinámica de las Comunidades Autónomas en la medida en que el ejercicio de muchas de sus funciones exige la toma de contactos con organismos tanto públicos como privados que pertenecen a países extranjeros». Esto permitiría establecer relaciones entre la Administración autonómica con otros territorios, aunque bajo la exigencia de un control a cargo de los poderes centrales, con un sistema de aprobación previa o ex post, y en el debería apreciarse la afectación de los intereses generales estatales (CUCHI DENIA 2005).

			c’) La participación del deporte autonómico en el ámbito internacional

			La cuestión sobre la posibilidad que las selecciones que representan a las Federaciones deportivas autonómicas pueden disputar encuentros internacionales está vinculada a la expuesta en el anterior epígrafe. Inicialmente parece limitada al carácter de amistosos, según se apuntaba en la Ley 13/1980, y que fue valida por el Tribunal Supremo, en su STS núm. 1028, de 29 de diciembre de 1986 al considerar que, para participar en las que denomina competiciones o confrontaciones deportivas oficiales, no están autorizadas las «federaciones deportivas que no sean de ámbito nacional, cuando en aquellas competiciones hayan de enfrentarse con selecciones nacionales de otros países» (F.D. 3.º). Esta es la realidad actual como se demuestra en los encuentros amistosos de las selecciones autonómicas de diferentes modalidades, disputadas especialmente durante las fiestas de Navidad, pese a que la vigente LD no establece ninguna disposición sobre la participación de selecciones autonómicas en competiciones internacionales, ni siquiera bajo el calificativo de «amistosas».

			d’) La diplomacia deportiva

			En este punto, debemos introducir lo podríamos denominar como la «diplomacia deportiva» y que consistiría en la actuación de una Administración autonómica ante de organismos rectores del deporte de ámbito supraestatal para integrarse o establecer instrumentos de colaboración con el objeto de promocionar la actividad físico-deportiva de su territorio y sus integrantes, tanto físicos como jurídicos.

			Esta búsqueda de salir de los límites autonómicos por parte de la organización pública ha contado con varios exámenes de su posible constitucionalidad que expondremos:

			1.º La primera valoración fue la STC 31/2010, de 28 de junio, sobre el Estatut de Cataluña. Uno de los motivos de impugnación fue la posible inconstitucionalidad de su artículo 134 que prevé la participación de la Generalitat «en entidades y organismos de ámbito estatal, europeo e internacional que tengan por objeto el desarrollo del deporte».

			Los magistrados estimaron que colisionaba con la competencia estatal en las relaciones internacionales porque «la participación de la Generalitat en entidades y organismos europeos o, en general, internacionales «que tengan por objeto el desarrollo del deporte», no supone (…) el ejercicio de potestades que están reservadas al Estado ex art. 149.1.3 CE, ni puede condicionar el libre y pleno ejercicio estatal de dicha competencia correspondiendo al Estado regular su alcance y modalidades» (FJ 80.º).

			También se analizó el artículo 200 del Estatuto, que prevé la promoción por la Generalitat de la proyección internacional de las organizaciones deportivas de Cataluña y «su afiliación a las entidades afines de ámbito internacional, en el marco del cumplimiento de sus objetivos». La resolución avala el precepto porque estamos ante una actividad promocional que sólo afecta a las organizaciones sobre los que la Generalitat ostenta competencias, pero «sin menoscabar la representación española en el seno de dichas organizaciones» (FJ 129.º).

			2.º La segunda resolución es la STC 228/2016, de 22 de diciembre, que examinó el recurso contra la Ley catalana 16/2014, de 4 de diciembre, de acción exterior y de relaciones con la Unión Europea, y entre otros, el artículo 2, letra l) que establece la «Diplomacia deportiva de Cataluña: las actividades de diplomacia pública de Cataluña dirigidas a impulsar el reconocimiento internacional del deporte catalán».

			La Corte Constitucional aquí sí declaró su inconstitucionalidad. Su argumento es que configuran «una actuación exterior de la Generalitat que no se vincula a sus competencias, asume como destinatarios a sujetos del Derecho internacional y se prevé dirigida y coordinada por la propia Generalitat, sin respetar la competencia exclusiva del Estado en materia de relaciones internacionales del art. 149.1.3 CE» (FJ 11.º). Además, recuerda que Cataluña, «no es sujeto de Derecho internacional» (FJ 11.º).

			3.º El último pronunciamiento es la ya citada STC 135/2020, de 23 de septiembre. En ella, se ha estimado parcialmente el conflicto positivo de competencia interpuesto contra el Acuerdo Gov/90/2019, de 25 de junio, del gobierno catalán, por el que se aprueba el plan estratégico de acción exterior y de relaciones con la Unión Europea 2019-2022. En concreto, en el punto 75 se programa la «promoción de la participación en competiciones internacionales». La resolución considera que no es inconstitucional si se interpreta que «alude a deportes en los que no existan federaciones españolas y que en ningún caso impide o perturba las competencias del Estado de coordinación y representación internacional del deporte español» [ FJ 7.B)].

			f) El deporte de alto nivel

			Como señalamos supra, el Estado ha utilizado el deporte de élite para justificar su intervención en el sistema deportivo. Sin embargo, también las Comunidades Autónomas han regulado sus correspondientes deportistas de alto nivel bajo diferentes denominaciones, como la de deporte de alto rendimiento.

			Una competencia sobre la que doctrina se muestra dividida, considerando un sector que es una competencia exclusiva «sin más concurrencia estatal que la resultante del apoyo a las personas o entidades pertenecientes» (LANDABEREA UNZUETA 1989) frente a otro grupo que asume la asunción estatal de una actuación pública para evitar vernos «abocados a un auténtico maremágnum de deportes de alto nivel» (REAL FERRER 1991). Más equidistante se muestra GAMERO CASADO (2005), que es de carácter «indistinta» entre el Estado y la Comunidad Autónoma, aunque con «prevalencia de la competencia autonómica en razón al bloque de la constitucionalidad».

			Quizás hubiera podido ayudar el Tribunal Constitucional a arrojar algo de luz este colectivo de deportistas, con su STC 156/2011, de 18 de octubre, contra la Resolución de 8 de septiembre de 1999, y que examinó la posible constitucionalidad de una Orden del Consejo Superior de Deportes que convoca subvenciones a Universidades privadas con programas de ayudas a deportistas universitarios de alto nivel. Es cierto que su objeto principal es, preferentemente, la capacidad de subvención sobre la materia deporte y para cuyo estudio, nos remitimos al completo análisis de GARCÍA TRAMÓN. Sin embargo, y como premisa, seguimos calificando esta resolución como «un intento fallido de clarificar el marco competencial del deporte en España» (CUCHI DENIA 2016). De la resolución queremos destacar varios argumentos:

			1.º Se descarta la inclusión en la materia «deporte» porque:

			— No hay conexión existente entre el interés general del Estado y el deporte de alto nivel porque el primero «ya fue tenido en cuenta por el poder constituyente al fijar el sistema de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas».

			— Tampoco procede el encuadramiento por la relevancia supracomunitaria de este deporte, porque la extensión de una medida ejecutiva a todo el territorio nacional genera «sin mayor justificación, una modificación del orden constitucional de competencias».

			2.º La consecuencia es que la materia afectada es la «enseñanza» (FJ 3.º).

			3.º Sin embargo, la conclusión a la que se accede es «la débil cobertura legal que le otorga la Ley 10/1990», y, en consecuencia, al no ser una norma reglamentaria, determina que la orden por «su notoria insuficiencia de rango, no pueda ser calificada de norma básica» (FJ 7.º), por lo que se vulnera la competencia autonómica.

			Especialmente interesante de la resolución es el voto particular formulado por los magistrados Gay Montalvo, Pérez Tremps, Asúa Batarrita y Ortega Álvarez, quienes, critican el encuadramiento realizado en «enseñanza», al considerar que «el título prevalente es el de deporte». Su argumento es que la Orden convoca ayudas para las universidades privadas, pero «éstas son el mero escenario de recepción». A ello, se une que las medidas facilitan «la integración del deportista de alto nivel en el ámbito universitario», y con ello «su adecuada preparación como tales deportistas».

			El resumen que se puede extraer del fallo es que el fomento reconocido constitucional no puede desvirtuar la competencia exclusiva sobre la promoción del deporte, de todos los tipos, incluyendo el deporte de alto nivel.

			g) La regulación de los títulos deportivos y las profesiones deportivas

			El Estado, por mediación del Real Decreto 1363/2007, de 24 de octubre, y siguiendo la estela del Real Decreto 1913/1997, de 19 de diciembre, ha establecido la ordenación general de las enseñanzas deportivas de régimen especial. En este apartado debemos examinar cual es el pilar competencial en que sostiene la ordenación.

			a’) El planteamiento doctrinal sobre la cuestión

			La primera opinión fundamentada en pronunciarse específicamente sobre este ámbito fue ÁLVAREZ-SANTULLANO PLANAS, para quien el Estado tiene la potestad de crear las titulaciones deportivas, mientras que las Comunidades Autónomas con competencias en materia de educación podrán acoger y realizar dichas enseñanzas en centros oficialmente reconocidos por las mismas, que además podrán reconocer estas enseñanzas y expedir los títulos correspondientes. Una línea que avala la competencia estatal y sobre la que han profundizado FERNÁNDEZ ACEVEDO o JIMÉNEZ SOTO (2000).

			Todas las opiniones precedentes parten desde una posición de preeminencia del Estado respecto a esta estructura que no parece, a priori, incorrecta con el sistema distribucional marcado por el texto constitucional. Sin embargo, ello no debe llevarnos a afirmar que es una norma deportiva la que avala su competencia, sino que está concebida al pairo de un derecho fundamental como es el de educación. El Estado puede crear y ordenar las titulaciones deportivas si las equipara a las enseñanzas especiales, o en su caso, a las de la formación profesional. Por su parte, las Comunidades Autónomas que, en la actualidad tienen facultades para su desarrollo normativo y ejecutivo en materia educativa, tendrán que adaptarse a este cuadro general si quieren que los ciudadanos que en su comunidad han superado los diferentes cursos que dan derecho a las titulaciones puedan homologarlas a nivel estatal y ejercer, en consecuencia, en todo el territorio español, No obstante, ello no impide que las Comunidades Autónomas puedan crear y ordenar sus propias titulaciones deportivas (PALOMAR OLMEDA, 2000). El ejemplo que proponemos son los deportes autóctonos o, aquellos que los poderes públicos autonómicos consideren que deben promocionarse, como podrían ser los deportes acuáticos en zonas costeras o el deporte del piragüismo y sus especialidades en territorios con abundantes cauces fluviales.

			b’) La STC 102/2017, de 20 de julio y las profesiones deportivas

			El paradigma para la interpretación de la problemática competencial sobre la cuestión se encuentra en la STC 102/2017, de 20 de julio que examinó el recurso de inconstitucionalidad contra la Ley del Parlamento de Cataluña 7/2015, de 14 de mayo, de modificación de la Ley 3/2008, del ejercicio de las profesiones del deporte, porque se consideraba que invadía las competencias estatales previstas en los artículos 149.1.1 y 149.1.13 de la Constitución. Sin embargo, el fallo avala la constitucionalidad de la norma catalana, salvo en un punto, entre otros razonamientos:

			1.º Está amparada en las «competencias en materia de deporte (…) sin perjuicio de que también puedan entrar en juego las competencias autonómicas en materia de profesiones tituladas» (FJ 4.º).

			2.º La Generalitat «puede suscribir «acuerdos de colaboración» en el ámbito de sus competencias sobre deporte» (FJ 7.º).

			3.º La salvedad es la suscripción de convenios y acuerdos de equiparación de profesiones y competencias mínimas con Estados miembros de la Unión Europea porque «excede, por tanto, de la competencia autonómica para celebrar «acuerdos de colaboración» vinculada «al ejercicio del ius contrahendi reservado al Estado» (FJ 7.º).

			Ya advertimos en su momento que estimamos acertada la previsión que se manifestaba en la Disposición Adicional 8.ª del texto único de la Ley del Deporte de Cataluña para el dictado de una ley sobre las profesiones deportivas. Entre los argumentos jurídicos estaba la facultad de ordenación de los colegios profesionales en su territorio como sistema de control de las profesiones tituladas y la adscripción de la profesión a una materia sobre la que puede tener competencia el ente autonómico (CUCHI DENIA 2005).

			Las consecuencias prácticas de esta decisión que se infieren es que se descarta, inicialmente y con reservas, la doctrina que sólo por una ley estatal se puede regular una profesión titulada en el sector deportivo, con base en el artículo 149.1.1 CE que garantiza la igualdad a todos los españoles (JIMÉNEZ SOTO 2000), una vinculación que AGIRREAZKUENAGA (1998) considera como superflua. Más recientemente, se ha defendido esta opción porque permitiría al poseedor del título un plano de integración con otros títulos académicos (PALOMAR OLMEDA 2019) o, como una solución ante la regulación autonómica parcial y heterogénea (JAVALOYES SANCHÍS).

			Frente a ello, también se ha proclamado que con este fallo «todas las Comunidades Autónomas con competencias en materia de deporte (que son todas) estarán también facultadas para legislar sobre el ejercicio de las profesiones del deporte» (CAMPS POVILL 2017). Una ordenación también efectuada por entes autonómicos como Extremadura (Ley 15/2015, de 16 de abril); Madrid (Ley 6/2016, de 24 de noviembre); Murcia (Ley 3/2018, de 26 de marzo) o Navarra (Ley Foral 18/2019, de 4 de abril).

			El resumen con que nos quedamos, es la opinión ponderada de LANDABEREA UNZUETA quien, en 2008, determinaba que las competencias de algunas Comunidades Autónomas en la materia han de coexistir con aquellas que el Estado ostenta en virtud del art. 149.1 CE (149.1, apartados 1.º, 13.º y 16.º, sin olvidar el apartado 18.º) cuyo ejercicio puede condicionar, lícitamente, la competencia autonómica sobre este sector material. Una línea de posible dualidad también apuntada por otros autores (RIDAO MARTÍN).

			h) La «licencia deportiva única»: la STC 33/2018, de 12 de abril

			Sin entrar en el marco general sobre la obligatoriedad de la posesión de una licencia que autoriza al deportista a participar en una competición deportiva federada y que será abordado en otro tema del presente libro, si queremos hace una breve exposición a la STC 33/2018, de 12 de abril, sobre la «licencia deportiva única» y su incidencia en la distribución competencial deportiva. Un sistema que se instaura en el apartado 4 del artículo 32 de la Ley 1del Deporte, tras la reforma efectuada por la Ley 15/2014, de 16 de septiembre, y que será necesaria a «la participación en cualquier competición deportiva oficial» y con «efectos en los ámbitos estatal y autonómico», siendo expedida por las federaciones deportivas autonómicas que estén integradas en la federación estatal.

			Ante esta nueva ordenación, la Generalitat de Cataluña promovió un recurso de inconstitucionalidad que fue analizado en la citada STC 33/2018. Brevemente, debemos apuntar que los magistrados concluyen que:

			1.º La norma se enmarca en la materia deporte [FJ 3.d)].

			2.º En esta materia, recuerda que el Estado ostenta competencias exclusivamente sobre los «intereses generales» del «deporte español en su conjunto» [FJ 3.d)].

			3.º Se descarta una competencia sobre las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas, o por los intereses económicos vinculados a la «organización de eventos» relacionados con estas competiciones deportivas [FJ 3.d)].

			4.º La norma solo será válida en la medida en que puedan estar implicados «intereses generales — supraautonómicos— del deporte español en su conjunto», destacando la estructura de tipo asociativo y piramidal del sistema deportivo y el denominado efecto «vertical» de una licencia deportiva autonómica, teniendo poderes de coordinación del Estado aunque no puede imponer directamente este efecto transversal u horizontal en las licencias de las federaciones de ámbito autonómico [FJ 3.e)].

			5.º Por ello, el artículo 32.4 de la LD es constitucional siempre que se interprete que «se refiere exclusivamente a las competiciones oficiales de ámbito estatal» [FJ 3.f)].

			i) La prevención de la violencia en el deporte: la STC 148/2000, de 1 de junio

			Uno de los títulos que suelen invocarse para atribuir una competencia estatal en el deporte es la seguridad pública a la que se refiere el artículo 149.1.29 de la Constitución. Una competencia que, junto a la previsión del artículo 61 de la Ley del Deporte, fue el paraguas para dictar del Real Decreto 769/1993, de 21 de mayo, por el que aprobó el Reglamento para la Prevención de la Violencia en los Espectáculos Deportivos. Podemos anticipar que esta norma reglamentaria esta derogada tras la entrada en vigor del Real Decreto 203/2010, de 26 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 19/2007, de 11 de julio, contra la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte.

			El Reglamento de 1993 fue impugnado por la Generalitat de Cataluña ante el Tribunal Constitucional, que, en su STC 148/2000, de 1 de junio, avaló la norma y, por ende, la competencia estatal. De la citada resolución debemos subrayar varios ítems:

			1.º La no vinculación a la materia deporte. La norma «no se refiere al desarrollo estrictamente deportivo de estas competiciones, ni a regla alguna de tal carácter que deban tener en cuenta los deportistas, Ligas o Federaciones (…) disciplina las medidas que han de adoptarse para que determinadas competiciones de fútbol, singularmente las de ámbito estatal o internacional y las calificadas de alto riesgo, puedan celebrarse con orden, seguridad y sin peligro para las personas asistentes» (FJ 4.º).

			2.º La prevención de la violencia en espectáculos deportivos como objeto encuadrable en la seguridad pública. La resolución encuadra en la materia «seguridad pública» los brotes de violencia que pudieran producirse con ocasión de los encuentros deportivos, y en concreto «Todas aquellas medidas o cautelas que, dirigiéndose a la protección de personas y bienes, tengan como finalidad aún más específica evitar graves riesgos potenciales de alteración del orden ciudadano y de la tranquilidad pública». A sensu contrario, habrán de incluirse en la policía de espectáculos de competencia autonómica, aquellas «medidas o disposiciones [que] permitan el desarrollo ordenado del acontecimiento, según la naturaleza del espectáculo de que se trate, sin necesidad de recurrir a medidas extraordinarias» (FJ 10.º).

			3.º. La intervención de las Comunidades Autónomas en la citada prevención. El fallo confirma que las referencias a las «Funciones de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad», también son a la correspondiente Policía autonómica (FJ 13.º). También reafirma la posibilidad que, un ente autonómico con competencias, intervenga en la calificación del riesgo a través de los «centros directivos responsables de las organizaciones policiales» (apartado 1), que son los autonómicos, y su participación en la Comisión Nacional contra la Violencia en los Espectáculos Deportivos (apartado 2), aunque proclama su carácter único para todo el territorio nacional (FJ 13.º). Finalmente, los Coordinadores de Seguridad podrán ser miembros de la policía autonómica (FJ 14.º).

			Debe señalarse que la vigente norma de 2007, se dicta por una amalgama que incluye, además de los recurrentes «la organización del deporte federado estatal en su conjunto» y el «artículo 149.1.3.ª», este último respecto a la coordinación en la colaboración con los organismos internacionales competentes en la materia, con el anticipado artículo 149.1.29.ª de la Constitución. Todo ello «sin perjuicio de las competencias atribuidas a las Comunidades Autónomas (…) en materia de deporte».

			j) La supraterritorialidad

			Hemos dejado para el examen final de las posibles limitaciones a la competencia de las Comunidades Autónomas sobre el deporte, el que creemos que es el principal criterio que invita a una posible intervención estatal en la ordenación del sistema deportivo y que no es otro es el principio de territorialidad o ratione loci.

			Ha sido una constante en la jurisprudencia que se haya limitado la competencia de los órganos de una comunidad a los confines geográficos de la correspondiente comunidad (STC 38/2002, de 14 de febrero, FJ 6.º y STC 79/2017, de 22 de junio, FJ 13.º), aunque ello no impide que los efectos del ejercicio de la prerrogativa comunitaria, puedan alcanzar extramuros de dicho límite físico (STC 37/1981, de 16 de noviembre, FJ 1.º) especialmente en lo que afecta a la actividades de gestión.

			Y la ordenación deportiva no ha sido una excepción. Un ejemplo contemporáneo lo constituye la STS 339/2018, de 5 de marzo, que avala la modificación de los Estatutos de la Federación Española de Caza aprobada por el CSD, para incluir el agility como especialidad deportiva e impugnada por una Agrupación de dicha especialidad de la Comunidad Valenciana. Uno de los fundamentos para su certificación es que es «una competencia estatal cuyo ejercicio no menoscaba (…) la competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma Valenciana en materia deportiva» (FD 2.º).

			Ello nos conlleva a preguntar: ¿Puede una Comunidad reglamentar una competición que se celebra fuera del territorio de su comunidad, por imposibilidad de realizarla dentro de su espacio geográfico como sería una prueba de esquí por falta de nieve en sus estaciones de montaña? Se puede apuntar una respuesta positiva desde el prisma de la perspectiva del reparto competencial. Porque, y basándonos en la opinión vertida por el Tribunal Constitucional [(SSTC 48/1988, de 22 de marzo, FJ 4.º y 196/1997, de 13 de noviembre, FJ 9.ºb), entre otras], se permitiría que la actividad deportiva que organizan los entes autonómicos tenga efectos que pueden incidir en otras comunidades e incluso en todo el territorio nacional. Es lo que se ha denominado doctrinalmente como «competencia pública de extraterritorialidad» (CUCHI DENIA 2005).

			2.1.5. Recapitulación: Una competencia recurrente autonómica con confluencia de títulos incidentales estatales y sobre la que debe predominar una colaboración leal

			Hemos expuesto en las líneas precedentes de forma breve, pero esbozando las principales directrices, como se mantiene la dialéctica entre el Estado y las Comunidades Autónomas respecto a la distribución competencial del deporte, que es, con todas sus aristas y especificidades, una materia a efectos del reparto establecido en el Título VIII de la Constitución. Por eso, nos permitimos, a modo de corolario, ofrecer unas consideraciones finales sobre los principales ítems de ese marco de conflicto.

			1.º Es un paradigma consolidado que el deporte, con olvido o no del Constituyente, es una competencia stricto sensu exclusiva de las Comunidades Autónomas. No le falta razón LANDABEREA UNZUETA (1989) quien, de acuerdo a que la mayoría de disciplinas deportivas tienden a abrirse a espacios fuera de su territorio, señala que «quizás, por ello, fue un error atribuir a las Comunidades Autónomas el deporte como competencia exclusiva, pero más desafortunado es reformar el texto constitucional de forma solapada y oscura, dictando leyes marcos, de bases o armonizadoras en la materia deportiva».

			2.º El núcleo estricto de la actual regulación pública del deporte deberá regularse bajo parámetros determinados por el ente autonómico competente en el espacio físico donde se celebre la actividad o tenga su sede o su principal centro de actuación la entidad deportiva. Este estará integrado por todo lo que respecta a la organización pública de esta actividad, la relación y control de las asociaciones privadas que intervienen, las manifestaciones que se derivan de su práctica y los procedimientos que regulan la imposición de sanciones por la comisión de infracciones durante su celebración, y que constituye el ámbito del intervencionismo público en esta actividad.

			3.º El término exclusivo con el que se califican las competencias autonómicas debe matizarse, al no ser la materia deporte impermeable a ordenación externas. Como venimos proclamando desde 2005, el deporte, como las otras materias relacionadas en los artículos 148 y 149 de la norma constitucional o cualquier ámbito de la vida social, no es un compartimento estanco que pueda regularse únicamente por las reglas que llevan el calificativo de deportivas. Por ello, sería poco acertado a la realidad considerar que la potestad autonómica es plena y excluyente de cualquier incidencia externa.

			4.º Por tanto, en determinados momentos el universo deportivo, o más concretamente, ámbitos específicos se interconectan con otras áreas de la sociedad, produciéndose una interferencia entre las normas de ambos sectores sociales. Gráficamente, la incidencia produce una zona de contacto similar a las que se produce al área de intersección de dos conjuntos y que denominamos «zona de confluencia», como se produce en un evento deportivo, con aspectos como la salud de sus ejecutantes, su ámbito territorial o su seguridad, entre otros. Por tanto, se daría que «sobre un mismo ámbito y sobre las personas que en él actúen y las actividades jurídicamente relevantes que en él se desarrollen es posible concebir distintas competencias atribuibles a también distintos órganos» (SSTC 113/1983, de 6 de diciembre, FJ 1.º y 123/2003, de 19 de junio, FJ 2.º).

			5.º En consecuencia, es un hecho asumido objetivamente que el Estado influye en el régimen jurídico de esta materia, vía título indirectos o por parámetros como la supraterritorialidad para establecer una arquitectura jurídica para cimentar su razón de ser. Defendemos que el Estado incide sobre aspectos concretos de la ordenación jurídica del deporte mediante el recurso a títulos competenciales como la regulación del derecho de asociación (ex art. 22 CE en relación con el art. 81 del mismo texto) y, por ende, de determinados aspectos nucleares del asociacionismo deportivo; la regulación de las condiciones laborales de los deportistas (art. 149.1.7 CE), las bases de coordinación general de sanidad (art. 149.1.16 CE); la ordenación de los seguros (art. 149.1.11 CE); las bases sobre el régimen de las Administraciones Públicas (art. 149.1.18 CE), que comporta el procedimiento que regula la publificación de las funciones ejercidas por las principales asociaciones deportivas, o la facultad para dictar las bases del derecho a la educación (vía art. 27 CE) y consagrar la educación física como elemento clave para la formación del ciudadano, además de equiparar profesiones de naturaleza deportiva a la formación profesional, a lo que hay que unir la potestad que ostenta respecto a la homologación de los títulos deportivos a nivel de todo el Estado, lo que ha finalizado con el monopolio federativo en este sector. Finalmente, puede citarse la seguridad pública (art. 149.1.29 CE) u otros que puntualmente contactan como la legislación básica sobre el medio ambiente (art. 149.1.23 CE).

			En cambio, el artículo 43.3 CE no es un principio de atribución de potestades, como tampoco tiene este carácter el «interés general», tal y como hemos justificado.

			6.º El listado propuesto de títulos que inciden en el deporte es amplio. Al que proponemos se puede incluir valorar otras propuestas que invocan títulos específicos no deportivos, como la coordinación de la actividad exterior; fijación de un haz homogéneo de derechos y deberes o el poder subvencional (PALOMAR OLMEDA 2017).

			7.º El principal pilar de anclaje de la competencial estatal se encuentra en la supraterritorialidad. Las Comunidades Autónomas ejercen las facultades dimanantes de sus títulos competenciales en virtud del principio de territorialidad o ratione loci. Por tanto, cuando un elemento deportivo —una competición principalmente— supera el ámbito territorial de un ente autonómico, se produce la atracción hacia el ordenamiento estatal, pero nunca sobre la existencia de un título específico sobre el deporte.

			8.º La competencia recurrente sobre el deporte. Por tanto, si la normativa que regula la seguridad de un evento o los requisitos sanitarios que debe reunir un deportista es competencia de un ente público de base territorial que, en este caso es el Estado, éste será el foco normativo de estas disposiciones. Ello, nos permitiría catalogar estos ejemplos, y siguiendo la acepción propuesta por PÉREZ ROYO, de una «competencia recurrente», que son los supuestos en que, según las circunstancias, llevan a que sobre una materia confluyan diversos títulos competenciales (CUCHI DENIA, 2005). Ahora bien, las normas de este tipo que afecten a una práctica deportiva, un ámbito de éste o al deporte en su conjunto, serán siempre de seguridad, educativas, sanitarias, tributarias, laborales, etc., pero nunca deportivas.

			9.º Por tanto, el sistema deportivo español, entendido como el que regula y organiza la practica físico-deportiva en una localidad, en una provincia, en una comunidad autónoma o a nivel estatal, debe basarse en una colaboración leal sobre las premisas anteriores. Y por ello, como propusimos en 2005,y ampliamos en 2020, debemos apostar por:

			A) Siguiendo a MUÑOZ MACHADO, habría que buscar fórmulas de relación entre las autonomías entre sí, y entre éstas y el Estado, que evitarían «las distorsiones que el límite territorial proyecta para el correcto desenvolvimiento de los servicios públicos. No hay razón, por ejemplo, que una licencia de caza expedida por una Comunidad Autónoma no tenga efectos generales en todo el territorio; más bien «lo contrario conduciría al absurdo de tener que multiplicar las intervenciones administrativas».

			B) Son necesarias unas actuaciones de colaboración estrictas entre el Estado y los entes autonómicos, y entre éstos, como ocurre en países de estructura federal, y articular de forma permanente el funcionamiento de una conferencia sectorial específica que agrupe a los responsables del deporte. Fue una propuesta que efectuamos en 2005 y, que en 2020 nos hemos felicitado porque esté en funcionamiento la Conferencia Sectorial de Deporte, creada al amparo de la LRJSP. Un ente que está previsto que se positivice en la legislación deportiva como apunta el citado Anteproyecto de 2019 (CUCHI DENIA 2020).

			C) Con ello evitaríamos la búsqueda de una competencia estatal sobre esta materia recurriendo a principios generales del sistema competencial y una reordenación o sustracción de competencias constitucionalmente otorgadas y arrogarse una prerrogativa directa para organizar en su totalidad y con una extensa ley que descienda a controlar todo el marco de un sector social que nuestra Ley fundamental no le atribuyó.

			D) Esta proclama programática, no exenta de ser un deber, se tiene que traducir en la realidad y ello se debe basar en la denominada «fidelidad federal» o Bundestreue. Este principio constitucional no escrito, se plasma en una actuación ética institucional objetivizada de la que nacen una serie de obligaciones y deberes recíprocos. Sobre los elementos que incorpora, se ha recordado contemporáneamente que consisten en un «deber de auxilio recíproco»; «recíproco apoyo y mutua lealtad» o «un deber de colaboración e información recíproca entre las Administraciones implicadas» (STC 135/2020, de 23 de septiembre, FJ 4.º).

			
2.2. COMPETENCIAS DE LAS ENTIDADES LOCALES


			En el presente apartado, procederemos a examinar, analizar y explicitar como encajan las entidades locales en un universo deportivo dominado por la tensión Estado-Comunidades Autónomas y cuál es el marco básico de las principales competencias en materia de deporte de los municipios, las provincias y los entes supramunicipales como las comarcas y las islas y a que controles o límites se deberán someter para ejecutar sus potestades, dentro de la dialéctica arriba expuesta. Como en los epígrafes anteriores, debemos dejar para otras investigaciones precedentes cual han sido los antecedentes normativos de las competencias deportivas locales (CUCHI DENIA 2007).

			2.2.1. La Ley de Bases de Régimen Local como marco general de las competencias deportivas

			Como excursus inicial, debemos recordar que las entidades locales han consolidado la autonomía local prevista en los artículos 137 y 140 CE, plasmada en el artículo 2.1 de la Ley de Bases del Régimen Local de 2 de abril de 1985 dictada al amparo del artículo 149.1.18 CE y que sufrió una importante reforma por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Un principio nuclear que se configura como una garantía institucional con un contenido mínimo que el legislador debe respetar y concretado en el «derecho de la comunidad local a participar a través de órganos propios en el gobierno y administración de cuantos asuntos le atañen» (STC 40/1998, de 19 de febrero, FJ 39.º). A ello se une que las Comunidades Autónomas también han legislado sobre estos entes conformando un régimen definido como «bifronte», que supone que «ambas formas de organización se superponen sin anularse» (STC 84/1982, de 23 de diciembre, FJ 4.º).

			Finalmente tenemos que hacer mención a la Provincia y a su autonomía conformada en los artículos 137 y 141 de la Constitución. El Tribunal Constitucional ratificó, tempranamente, el valor de la Provincia en el sistema organizativo territorial español y determinó sus características como «entidad local» que goza de autonomía para la gestión de sus intereses (STC 32/1981, de 28 de julio, FJ 3.º).

			a) Los municipios

			La Ley de Bases hace una mención específica al deporte dentro de su corpus, que ya efectúo tanto en su redacción original como en la reforma operada por la Ley 27/2013. La primera cita es en su actual apartado segundo del artículo 25. Un precepto que se puede catalogar como el «contenido mínimo» de competencias o facultades que puede tener un municipio y que consiste en «actividades y prestar los servicios públicos que contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal», aunque como recuerda el mismo precepto, estas competencias se ejercerán «en los términos de la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas». En la vigente letra l) del citado apartado segundo se considera que el municipio ejercerá competencias sobre «Promoción del deporte e instalaciones deportivas y de ocupación del tiempo libre», sustituyendo la redacción inicial que establecía una disyuntiva entre «Actividades o instalaciones culturales y deportivas».

			Al respecto debemos hacer una puntualización. La norma básica no establece competencias, sino un catálogo de materias en las que las Corporaciones Locales deben disponer de alguna competencia. Estas pueden ser tanto normativas, por mediación de su potestad reglamentaria, como ejecutivas o de participación, sin que la Constitución o la Ley de Bases configure «cuál deba ser la intensidad o la medida concreta de las competencias que deba atribuirse en la legislación autonómica sectorial a los entes locales» (STC 51/2004, de 13 de abril, FJ 10.º y STC 57/2015, de 18 de marzo, FJ 10.º).

			La segunda mención se produce en el artículo 26, al relacionar una lista de servicios mínimos que deben prestar las Administraciones locales y que están clasificados según corresponda a todos los municipios, o con población superior a 5.000, 20.000 y 50.000 habitantes. En concreto, para los municipios con población superior a 20.000 habitantes se prevé en su apartado primero, letra c), las «instalaciones deportivas de uso público».

			Por ello, entendemos que, con una mera referencia a las normas reguladoras de la competencia en el sector deportivo prevista en la Ley de 1985, se subraya la garantía institucional de los municipios en esta materia y que la legislación autonómica «no puede vaciar de contenido» como indicó el Consejo de Estado en 1991.

			Pero, a partir de este andamiaje el legislador sectorial autonómico puede construir una estructura con las facultades prácticas del sector deportivo municipal, que deberá ajustarse a los dictados programáticos del poder autonómico, con potestad.

			Para finalizar el análisis de este cuadro básico debemos hacer referencia al artículo 27 de la Ley de Bases que, en su nueva redacción, prevé tanto el Estado como las Comunidades Autónomas, «podrán delegar en los Municipios el ejercicio de sus competencias». Todo ello, con el fin de «mejorar la eficiencia de la gestión pública, contribuir a eliminar duplicidades administrativas». Y entre estas competencias, está en el apartado tercero, letra h), la «Gestión de las instalaciones deportivas de titularidad de la Comunidad Autónoma o del Estado, incluyendo las situadas en los centros docentes cuando se usen fuera del horario lectivo». Como se puede comprobar, el precepto no hace distinción de cuál será el fin o la actividad que se efectúe en las infraestructuras, tanto si es para deporte de alto nivel como si para el deporte popular o para todos.

			b) Las provincias

			La Ley de Bases, al contrario que respecto a los municipios, no ofrece un listado de competencias o materias sobre las que las Diputaciones Provinciales pueden asumir funciones. El artículo 36.2 se limita a relacionar un cuadro de funciones genéricas sobre las que se deben incardinar las diferentes actividades públicas susceptibles de ser ofrecidas por dicho ente. Ello confiere, a nuestro entender, que el ente provincial deviene como un órgano asistencial de los municipios o, como su sustituto de éstos cuando no ejercen una competencia o servicio asignado o le es imposible ponerlo en práctica. Una capacidad de asistencia que tendría su reflejo, por ejemplo, en el artículo 162 del Reglamento de servicios de las Corporaciones Locales que prevé entre los servicios de cooperación provincial, especialmente para los Municipios de menos de 20.000 habitantes, los «campos escolares de deportes» [art. 162.3, letra i)].

			Finalmente, y junto a estas funciones básicas, el artículo 37 prevé que las corporaciones provinciales puedan asumir competencias delegadas por las Comunidades Autónomas, con sujeción plena a sus instrucciones generales y particulares (apartado primero) o del Estado, previa consulta e informe de la Comunidad Autónoma (apartado segundo).

			2.2.2. La legislación municipal autonómica y del deporte

			a) Los municipios

			Las Leyes municipales de ámbito autonómico han optado por adoptar el modelo estatal, debido al carácter de básica de su normativa, incluyendo diferencias puntuales.

			Por lo que concierne al deporte, y a modo de ejemplo y siguiendo un orden cronológico por la fecha de publicación de sus normas, hallamos la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de regulación de la Administración local de Navarra que no produce una enumeración de las competencias municipales, remitiéndose a la legislación general (art. 29).

			En Galicia, su Ley 5/1997, de 22 de julio, de normas reguladoras de la Administración Local reitera el esquema previsto en la Ley de Bases en sus artículos 80.2.n) y 81.c). Además, instaura en su artículo 86.b) como posible actividad complementaria «el deporte» e incluye como bien de servicio público las «piscinas y campos de deporte» (art. 265). Por su parte, la Ley 1/1998, de 4 de junio, de normas reguladoras del Régimen Local de Castilla y León dispone únicamente la competencia municipal en «Deportes» en su artículo 20.1.p). En cambio, Aragón, retoma el marco básico estatal en sus artículos 42.2.n) y 44. Un modelo que también prevé la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña aprobada por Decreto Legislativo 2/2003, de 28 abril en sus artículos 66.3.n) y 67.c), aunque el límite de población, según la Ley del Deporte catalana, se rebaja hasta los 5.000 habitantes (art. 39.2). También incorpora el deporte como una de las actividades complementarias (art. 71.b).

			La apuesta por un listado más completo de competencias municipales es la realizada por Andalucía en su Ley 5/2010, de 11 de junio, de autonomía local de Andalucía en su artículo 9.18. Por su parte, la Ley 2/2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi, en su artículo 17.1 dedicado a las Competencias propias de los municipios concreta un ámbito material básico: «19) Ordenación y promoción del deporte y de actividades deportivas y gestión de equipamientos deportivos de uso público». Una opción más concreta que se reproduce de forma similar en la Ley 3/2019, de 22 de enero, de garantía de la autonomía municipal de Extremadura (art. 15.1.d.3.º).

			b) Las provincias

			La mención a las potestades de los entes provinciales se mueve en unos parámetros muy variados, tal y como se desprende de los siguientes ejemplos.

			Así, encontramos Comunidades Autónomas como Castilla-La Mancha que, en su Ley 2/1991, de 14 de marzo, de coordinación de las Diputaciones Provinciales y entre las materias de interés general para la comunidad (artículo 6), incluye la «Organización del deporte de competición oficial, deporte escolar y universitario y la representación deportiva institucional de la Región» [apartado f) in fine]. En contraposición, encontramos como competencias que no sean de interés general y que pueden ser delegadas en las Diputaciones, la difusión del «deporte de carácter provincial» [art. 11.d)]. Galicia también ofrece un margen a las Diputaciones al incluir en la Ley 5/1997 de la Administración Local la posibilidad de crear o mantener servicios en la «Organización de concursos y exposiciones y de cualquier otra actividad cuya finalidad sea el fomento en materia de (...) deporte» [art.118.d)]. Frente a ello, la Comunidad Valenciana, por mediación de la Ley 2/1983 de 4 de octubre, declara de interés general determinadas funciones de las Diputaciones como los «deportes y ocio» (art. 2.1.f) permitiendo que la Administración autonómica asuma la coordinación.

			Finalmente, y en el caso de Cataluña, su Ley 5/1987, del Régimen Provisional de las Competencias de las Diputaciones Provinciales, apuesta por un reparto entre la Generalitat y las comarcas de las competencias provinciales, aunque respetando sus competencias de asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica, de acuerdo a la legislación estatal (art. 4). Este desapoderamiento fue validado por el Tribunal Supremo en sus STS de 21 de abril de 1997 (Rec. 11660/1991) y la STS de 13 de marzo de 2000 (Rec. 1353/1992). Centrándonos en la primera, este pronunciamiento considera que la competencia mínima del «fomento» de los intereses peculiares de la Provincia expresado en el artículo 36.1.d) de la Ley de Bases, no resulta afectada porque una Ley autonómica del deporte establezca su propia distribución, porque al ser el deporte una competencia exclusiva «una vez salvada la garantía institucional se conceda su fomento a otras Administraciones, máxime cuando tal actividad ciudadana física no se incluye expresamente dentro de esos intereses peculiares» (FD 2.º).

			2.2.3. La Ley del Deporte estatal y las entidades locales

			Pese al papel predominante de las facultades autonómicas, también hay que mencionar la cita de las competencias municipales en la Ley del Deporte estatal de 1990. Esta realiza una simple evocación — «lógico silencio» lo define TEJEDOR BIELSA— a la coordinación con las Corporaciones locales en competencias que puedan afectar a los intereses generales del deporte en el ámbito nacional (art. 2). También invoca la intervención del Ayuntamiento del lugar donde radiquen las instalaciones de una Sociedad Anónima Deportiva cuando se produzca una enajenación de estas (art. 25). Una mención que, calificamos de respetuosa, porque el legislador estatal comprende que es la perspectiva autonómica es la competente para determinar las directrices de la actuación municipal.

			2.2.4. La legislación sectorial deportiva autonómica

			Las diecisiete leyes deportivas autonómicas hacen una mención de los municipios y de provincias en sus respectivos articulados, que exponemos en el siguiente cuadro.

			FIGURA 3

			Las Leyes del deporte autonómicas y los entes locales
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			2.2.5. La plasmación efectiva de las competencias deportivas de las entidades locales

			Sin entrar en un comentario exhaustivo sí podemos recapitular los elementos comunes en las ordenaciones, tanta genéricas como sectoriales deportivas, respecto a los municipios y las provincias que constituirían sus principios parámetros.

			a) Los municipios

			1.º Los municipios, y por ende las provincias, tiene el aval normativo que les permite cumplir su papel como poder público de fomento del deporte que establece el artículo 43.3 de la Constitución. Es un hecho constatando que existe una tradición municipal de fomento del fenómeno deportivo que integraría algunas actividades como las carreras populares (pedestres, ciclistas, etc.) o los torneos de fútbol-sala y de otras modalidades deportivas, así como las competiciones bajo el formato de «XXIV horas» o similares aprovechando las fiestas patronales. Por tanto, nuestro ordenamiento jurídico otorga una legitimación clara para la capacidad del municipio en este campo social (MALARET I GARCÍA). La consecuencia es que pueden definir políticas públicas propias que fomenten el deporte actuando conforme al mandato constitucional (TOSCANO GIL).

			El marco normativo permite disociar, siguiendo a TEROL GÓMEZ (2017), entre: A) Como competencia propia de todos y cada uno de los municipios y provincias que incluiría la previsión de los artículos 25 y 36 de la Ley de Bases; B) Como objeto de delegación de competencias por parte del Estado y las Comunidades Autónomas, de acuerdo al artículo 27 de la misma norma básica; C) Como objeto de prestación obligatoria de determinados servicios, que estaría integrado por la previsión establecida en el artículo 26 de la citada norma y el denominado «el servicio deportivo municipal».

			2.º Se ha consolidado que «el ámbito municipal es el más adecuado para fomentar el «deporte para todos». Una posición que ya anticipamos que ha avalado el Tribunal Supremo en sus citadas SSTS de 11 de julio de 1984 y 20 de junio de 2006.

			Sin embargo, hay autores que propugnan que también se incluya el deporte-espectáculo y el deporte de alta competición (TOSCANO GIL). Una inclusión que apoya TEROL GÓMEZ (2017), quien considera que el intervencionismo municipal respecto al deporte profesional se da, exponiendo el ejemplo de las ayudas públicas que se realizan, bien en forma de patrocinio institucional, bien en forma de subvenciones directas o bien accediendo incluso a la propiedad de acciones de los equipos. Ahora bien, dicha promoción no debería ser desde los servicios de deportes locales, sino desde otras estructuras para no detraer recursos de los servicios obligatorios (LUNA QUESADA).

			3.º Las competencias municipales se hallan reguladas bajo directrices de normas estatales o autonómicas. El prefacio que hicimos en su momento sobre las características de la autonomía local, tiene su traslación en el deporte con combinaciones en sus articulados que conjuntan la legislación local, ya sea estatal o autonómica con la legislación sectorial deportiva.

			4.º Por lo que concierne al contenido de las competencias deportivas de los entes locales, la literatura científica ha disociado en varias tipologías. Diacrónicamente, hallamos propuestas de competencias municipales sobre las actividades físico-deportivas del tiempo libre y la existencia de instalaciones para la práctica deportiva (ORTEGA/CAMPS/LAGARDERA, MONGE GIL); El establecimiento un «servicio deportivo municipal» como el conjunto de actividades de la Administración Local y que concreta, como principal actuación, la construcción de la instalación o equipamiento deportivo y su mantenimiento, destacando las prestaciones del servicio por las Escuelas Deportivas Municipales (ALONSO GARCÍA); O La promoción de toda clase de actividades, aunque con un servicio mínimo concretado en la construcción, conservación y ordenación del uso de las instalaciones (REAL FERRER, 1991). En estudios posteriores se ha optado por una ampliación que incluiría facetas de gestión, colaboración, participación y logro de determinados fines deportivos, así como la promoción del deporte, especialmente del deporte para todos (DE LA PLATA CABALLERO et altri); la autorización para la realización de las actividades y espectáculos deportivos y la organización de la estructura local (LUNA QUESADA), O la consagración de dos prestaciones: a) asegurar y optimizar el funcionamiento de las instalaciones deportivas; y b) implementar unos programas de promoción y prácticas deportivas (BOMBILLAR/LUNA).

			Nuestra propuesta es más sintética y concreta la actuación municipal en tres ejes: la creación de espacios e instalaciones deportivas, un servicio de promoción del deporte y una promoción y apoyo a las entidades deportivas locales (CUCHI DENIA, 2007).

			El resumen es que la actuación municipal en materia deportiva queda garantizada por un mínimo competencial que le permite desarrollar una política deportiva municipal, pero de acuerdo a los parámetros que establece el legislador sectorial autonómico. Pero reclamamos que la legislación autonómica sobre régimen local debería incluir el conjunto de competencias que, de forma estable, corresponden a los municipios en materia de deporte, con independencia del sistema deportivo adoptado por la Comunidad Autónomas, así como definan los contenidos mínimos del servicio deportivo municipal como materialización del mandato del artículo 43.3 CE.

			b) Las provincias

			1.º Las provincias cuenta con ese mínimo competencial que le atribuye la Ley de Bases de Régimen Local. Sin embargo, es un hecho objetivo que las leyes autonómicas tienen una tendencia consistente en que las corporaciones provinciales son entes que restan eficacia a sus competencias sobre la materia, o que interfieren su actuación o política deportiva como vimos en el gráfico sobre la normativa deportiva autonómica.

			2.º La ausencia de una delimitación concreta de facultades propias en este sector. Desde la Doctrina, MONGE GIL postulaba ya, en 1987, que una futura Ley del deporte de Aragón debía reducir al mínimo las competencias de las Diputaciones Provinciales. Un año más tarde, ALONSO GARCÍA Reconoció que las Diputaciones ostentarían funciones de coordinación y asistencia a los municipios concretadas en supuestos de instalaciones provinciales y de cobertura de servicios mínimos provinciales, así como asistencia técnica. Una opción de cooperación y asistencia que también propugnaba REAL FERRER (1991) y que, parece la más práctica y adecuada a la realidad. Sin embargo, TEROL GÓMEZ (2017) también propugna que las corporaciones provinciales pueden dirigir prácticamente en solitario la actuación política a nivel deportivo en su territorio, asumiendo la organización misma de actividades diversas.

			3.º «La desprovincialización del deporte». La aparición de las Comunidades Autónomas ha difuminado el rol deportivo del ente provincial. Por ello, describimos esta situación como «La desprovincialización del deporte», por la asunción de sus funciones o la redistribución a otros entes territoriales intermedios, sin producirse una vulneración del marco competencial ni una indefensión de la Provincia. Por ello, reiteramos que la única vía que puede entenderse como «directa» para la intervención del ente provincial estaría engarzado con la previsión establecida en el artículo 36.1.d) de la Ley de Bases, que permite a la Provincia «el fomento y la administración de los intereses peculiares de la Provincia», que sería el marco para una posible intervención. Aplicando la cláusula general de competencia que permite que sea la propia Provincia la que identifique su propio círculo de intereses y organice los correspondientes servicios (art. 3.1 de la Ley de Bases), y no estando su establecimiento limitado por la existencia de otras Administraciones, podrá prestar servicios públicos en las mismas materias, incluso de forma coincidente. El límite será el respeto a la ordenación ajena y su significado de complemento o suplencia (CUCHI DENIA 2007).

			2.2.6. Los entes intermedios y sus competencias respecto al deporte

			Este último apartado estará dedicado a esos entes supramunicipales que, cada vez más, tienen implicación en la promoción del deporte en un ámbito que es superior al de municipio e inferior al provincial. Nos referimos, concretamente, a las comarcas y a las islas, sobre los que en 2007 ya nos preguntamos si eran «¿El nuevo ente asistencial de los municipios?» en materia deportiva en varias comunidades. Como entonces, apostamos por una respuesta afirmativa, asumiendo, que no tienen únicamente una función de órgano asistencial, sino como papel de ejecutor de política autonómica mediante la delegación de funciones para la organización de competiciones, especialmente de ámbito escolar; realizar diversas acciones públicas como la construcción de instalaciones, mediante planes de fomento de dichas infraestructuras; u organizar directamente las actividades que ha asumido como competencias propias, como torneos comarcales de diversas modalidades deportivas. Todo ello, de acuerdo a la arquitectura reguladora que expondremos a continuación.

			a) Las comarcas

			La Ley de Bases de 1985 ha consagrado el carácter de ente local de las comarcas [arts. 3.2.b) y 42]. Su ordenación, «esté o no prevista en los Estatutos, puede ser objeto de legislación estrictamente autonómica (...)respetando la legislación estatutaria y básica a este respecto, si es que existe» (STC 168/2016, de 6 octubre, FJ 4.º).

			Un ejemplo de adhesión a la creación y dotación de potestades a esta entidad es Aragón, cuya evolución regulatoria culmina con el Decreto Legislativo 1/2006, de 27 de diciembre por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Comarcalización de Aragón y que establece como competencia propia el «deporte» (art. 9.1.10). Un mandato que reitera en un específico precepto —el artículo 21—, en el que relaciona facultades de tipo general, especialmente promocionales, y de tipo particular, concretadas en aspectos relativos a instalaciones y competiciones en su territorio, así como la gestión de su respectivo Servicio Comarcal del Deporte. Este marco se ha reflejado en las leyes aragonesas de creación de cada comarca, como la Ley 20/2002, de 7 de octubre, de creación de la Comarca del Bajo Cinca/Baix Cinca (art. 5.1.10).

			También hallamos una mención en Castilla y León con la Ley 1/1991, de 14 de marzo, que instauró la comarca del Bierzo, y que, en su redacción por la Ley 17/2010, de 20 de diciembre, establece en su artículo 4, letra g) la competencia sobre «deporte». Otras apuestan por plasmarlas en legislaciones sobre la comarca como Cantabria [Ley 8/1999, de 28 de abril, art. 9, letra e)] o La Rioja [Ley 1/2003, de 3 de marzo, art. 71.2. letra g)].

			En contraposición, Galicia la prevé esta competencia en su Ley 7/1996, de 10 de julio, de desarrollo comarcal, ni Cataluña tampoco en su Decreto Legislativo 4/2003. Esta última, deriva las competencias comarcales en el artículo 40 de su Ley del Deporte.

			b) Las islas

			La peculiaridad geográfica de las dos comunidades insulares, Canarias e Illes Balears, ha permitido articular a la Isla como un elemento destacado de su organización, tal y como se recoge en sus correspondiente Estatutos (art. 65 y art.8, respectivamente y un reconocimiento del papel que deben tener los órganos rectores de estos territorios infraprovinciales que son, respectivamente, los Cabildos Insulares canarios y los Consejos Insulares baleáricos. A estos últimos, se les atribuye potestades o funciones reglamentarias y ejecutivas, reservando la potestad legislativa al Parlamento balear (STC 132/2012, de 19 de junio, FJ 3.º).

			En el archipiélago canario, los Cabildos Insulares asumen, en su artículo 70.2 de la norma estatutaria, competencias sobre «p) Cultura, deportes, ocio y esparcimiento», aunque serán «funciones ejecutivas de carácter insular en el marco y dentro de los límites de la legislación aplicable». Este papel se debe complementar, en la actualidad, con el listado de competencias que presenta la Ley canaria del Deporte que, en su artículo 11 establece un listado de ocho competencias a las que se pueden adicionar las que les atribuye la legislación de régimen local y las transferidas por la legislación canaria. Además, asumen la política sobre infraestructura deportiva de cada isla por mediación de los mediante los planes insulares de instalaciones deportivas (art. 44).

			También se ha producido una descentralización de las potestades sobre la actividad físico-deportiva en las Illes Balears. El vigente Estatuto de Autonomía dispone en su artículo 70.9, y como competencia propia de los Consejos Insulares, la de «Deporte y ocio. Fomento y promoción de las actividades deportivas y de ocio». A ella se pueden añadir «además de las que les vengan atribuidas por la legislación estatal».

			Su marco distributivo se rige por la Ley 6/1994, de 13 de diciembre, en la que se atribuye a estas Administraciones una serie de competencias en materia deportiva (art. 6) de la que se disocian las que se reservan a la entidad autonómica (art. 11). Como en el supuesto canario, la remisión a la legislación sectorial tuvo su traducción en una mayor ampliación competencial, concretado en el artículo 11 de la Ley del Deporte balear.

			
3. SISTEMA DE FUENTES NORMATIVAS DEL SECTOR DEPORTIVO

			
3.1. PREVIO


			El sector deportivo presenta una estructura normativa ciertamente compleja, por cuanto su régimen jurídico viene integrado, tanto en el orden estatal como en el ámbito autonómico, por normas públicas, comunes a todas las modalidades deportivas, y por normas de origen privado y carácter específico. Son éstas las denominadas por un sector de nuestra doctrina «fuentes terciarias», que, a diferencia de las primarias (la ley) y las secundarias (los reglamentos) son manifestación de la autonomía normativa de las asociaciones privadas (AGIRREAZKUENAGA).

			En este apartado nos ocupamos en primer lugar del régimen jurídico público (3.2) y después de la estructura normativa de origen privado (3.3), con especial referencia a los estatutos, reglamentos y otros instrumentos regulatorios (3.3.1) y a las reglas de juego (3.3.2).

			
3.2. FUENTES NORMATIVAS PÚBLICAS


			El deporte moderno careció, en sus inicios, de un régimen jurídico público, al ser organizado —y reglamentado— por los propios deportistas, que, de una parte, consolidaron una estructura y un sistema —que se mantiene— basado en los clubes y las federaciones deportivas y, de otra, merced a la capacidad normativa de estas, instituyeron un ordenamiento deportivo integral. La organización del deporte tuvo, pues, en principio, carácter rigurosamente privado y, en lo sustancial, autónomo, al basarse en unos entes asociativos específicos independientes de los poderes públicos, en la asunción de la titularidad de las competiciones y en la autorreglamentación tanto en el estricto ámbito organizativo como en el orden puramente competicional.

			Esta absoluta autonomía orgánica y normativa del sector deportivo no se ha mantenido, en sus términos originarios, por el Estado contemporáneo, que considera imprescindible la intervención pública en el deporte, no solo por el interés general en su práctica, sino por su creciente repercusión social y económica. Tal intervención se ha llevado a cabo, con respeto de la originaria estructura organizativa privada, a través de una extensa e intensa regulación del fenómeno deportivo.

			Dicha regulación pública del deporte procede en España tanto del Estado como de las Comunidades Autónomas, a partir del ya examinado esquema de reparto competencial, sin que exista jerarquía normativa entre las fuentes estatales y las autonómicas. Como destaca GAMERO, se conforman, de esta forma, grupos normativos diferenciados, estructurados en ramas o racimos: por un lado están las normas estatales, debidamente vertebradas entre sí; y, por otro, las normas autonómicas, asimismo agrupadas y jerarquizadas armónicamente.

			En este punto, no cabe cuestionar que la regulación de cualquier actividad social —y el deporte lo es— corresponde a los poderes públicos legítimos. Como nos recuerda BERMEJO, no hay sectores de la sociedad en los que, como «rincones» o «islas», no quepa la legítima intervención de los poderes públicos, salvo que lo impida expresamente la Constitución. Es incuestionable, pues, la capacidad de establecer normas en el deporte, como en cualquier otro sector, por parte de los poderes públicos en función de sus respectivas competencias.

			Pues bien, en el ámbito estatal, la fuente normativa pública básica es la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte, que derogó a la Ley 13/1980, de 30 de marzo, General de la Cultura Física y del Deporte, que fue la primera ley reguladora de este sector tras el cambio de régimen político.

			La vigente LD constituyó, en su momento, un buen marco normativo que, con un equilibrado modelo de colaboración público-privado y la modernización de las estructuras, logró un alto nivel competitivo en el deporte español. Hoy, no obstante, resulta innegable que, junto a sus carencias originarias, el transcurso del tiempo ha ido generando aspectos deficitarios de una regulación que, treinta años después, se muestra en general insuficiente y, en algunas materias, inadecuada para dar respuesta a la realidad actual del sector deportivo y a las demandas de sus agentes.

			Ciertamente a muchos de los requerimientos se ha venido haciendo frente con reformas parciales y leyes especiales. Pero en otros las reformas se han ido postergando a la espera de una nueva Ley del Deporte. Es el caso, entre otros, del régimen jurídico del deporte profesional, en el que, pese a la conciencia de su imprescindible remodelación integral, no se han abordado las necesarias reformas, salvo en lo relativo a la explotación de contenidos audiovisuales de las competiciones de fútbol.

			El 1 de febrero de 2019 el Consejo de Ministros aprobó un Anteproyecto de Ley del Deporte, pero, en estos momentos, no es previsible su pronta tramitación parlamentaria.

			Junto a la LD se sitúan, en este marco normativo común, las leyes especiales, la normativa complementaria y sus disposiciones reglamentarias o de desarrollo.

			A) Las leyes especiales son tres:

			— Ley 19/2007, contra la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte.

			— Ley Orgánica 3/2013, de 20 de junio, de protección de la salud del deportista y lucha contra el dopaje en la actividad deportiva, que previsiblemente va a ser sustituida por una LO de lucha contra el dopaje en el deporte, actualmente en fase de anteproyecto.

			— RD-Ley 5/2015, de 30 de abril, de medidas urgentes en relación con la comercialización de los derechos de explotación de contenidos audiovisuales de las competiciones de fútbol profesional.

			B) Las disposiciones de desarrollo, tanto de la LD como de las leyes especiales son numerosas, por lo que nos limitaremos a enumerar aquí las que podemos considerar como básicas:

			a) En materia de organización cabe destacar:

			— RD 460/2015, de 5 de junio, por el que se aprueba el Estatuto del Consejo Superior de Deportes.

			— RD 2075/1982, de 9 de julio, sobre actividades y representaciones deportivas internacionales.

			— RD 630/1993, de 4 de mayo, sobre la Asamblea General del Deporte.

			— RD 53/2014, de 31 de enero, por el que se desarrolla la composición, organización y funciones del Tribunal Administrativo del Deporte.

			b) Sobre entidades deportivas:

			— RD 1835/1991, de 20 de diciembre, sobre federaciones deportivas españolas y Registro de Asociaciones Deportivas.

			— RD 1251/1999, de 16 de julio, sobre sociedades anónimas deportivas.

			c) Sobre titulaciones deportivas:

			— RD 1363/2007, de 24 de octubre, por el que se establece la ordenación general de las enseñanzas deportivas de régimen especial.

			— RD 950/2015, de 23 de octubre, por el que se crea el Centro Superior de Enseñanzas Deportivas y se establece su estructura y funcionamiento.

			d) En el régimen jurídico del deportista, es disposición básica de desarrollo el RD 971/2007, de 13 de julio, sobre deportistas de alto nivel y alto rendimiento. Como disposición complementaria [dictada en desarrollo del art. 2.1.d) del ET] puede incluirse en este lugar el RD 1006/1985, de 26 de junio, por el que se regula la relación laboral especial de los deportistas profesionales.

			e) En materia de protección de la práctica deportiva, es básico el RD 849/1993, de 4 de junio, por el que se determinan las prestaciones mínimas del seguro obligatorio deportivo. Como norma complementaria [dictada en desarrollo del art. 2.1.d) del ET], el RD 287/2003, de 7 de marzo, por el que se integra en el Régimen General de la Seguridad Social a los deportistas profesionales.

			f) Desarrollan la Ley 19/2007, contra la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte:

			— RD 748/2008, de 9 de mayo, por el que se regula la Comisión Estatal contra la Violencia, el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Deporte.

			— RD 203/2010, de 26 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de prevención de la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte.

			g) Desarrollan la LO 3/2013, de 20 de junio, de protección de la salud del deportista y lucha contra el dopaje en la actividad deportiva:

			— RD 461/2015, de 5 de junio, por el que se aprueba el Estatuto de la Agencia Española de Protección de la Salud en el Deporte.

			— RD 63/2008, de 25 de enero, por el que se regula el procedimiento para la imposición y revisión de sanciones disciplinarias en materia de dopaje.

			— RD 641/2009, de 17 de abril, por el que se regulan los procesos de control de dopaje y los laboratorios de análisis autorizados, y por el que se establecen medidas complementarias de prevención del dopaje y de protección de la salud en el deporte.

			h) La disciplina deportiva se encuentra desarrollada por RD 1591/1992, de 23 de diciembre.

			i) El deporte universitario se rige por RD 2069/1985, de 9 de octubre, sobre articulación de competencias en materia de actividades deportivas universitarias.

			j) El deporte militar tiene como norma básica la Orden 98/1993, de 11 de octubre, por el que se reorganiza el Consejo Superior de Educación Física y Deportes de las Fuerzas Armadas.

			k) El RD-Ley 5/2015, de 30 de abril, de medidas urgentes en relación con la comercialización de los derechos de explotación de contenidos audiovisuales de las competiciones de fútbol profesional, ha sido parcialmente desarrollado por RD 2/2018, de 12 de enero.

			l) Por último, en materia de Derecho premial, está el RD 1523/1982, de 18 de junio, por el que se crea la Real Orden del Mérito Deportivo.

			Por su parte, las CC. AA. cuentan todas ellas, como ya se ha expuesto, con una ley reguladora del deporte y distintos reglamentos con los que se desarrollan, entre otras, las previsiones en materia de organización, clubes y federaciones, sanciones administrativas y disciplina deportiva, instalaciones, deporte en edad escolar, formaciones deportivas o voluntariado.

			
3.3. FUENTES NORMATIVAS DE ORIGEN PRIVADO


			3.3.1. Estatutos, reglamentos y otros instrumentos regulatorios

			Según hemos apuntado, una de las particularidades más significativas del Derecho deportivo es la relevancia de las disposiciones federativas que —expresión de un genuino poder autorreglamentario— constituyen el elemento básico conformador del modelo tradicional o clásico de organización deportiva.

			Las disposiciones federativas básicas son los estatutos y los reglamentos, que, partiendo de las facultades autonormativas consustanciales a las federaciones deportivas, disciplinan su estructura y funcionamiento, a la vez que determinan el régimen de las modalidades deportivas cuya gestión tienen encomendadas.

			La LD así lo reconoce (art. 31), pero imponiendo limitaciones a tal facultad autonormativa de las federaciones y estableciendo condicionamientos administrativos a su ejercicio. Y lo mismo hace la legislación autonómica.

			Las limitaciones vienen dadas por el necesario respeto no sólo a los principios de democracia y representatividad (exigibles a cualquier entidad asociativa), sino también a las reglas generales de organización y funcionamiento contenidas en la normativa pública.

			El condicionamiento administrativo se contrae a la necesidad de someter los estatutos —y los reglamentos que afecten a las funciones públicas delegadas—, una vez aprobados por la federación, a un control de legalidad por la Administración, que es a la que corresponde ratificar (aprobar definitivamente) dichas normas federativas.

			En el ámbito estatal, los estatutos, que son la norma suprema de la federación y a ella quedan sometidas las demás disposiciones federativas, así como sus modificaciones, tras la ratificación por la Comisión Directiva del CSD, han de ser publicados en el BOE e inscritos en el RAD, exigencias estas que, en la legalidad vigente, vienen consideradas, sin embargo, no como un requisito de validez, sino tan sólo como una obligación formal de divulgación.

			Los reglamentos son las normas federativas que desarrollan o complementan los estatutos, cuyas previsiones y principios no pueden contrariar. Dada la variabilidad del contenido de los estatutos, la distinción entre estos y los reglamentos es meramente formal o topográfica: son reglamentarias aquellas previsiones normativas básicas situadas fuera de los estatutos. Los reglamentos más significativos y comunes son el disciplinario, el electoral, el denominado normalmente general y el de competición. Los dos primeros tienen carácter necesario, si bien, en el plano formal o de técnica normativa, pueden estar incorporados a los estatutos.

			Con carácter general, los reglamentos pueden tener por objeto la regulación de determinados aspectos de las funciones públicas que las federaciones deportivas ejercen por delegación administrativa o bien cuestiones de estricta organización interna o relativas a la ordenación material de su modalidad deportiva: sólo los primeros están sometidos a control y tutela por parte de la Administración y sólo ellos gozan de eficacia fuera del estricto ámbito federativo.

			Según se ha indicado, tales reglamentos y sus modificaciones, al igual que acontece en los estatutos, una vez aprobados federativamente, han de ser ratificados, en el ámbito estatal, por la Comisión Directiva del CSD, a la que también corresponde autorizar la inscripción en el RAD. En cambio, a diferencia de lo establecido para las normas estatutarias, no se exige la publicación del texto reglamentario en un boletín oficial, lo que ha sido objeto de crítica en la doctrina (LANDABEREA, MILLÁN).

			Los estatutos y los reglamentos que afectan a las funciones públicas delegadas se insertan, pues, en el sistema normativo tras las fuentes públicas en una ordenación jerárquica que, siguiendo a GAMERO, podemos representar en el siguiente cuadro:

			
			[image: ]

			
			De los restantes instrumentos regulatorios, revisten destacada importancia las circulares, que ofrecen un contenido diverso. En puridad, son simples órdenes jerárquicas, notas informativas o escritos de comunicación carentes de eficacia general y que, desde luego, deben respetar las disposiciones federativas básicas, esto es, los estatutos y los reglamentos. Sin embargo, no es infrecuente la utilización de las circulares, por algunas federaciones, para colmar lagunas en los reglamentos o para desarrollarlos, cuando no para regular cuestiones, generalmente competicionales, con la finalidad de eludir el pertinente control administrativo, práctica que ha sido denunciada por la doctrina, advirtiendo que las circulares «constituyen instrumentos que se engarzan en el ámbito propio de la organización federativa y pueden servir para comunicar o notificar modificaciones normativas, pero nunca deben erigirse en auténticos reglamentos» (LANDABEREA).

			Carecen, asimismo, de eficacia normativa las instrucciones o directivas de actuación que no trascienden de la estructura jerárquica federativa.

			Distinto valor cabe conferir a los acuerdos de los órganos federativos, que, en principio, en tanto no den lugar a una modificación estatutaria o a un reglamento sólo vinculan en el ámbito competencial del órgano en que se adopte.

			Por último, merecen una referencia especial los convenios de coordinación que, en el deporte profesional, mantienen las federaciones con sus ligas. Estos convenios regulan, entre otros extremos, el calendario deportivo anual, los ascensos y descensos entre las competiciones profesionales y no profesionales, el arbitraje, la composición y funcionamiento de los órganos disciplinarios de las competiciones profesionales y el número de jugadores extranjeros no comunitarios que podrá participar (art. 28 RDF).

			Los convenios de coordinación no necesitan ser aprobados por la Administración, pese a que su objeto abarca cuestiones de carácter sustancialmente jurídico-administrativo, lo que se justifica en el entendimiento de que son acuerdos internos de la federación con uno de sus integrantes (la liga profesional). En cualquier caso, la doctrina destaca los aspectos públicos de este instrumento regulatorio, que queda patente no sólo en el extenso régimen subsidiario previsto para el caso de que no se suscribiese el convenio o este no incluyera todas las cuestiones que integra su contenido mínimo (d. a. 2.ª RDF), sino en la previsión de que los conflictos de competencia entre la federación y la liga, incluidos los derivados de la interpretación de los convenios, los resolverá el Consejo Superior de Deportes (d. a. 3.ª RDF). Y, desde luego, incluso por aquellos autores que atribuyen a los convenios naturaleza privada, se reconoce que, conforme a lo dispuesto por el art. 3.3 RDF, las previsiones que afectan a funciones públicas delegadas podrán ser recurridas ante el Consejo Superior de Deportes (AGIRREAZKUENAGA).

			3.3.2. Las reglas del juego

			A) Dentro de las normas federativas cabe, por último, referirse a las reglas del juego que, establecidas por la federación correspondiente, identifican y configuran las distintas modalidades y especialidades deportivas, distinguiéndolas de las demás. Estas reglas, como explica GAMERO, son aplicadas por los jueces y árbitros para ordenar el juego, normalmente durante su transcurso (aunque, a veces, también antes y después), y para determinar el vencedor del encuentro o de la prueba.

			Estas reglas, que no tienen propiamente carácter reglamentario, constituyen la esencia misma de cada deporte, por lo que ofrecen carácter unitario, sirviendo por igual (con algunas matizaciones, modulaciones o especificidades) al deporte profesional y al no profesional (BERMEJO).

			En un sentido amplio, las reglas del juego incluyen tanto las reglas técnicas como las reglas morales, que determinan los principios básicos o pautas de comportamiento que deben seguirse en la práctica deportiva.

			Las reglas de juego vienen delimitadas, según GAMERO, por tres elementos:

			a) Un elemento objetivo, que viene dado por el contenido material de estas reglas, las cuales, según se ha indicado, ordenan el discurrir del encuentro o la prueba y determinan su vencedor. Y, en la medida en que regulan el desarrollo del juego, configuran la modalidad o especialidad deportiva, diferenciándolas de las restantes. Las reglas incluyen también las consecuencias de su quebrantamiento, esto es, las medidas sancionadoras que los jueces o árbitros podrán adoptar y que, en sentido estricto, no son sanciones disciplinarias. La delimitación material de las reglas de juego respecto a las normas disciplinarias reviste enorme complejidad dadas las peculiares características y particularismos de determinadas modalidades y especialidades deportivas.

			b) El elemento subjetivo es doble, atendiendo a quien establece las reglas de juego y quien las aplica:

			— El establecimiento o aprobación de las reglas de juego corresponde, en principio, a las federaciones españolas o a las autonómicas, según su ámbito de competencia. No obstante, precisamente porque configuran y definen la propia modalidad o especialidad deportiva, tales reglas son de hecho dictadas por la federación internacional, cuando no por el Comité Olímpico Internacional o, incluso, por una entidad supranacional independiente, como acontece con las reglas de juego y los principios constitutivos del fútbol, que sólo pueden ser modificados por la Internacional Football Association Board, de forma que tanto las federaciones españolas como las autonómicas se limitan a reproducirlas y establecer su exigencia.

			— La aplicación de las reglas de juego corresponde a los jueces o árbitros. Estos, con sus decisiones, ordenan el encuentro o prueba y sancionan las vulneraciones al orden establecido. No obstante, algunos actos acontecidos en el curso del juego, además de constituir una infracción a las reglas técnicas, pueden comportar también un ilícito disciplinario, que, como tal, excede de la competencia del juez o árbitro, al que solo corresponde el restablecimiento del orden del encuentro o la prueba, por lo que deberá ser investigado y, en su caso, sancionado por el correspondiente órgano federativo.

			c) Un elemento temporal, que hace referencia al momento en que se aplican las reglas de juego.

			— En una aplicación previa al inicio del encuentro o la prueba se verifica el cumplimiento de las exigencias tanto personales como materiales de participación.

			— La aplicación durante el desarrollo del juego resulta necesaria, con alcance diverso, en la mayoría de encuentros o pruebas.

			— La aplicación posterior, tras el desarrollo de la prueba, sólo tiene lugar, en principio, en los deportes individuales.

			B. Las reglas de juego ofrecen múltiples particularidades pero, sin duda, la que presenta mayor trascendencia se contrae a su tradicional exclusión de control judicial, una exclusión que ha tratado de ser justificada negando a las reglas técnicas la condición de normas jurídicas o elaborando un concepto restringido de las mismas cuyos efectos no se extenderían más allá del propio juego. Cuando, por una parte, estas reglas, generales e imperativas, son autenticas normas jurídicas; y, por otra, los efectos de su aplicación pueden trascender del juego, con relevantes consecuencias deportivas y económicas.

			Ante ello, GAMERO advierte de cómo el parámetro de revisión en nuestro Derecho es exclusivamente jurídico-procesal, por lo que todo acto o decisión será o no susceptible de revisión según una lógica estrictamente procesal, que debe partir del texto constitucional para proyectarse al ámbito deportivo y no al revés. De forma que, reconocido el derecho a recurrir a quienes sean titulares de derechos e intereses legítimos, habrá que concretar cuándo existe ese interés legítimo en la revisión de una medida o decisión adoptada en aplicación de una regla técnica, para lo cual es necesario distinguir entre las decisiones adoptadas antes o después del juego y las que lo fueron durante el mismo.

			Las primeras son perfectamente revisables cuando existan medios de prueba que evidencien el error cometido, al ser decisiones independientes del juego que pueden ser modificadas aisladamente y, por ende, recurribles con base en el principio de tutela judicial efectiva consagrado por el art. 24 CE.

			Por el contrario, como sostiene GAMERO, las decisiones adoptadas durante el transcurso del juego no son más que uno de los factores que inciden en el resultado final del encuentro, aceptando los participantes en el mismo el acierto o error de la decisión arbitral como parte del propio juego. La apreciación de un error arbitral es, pues, en este caso insubsanable, en el sentido de que no puede conducir a la variación del resultado, en tanto este es fruto de un cúmulo de elementos que no pueden disgregarse entre sí. En consecuencia, careciendo los afectados de un interés legítimo, no cabe la revisión de tales decisiones adoptadas a lo largo de un encuentro.
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1. SECTOR PÚBLICO ESTATAL: EL CONSEJO SUPERIOR DE DEPORTES Y SU GALAXIA ORGANIZATIVA

			
1.1. EL NACIMIENTO DEL CSD Y SU EVOLUCIÓN COMPETENCIAL


			El origen del actual Consejo Superior de Deportes se remonta a la Dictadura del General Franco, cuando se creó un órgano central rector del deporte español denominado Delegación Nacional de Educación Física. Posiblemente la característica más importante del mismo era que el deporte se incardinaba fuera de la Administración normal del Estado, y se situaba en la órbita del único partido político existente en ese momento por lo que era considerado como una isla (CAZORLA) dentro de la estructura jurídica española: no le afectaban las normas generales y los Tribunales de Justicia no podían intervenir en sus conflictos.

			Primero perteneció a la Falange Española Tradicionalista y de las JONS, y luego el denominado Movimiento, al que estaba adscrito a través de su Secretaría General: el Delegado Nacional y sus colaboradores nacionales y provinciales eran nombrados directamente por el partido, lo que permitía (entre otras cosas) al General Franco otorgar protagonismo a ciertos líderes políticos merced al deporte.

			Su regulación se centraba en tres normas bastante simples:

			a) El Decreto de 22 de febrero de 1941, por el que se crea la Delegación Nacional de Deportes, dotándolo de personalidad jurídica y detallando sus funciones. En este nuevo órgano se integran las instituciones deportivas anteriores a la Guerra Civil: COE, Consejo Nacional de Deportes y Delegación Española del COI.

			b) La Orden de 7 de junio de 1945, por la que se aprueba el Estatuto Orgánico de la Delegación Nacional de Deportes (DND): el cual desarrolla su modo de funcionamiento, la forma de nombrar a sus responsables y el alcance de la organización provincial, con la creación de las Delegaciones Provinciales de Deportes. Desde las mismas se nombraba de modo directo (sin elecciones democráticas) a los Presidentes de las Federaciones Nacionales y Provinciales de cada modalidad deportiva. Incluso los responsables de los clubes deben gozar del beneplácito del Delegado de Deportes.

			c) Posteriormente, la aprobación de la primera ley del deporte en España (Ley 77/61, de 23 de diciembre, sobre Educación Física), permitió dotarla de más contenido. Las competencias básicas de la DND aparecen en el art. 20, entre las que destacamos:

			— El control de la educación física en los centros de enseñanza.

			— Inspeccionar cuantas actividades deportivas se produzcan en España.

			— El control del recién creado INEF (para formar a los profesores de educación física y entrenadores deportivos).

			La llegada de la democracia a nuestro país rompe con la ubicación fuera de la Administración del Estado del deporte (JIMÉNEZ SOTO), de tal manera que la aprobación del RD-ley de 1 de abril de 1977 de la Subsecretaría de Familia, Juventud y Deporte, incorpora a este organismo con carácter provisional como parte de la Administración General del Estado.

			Es finalmente el RD de 27 de agosto de 1977 el que crea, dentro del entonces Ministerio de Cultura, el actual Consejo Superior de Deportes como un organismo autónomo de carácter administrativo con una estructura y competencias similares a las actuales.

			FIGURA 1

			Evolución de la administración estatal deportiva
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1.2. NATURALEZA JURÍDICA


			Tras la aprobación por las Cortes Generales de la actual LD, el CSD goza de una peculiar naturaleza jurídica: es un organismo autónomo de carácter administrativo adscrito a un Ministerio concreto en cada una de las remodelaciones ministeriales que los Presidentes del Gobierno van estableciendo (hoy en día, su adscripción es al Ministerio de Cultura y Deporte).

			¿Esto qué importancia tiene? Pues que es una ley (y por lo tanto para cambiar ese status se requiere modificarla en el Congreso de los Diputados y el Senado) la que determina el tipo de organización que rige el deporte español, y por ende, el nivel jerárquico de su máximo responsable (el Presidente del CSD que posee el rango de Secretario de Estado, una especie de Viceministro lo que le confiere básicamente la disposición de un Gabinete de asesores, compuesto por cuatro personas). Un ejemplo concreto lo tenemos en la composición del Gobierno de España en las Navidades del 2011-12: el Ministro podía determinar que la cultura o la educación poseyeran un rango pequeño o alto, pero el deporte obligatoriamente tenía que poseer el rango de Secretaría de Estado gozando de una organización específica, con cierta independencia (un organismo autónomo, dentro del Ministerio). Por tanto, para suprimir el CSD hay que cambiar la LD, y ser aprobada por las Cortes Generales de España.

			Es el art. 7 el que determina que las competencias deportivas del Estado las ejerce el CSD, el cual «es un organismo autónomo de carácter administrativo adscrito al Ministerio de Educación y Ciencia.»

			1.2.1. Características del organismo autónomo administrativo.

			Proviene de la antigua figura de la fundación pública de servicio. Son entidades a las que la administración pública (en este caso, el Estado, si bien aparece también en algunas Concejalías de Deporte de nuestros municipios) ha ordenado en régimen de descentralización la organización y administración de un servicio público deportivo. Se rigen por normas específicas e internas (en este caso por la ley, pero es muy común que sea por unos Estatutos), poseyendo presupuesto propio para actuar (aunque deberá contar con la aprobación del Ministerio —en este caso— pues conserva siempre las facultades de dirección, inspección y presupuestaria) lo que les dota de mayor velocidad para trabajar, así como de personal directamente adscrito al mismo (con lo que, por ejemplo, en las convocatorias de personal deportivo del Estado, las oposiciones las convoca el CSD permitiendo un perfil netamente especializado en el campo del deporte). Su mayor fuente de ingreso es el presupuesto público.

			FIGURA 2

			Características de un organismo autónomo
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1.3. COMPETENCIAS Y ESTRUCTURA ORGÁNICA


			Las competencias estatales son muy limitadas, aunque de gran importancia, centrándose en las competiciones estatales o internacionales, junto a los aspectos que llevan aparejadas. Aparecen enumeradas en el art. 8 de la LD, si bien las podemos sintetizar así:

			— Reconocer modalidades deportivas: la Comisión Directiva del CSD es la encargada de determinar cuándo un «deporte» lo es oficialmente; es decir, cuándo se puede decir de modo legal que ha nacido una nueva modalidad deportiva. Su importancia radica en que para crear una nueva Federación deportiva es necesario que previamente se haya determinado la existencia de una nueva modalidad; sin modalidad no hay Federación.

			La diferencia entre modalidad deportiva y especialidad deportiva, es cuanto menos sutil; la primera se supone que constituye una actividad diferenciada del resto de modalidades, mientras que la segunda es una pequeña derivación del deporte principal. La realidad es que a la hora de determinar si estamos en presencia de una nueva modalidad o de una nueva especialidad, juegan demasiados intereses ajenos a la realidad jurídica: el ejemplo más famoso en España ha sido la diferenciación entre el fútbol y el fútbol-sala, que para ciertos Tribunales eran modalidades diferentes (y por tanto, con Federaciones diferentes), mientras que para la mayoría era modalidad y especialidad (bajo el control de la Federación de Fútbol). Cuestión de poder.

			— Calificar competiciones: también es la Comisión Directiva quien le da el sello de «profesional» a una competición, en este caso a las primeras divisiones del fútbol masculino, y baloncesto masculino (ACB). El calificar como estatal una competición se ha delegado a las Federaciones Españolas.

			— Coordinación y cooperación con las CCAA: el Estado puede coordinar en sus actuaciones a las autonomías, y por tanto (tratando de llegar a acuerdos) llegar a imponer sus determinaciones respecto a las mismas. Pero nunca ningún partido político se ha atrevido a usar dicha competencia desde el CSD (de hacerlo, sería competencia del propio Secretario de Estado, así como del Director General de Deportes). En cambio, la cara amable de dicho liderazgo (la cooperación, de igual a igual), sí que se produce tradicionalmente a través de las reuniones con las Direcciones Generales de Deporte de las CCAA, así como a través de organizaciones de configuración legal (la Comisión Directiva, Asamblea General del Deporte —nunca convocada— y la Comisión Nacional de Salud del deportista, entre otras). Mientras que la coordinación implica integración de las partes en un todo realizada de forma jerárquica, la cooperación equipara el grado de jerarquización de las administraciones basada en la voluntariedad, lo que siempre ha resultado más eficaz cuando el CSD ha dotado de un dinero propio a dicha nueva actuación (es más sencillo convencer a otras administraciones cuando les estás aportando financiación para cubrir esa nueva idea).

			— Medio ambiente: el CSD (sobre todo a través de las Subdirecciones Generales de Alta Competición y de Infraestructuras Deportivas), debe colaborar con otros organismos públicos con competencias ambientales (básicamente el Ministerio y las Consejerías del ramo) y con las Federaciones, especialmente relacionadas con aquéllos. Hasta la fecha lo único notorio fue el impulso de la Carta Verde del Deporte, en donde se ha invitado a las Federaciones Españolas a comprometerse en una serie de medidas preventivas a la hora de organizar competiciones y de construir instalaciones deportivas: no se las ha obligado a firmarla (era voluntaria) pero se las ha animado a ello con bastante éxito.

			— Control del dopaje: el CSD lidera la lucha contra el dopaje, a través de la AEPSAD y con la colaboración de las Federaciones Nacionales. Es una competencia mucho más desarrollada en la legislación específica sobre el dopaje que veremos en otros apartados.

			— Represión de la violencia: la prevención de la violencia en los espectáculos deportivos y su posterior represión también es una de las materias que ocupan más tiempo en el CSD, básicamente a través de la Subdirección General de Régimen Jurídico del Deporte. También abordamos de modo más amplio dicha competencias y sus organismos en capítulos posteriores.

			— Tutela sobre las Federaciones: dado que las Federaciones Españolas ejercen funciones públicas por delegación del CSD (es decir, funciones que realmente son del CSD y que la Ley permite cederlas), el Consejo está obligado a vigilar que realmente cumplan debidamente con sus compromisos, al igual que a dotarlas de la financiación necesaria para llevar a cabo dichas misiones. De ahí que el CSD tenga que controlar, supervisar y fiscalizar sus actuaciones de modo muy exhaustivo, sobre todo a través de las Subdirecciones Generales de Alta Competición, la de Régimen Jurídico y la de Control Financiero:
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